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80% del paquete accionario de la Sociedad Anónima crea- 
da entre la Administración Nacional de Puertos y la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo para la explotación 
de la Terminal de Contenedores del Puerto de Montevi- 
deo. 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Atchugarry, 
Borsari, Brause, Correa Freitas, Couriel, Dalmás, de Bois- 
menu, Dubra, Fau, Fernández Huidobro, Garat, Gargano, Goi- 
tiño, Heber, Korzeniak, Larrañaga, Lescano, Michelini, Núñez, 
Pou, Rubio, Sanabria, Scarpa, Singer, Virgili y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Astori, Cid, 
Gallinal, García Costa, Millor, Mujica y Nin Novoa; y, sin avi- 
so, el señor Senador Rodríguez. 


Concurren especialmente invitados el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas y asesores. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la se- 
sión. 


(Es la hora 16 y 11 minutos.) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


«El Poder Ejecutivo remite Mensaje comunicando que 
ha promulgado los siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueba el Acuerdo entre la República 
Oriental del Uruguay y Bahamas sobre Cooperación 
Económica, Científico Técnica y Cultural, suscrito en 
la ciudad de Nassau el 8 de octubre de 1998. 


por el que designa con el nombre de Justina Santín 

la Escuela N* 29 del pueblo Puntas de Maciel del 

departamento de Florida. 

-TENGANSE PRESENTE Y AGREGUENSE A SUS 
ANTECEDENTES. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente remite la información solicitada por el 
señor Senador Reinaldo Gargano referente a los planes 
de saneamiento para el departamento de Salto para el 
presente año. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL SE- 
ÑOR SENADOR REINALDO GARGANO. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite la infor- 
mación solicitada por el señor Senador Jorge Larrañaga 
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referida al posible reclutamiento de jóvenes para servir 
en el Ejército de España. 

-OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL SE- 
ÑOR SENADOR JORGE LARRAÑAGA. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa recibo 
de la exposición escrita presentada por el señor Presi- 
dente del Senado Luis Hierro López relativa a las refe- 
rencias realizadas a su persona por la señora Represen- 
tante Nacional Margarita Percovich. 

-TENGASE PRESENTE.» 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de li- 
cencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador García Costa solicita prórroga de 
su licencia hasta el día 21 de los corrientes inclusive”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Jacksonville, 19 de julio de 2001. 
Sr. Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 
De mi consideración: 

Por la presente solicito por su intermedio se me con- 
ceda por el Senado prórroga de mi licencia por enferme- 
dad, hasta el 21 de los corrientes inclusive. 

Saluda a Ud. atentamente 


Guillermo García Costa. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 
cia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Continúa ejerciendo la titularidad del Senado, el señor Se- 
nador Borsarl. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Francisco Gallinal solicita licencia 
los días 20 y 21 de julio del corriente.” 


-Léase. 
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(Se lee:) 
«Montevideo, 20 de julio de 2001. 
Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 


Don Luis A. Hierro 
Presente 


De mi consideración: 

Por la presente y por motivos personales, solicito 
licencia al Cuerpo por los días 20 y 21 de julio del co- 
rriente. 

Saluda a Ud. atte., 


Dr. Francisco Gallinal. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 
cia solicitada 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
5) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varios desistimien- 
tos a las convocatorias. 


(Se da de los siguientes:) 


“Los doctores Walter Santoro y Angel María Giano- 
la, los señores Juan Raúl Ferreira, Gustavo Penadés, Fer- 
nando Araújo, Sergio Chiesa, el doctor Ricardo Gorosi- 
to y el señor Oscar González comunican que, por esta 
única vez, no aceptan la convocatoria de que han sido 
objeto.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda convocado el señor Senador 
Ambrosio Rodríguez, quien ya ha prestado el juramento de es- 
tilo por lo que, si se encontrara en Antesala, puede ingresar al 
Hemiciclo. 

(Ingresa a Sala el señor Senador Ambrosio Rodríguez) 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otra solicitud de li- 
cencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Pablo Millor solicita licencia los 
días 20 y 21 del corriente.” 
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-Léase. 


(Se lee:) 
«Montevideo, 17 de julio de 2001. 
Sr. Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente, solicito a Ud., licencia los días 20 y 
21 del corriente mes, por motivos personales. 


Sin otro particular le saluda atentamente 
Dr. Pablo Millor. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 
cia solicitada. 


(Se vota: ) 
-19 en 20. Afirmativa. 
7) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varios desistimien- 
tos. 


(Se da de los siguientes: ) 
“El escribano Guillermo Stirling y el doctor Raúl Bus- 
tos, los señores Juan Notaro y Tabaré Hackenbruch co- 


munican que, por esta única vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda convocado el señor Senador 
Roberto Scarpa, quien ya ha prestado el juramento de estilo 
por lo que, si se encontrara en Antesala, puede ingresar al 
Hemiciclo. 

(Ingresa a Sala el señor Senador Roberto Scarpa) 


S) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de otra solicitud de li- 
cencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Astori solicita licencia el día vier- 
nes 20 de los corrientes.” 


-Léase. 


(Se lee:) 
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«Montevideo, 20 de julio de 2001. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


He sido invitado -como integrante de la Comisión 
Parlamentaria del MERCOSUR- a participar de la primera 
Jornada de Trabajo “Por un MERCOSUR Agroexporta- 
dor” que se realiza en la ciudad de Rivera en el día de la 
fecha. Por tal motivo solicito al Cuerpo me conceda li- 
cencia por el día viernes 20 del corriente. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente muy 
atentamente 


Danilo Astori. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 


cia solicitada. 


(Se vota: ) 
-19 en 20. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Senadora Nelly Goitiño, quien 


ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 
ra en Antesala, puede ingresar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala la señora Senadora Nelly Goitiño) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Nin Novoa solicita licencia por el 
día de la fecha.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Melo, 20 de julio de 2001. 


Sr. Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a usted licencia para la se- 
sión del día 20 de julio, por razones particulares. Asimis- 
mo solicito se sirva convocar a mi suplente Dr. Héctor 
Lescano. 


Sin otro particular lo saluda atte. 


Rodolfo Nin Novoa. Senador.» 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va votar si se concede la licencia 


solicitada. 


(Se vota:) 
- 22 en 24. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Senador Héctor Lescano, quien 


ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 
ra en Antesala, puede ingresar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Héctor Lescano) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Alberto Cid solicita licencia el día 
viernes 20 de los corrientes.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 19 de julio de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente quien suscribe solicita 
al Sr. Presidente se le conceda licencia al Cuerpo por el 
próximo día viernes 20 del corriente mes de julio del año 
en Curso. 


Asimismo, solicito se proceda en esta oportunidad a 
la convocatoria del suplente correspondiente. 


Sin otro particular hago propicia la oportunidad para 
saludar al señor Presidente con mi más alta estima y 
consideración. 


Alberto Cid. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 


cia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Senadora Susana Dalmás, quien 


ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 
ra en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala la señora Senadora Susana Dalmás) 
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-El señor Ministro solicita autorización para ingresar al Cuer- 
po acompañado por el señor Subsecretario y el Presidente de la 
Administración Nacional de Puertos. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa invita al señor Ministro y sus asesores a ingresar 
a Sala. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro y sus asesores) 


9) SUBASTA PUBLICA PARA LA EXPLOTACION DE 
LOS SERVICIOS DE LA TERMINAL DE CONTENEDO- 
RES DEL PUERTO DE MONTEVIDEO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en condiciones de iniciar 
la sesión de llamado a Sala para la que ha sido convocado el 
Senado. 


Tiene la palabra el señor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Ministro, señores integrantes de la 
ANP y asesores: creo que este tema está planteado desde hace 
largo tiempo. En primer lugar quiero aclarar a qué nos estamos 
refiriendo. Se trata de discrepancias políticas y no de un lío 
político; se trata del ejercicio de la democracia por parte de un 
sector de la oposición de este país que resolvió, en su Bancada 
parlamentaria, plantear este tema. Sin duda, en estos últimos 
años hemos tenido grandes diferencias con el Ministro Lucio 
Cáceres -a quien respetamos- a propósito de este tema del Puer- 
to. A veces el mal humor no es buen consejero, aunque nos 
pasa a todos, y quiero precisar estas cuestiones en el comienzo 
de la sesión. 


A nuestro juicio, los inversores vienen a este país si hay 
certidumbre jurídica y buenas propuestas de inversión en ma- 
teria de retornos y de asunción de riesgos. No estamos hablan- 
do del capital volátil y de la especulación financiera, sino de la 
eventualidad de inversiones extranjeras directas de largo plazo 
en sectores directamente vinculados a la infraestructura y al 
desarrollo productivo. Creo que algunos colegas nuestros han 
dramatizado esta situación como si el ejercicio democrático de 
nuestras responsabilidades políticas tuviera otras implicancias 
en materia de efectos sobre una puja que seguirá adelante si el 
señor Ministro y el Poder Ejecutivo lo deciden y que se modifi- 
cará si así lo desean. En cualquiera de las hipótesis, si así lo 
deciden, va a haber una puja importante. 


Nosotros no estamos improvisando en este tema. Este go- 
bierno ha sido maestro en improvisación, no del Puerto, pero sí 
de otras cuestiones como el Presupuesto Nacional. Entonces, 
que se nos diga -como se ha dicho en estos días- que estamos 
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improvisando me provoca una cierta indignación y una cierta 
sonrisa. Para nosotros, que estamos en la oposición y que he- 
mos sido deliberadamente excluidos de los organismos de deci- 
sión en los Entes Autónomos, algunos procesos son de difícil 
comprensión y nos resultan muy acelerados. Para quienes es- 
tán en el gobierno, quizás no, pero para nosotros que estamos 
en la oposición, es así. 


Como sentimos la carga de representar al 40% de los uru- 
guayos, vamos a ejercer, dentro de la legalidad democrática, 
nuestros derechos. Para enmendar errores, hay tiempo y a mi 
juicio aquí hay cuestiones que no están suficientemente claras, 
aunque tal vez hoy se aclaren. Otras son opinables y otras son 
errores de escala media o más importante. Los caminos pueden 
ser varios; se pueden corregir elementos y, en ese marco, tomar 
otras decisiones, pero creo que hacer drama también es una 
cuestión de estrategia política. A nosotros nos pesa el hecho 
de que está en juego una parte del “rico patrimonio”; fuimos 
educados de forma que entendemos que eso es muy importan- 
te. Supongo que también lo será para el resto de los sectores 
políticos, pero cada uno califica y entiende de manera distinta 
qué es tocar el rico patrimonio de los orientales. Yo no atribuyo 
intenciones políticas al señor Ministro pero tampoco tolero que 
se me atribuyan. Nosotros hemos actuado de frente y con leal- 
tad republicana en todas las circunstancias, hemos dicho lo 
que pensamos y lo vamos a seguir haciendo. Esto puede no 
gustar pero es la forma de pensar de una gran parte de la po- 
blación de este país. No estoy para evaluar intenciones pero 
tampoco tolero ni creo que nadie esté calificado para evaluar 
las nuestras. Este proceso es muy largo pero evaluémoslo en el 
marco de las discrepancias políticas y no en el de las bajas 
pasiones. No lo digo por el Ministro sino por otras expresiones 
que he oído. Si se trata de entrar en el terreno de las bajas 
pasiones, nosotros tenemos espalda para aguantarlo. 


En otras oportunidades, en 1998, se planteó el problema de 
que el camino que se seguía no era el adecuado. El primero que 
planteó este problema fue el actual Ministro de Trabajo, en 
aquel momento Diputado Alonso. El Ministro Cáceres dijo que 
esa preocupación era tardía, inoportuna e inconveniente. En 
todas las oportunidades en que ha habido un planteo parla- 
mentario importante, ha hecho consideraciones similares: que 
el tema se ha politizado y que se ponen palos en las ruedas del 
desarrollo. Este sector político no pone palos en las ruedas del 
desarrollo sino que tiene una visión distinta de lo que conside- 
ra que es el desarrollo de este país. Y si considera que otras 
políticas conducen a lo contrario, está en su deber plantearlo. 


Quiero que quede claro que nosotros no estamos afirman- 
do que esta fase de este proceso no sea transparente ni que 
esté fuera de los marcos de la legalidad; lo que estamos afir- 
mando es que a nuestro juicio nos parece altamente inconve- 
niente lo que se está haciendo y que, por tanto, debería ser 
revisado en profundidad. Tuvimos contactos con algún sector 
de otro partido e incluso le trasmitimos nuestras preocupacio- 
nes, pero uno se da cuenta en el Parlamento cuando hay am- 
biente y cuando no. A mi juicio, en esta última fase no había 
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demasiado ambiente para discutir este tema en profundidad por- 
que se tenían otras consideraciones políticas. 


Revisemos la cronología en la etapa final, porque se ha 
hecho mucho mito con este problema de los tiempos. El 25 de 
abril la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado 
estuvo en el Puerto. En aquella oportunidad el ingeniero Ague- 
rre se refirió al destino del muelle ocupado por la Marina en 
base a un proyecto totalmente diferente al dispuesto en el de- 
creto que ese mismo día se aprobó. Entonces, las inteligencias 
y desinteligencias sobre este problema han sido muy grandes. 
Acá se dictó un decreto extremadamente complejo -que a nues- 
tro despacho llegó el 8 de mayo- que en su versión del Diario 
Oficial ocupa más de 20 páginas y unas ochenta o noventa en 
versiones de letra menos apretada. 


El 12 de junio, a poco más de un mes, se formalizó la socie- 
dad entre la Administración Nacional de Puertos y la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo denominada “Terminal Cuenca 
del Plata S.A.”; ayer se publicó la convocatoria para el remate y 
la adjudicación el próximo 27. 


En mi opinión este proceso ha sido extremadamente acele- 
rado. Inclusive, el propio decreto establece un plazo de dos 
meses para la creación de una sociedad, lo que en sí mismo 
habla de la complejidad del tema y del necesario cuidado para 
abordarlo. 


Nosotros no tenemos el equipo que tiene el Poder Ejecuti- 
vo, pero estudiamos; no tenemos el equipo porque, por algo, 
es el Poder Ejecutivo, ni facultades para hacer esos contratos 
de obra a los que ha apelado, porque se hicieron inversiones 
muy importantes en los últimos años. Por ejemplo, tengo aquí 
la nómina de técnicos -muy distinguidos- integrados al sector, 
los que han sido llamados para estudiar este tema que, por 
cierto, es muy complejo. Si se hicieron treinta y dos borradores, 
eso de por sí está indicando que no se trataba de un tema fácil. 


Supongamos que hubiéramos llegado y hubiéramos plan- 
teado estas conclusiones hace quince días, ¿qué hubiera cam- 
biado con relación a la situación de hoy? No hagamos drama; 
decidamos lo que decidamos en esta oportunidad, si se sigue 
la ruta que indica el Poder Ejecutivo -porque tiene la mayoría 
para hacerlo- habrá una subasta; si es buena o no, no depende 
de esto, pero para nosotros es importante que los uruguayos 
sepan qué es lo que se va a subastar. Digo esto porque, por lo 
menos a nuestra fuerza política, le parece inadmisible que se 
tome una decisión que nos va a afectar por treinta años, o 
quizás mucho más, porque esto se puede renovar si hay acuer- 
do de partes y, además, no se establece término para dichas 
renovaciones. Esto puede afectar al Uruguay en términos muy 
importantes; sin duda, si así se hace, nos va a afectar. 


Ningún organismo parlamentario discute en profundidad y 
ante la opinión pública el alcance de este tema. Entonces, cree- 
mos que hay que buscar la forma y la manera de que esto sea 
un debate abierto, pues el debate empieza y termina en determi- 
nadas circunstancias. Por ese motivo, quien habla y su Banca- 
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da van a hablar en el día de hoy, en esta sesión, y ya no lo 
harán a partir del lunes, se tomen las decisiones que se tomen. 
Después, de acuerdo con los resultados, si se continúan en 
forma empecinada determinados caminos, haremos la evalua- 
ción necesaria. Pero no voy a dejar de aprovechar la oportuni- 
dad de decirlo y de ejercer ese derecho democrático. 


¿A cargo de quién corre la cuenta de la urgencia? A mi 
juicio, es a cargo del Poder Ejecutivo. Me parece que no es 
necesario abrir el paraguas; no hay por qué transferir las res- 
ponsabilidades y, además, pienso que no va a ser necesario. 


Debo decir, por lo tanto, que discrepo -lo señalo con total 
lealtad- y rechazo algunas expresiones del señor Ministro como, 
por ejemplo, las emitidas en la Radio El Espectador cuando dijo 
que estamos amedrentando a los inversores. En verdad, no 
esperaba una manifestación de este tipo. Pero hagamos un re- 
paso de antecedentes. 


Seguí con atención este tema por muy diversas circunstan- 
cias y no esperaba tener que ocuparme de él en esta oportuni- 
dad, pues pensé que esta interpelación se iba a plantear por 
nuestra fuerza política en la Cámara de Representantes, pero 
debido a otras razones se cambió el escenario. Repasando, en- 
tonces, los antecedentes, encuentro que lo que dijo el señor 
Ministro sobre algunos puntos clave en distintas oportunida- 
des, no coincide con lo que tenemos acá. Una de las interro- 
gantes que tengo es por qué hubo cambios de puntos de vista. 


En marzo de 1997 se aprobaron las Bases II de la llamada 
“licitación del 96”; famosa y desgraciada licitación que terminó 
siendo anulada por el entonces Presidente, doctor Sanguinetti. 
Ese debe ser casi el único punto en el cual el doctor Sanguine- 
tti dio marcha atrás en un tema tan importante. 


En octubre de 1997 se aprobaron tres propuestas técnicas. 


En noviembre de 1997 se abrieron las propuestas económi- 
cas y aparecen dos precios para el movimiento de contenedo- 
res -de lo que estamos hablando en el día de hoy- que incluye 
desde su entrada, su recepción y su traslado en la playa de 
contenedores, hasta que se sube al barco, o lo inverso. Para 
esas tres fases, una de las ofertas era de U$S 67 y la otra de 
U$S 84. 


En aquella oportunidad el señor Ministro manifestó que ha- 
bía una gran lentitud parlamentaria y que en realidad había una 
diferencia astronómica de precios entre lo que se estaba co- 
brando y lo que se ofertaba. Agregó con ansiedad que, en 
cierta medida, el Uruguay estaba perdiendo mucho dinero y 
muchas oportunidades. 


Traigo este antecedente por una razón que, en mi opinión, 
es muy importante. Aquel proceso llevó a que el primer pedido 
de informes lo hiciera el señor Senador Gargano, aunque lo 
hizo seis meses después porque, en virtud de la complejidad 
del tema, le pasó lo mismo. En esa instancia se dijo que lo hacía 
tardíamente. A su vez, cuando lo planteó el señor Representan- 
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te Alvaro Alonso, se dijo lo mismo. Sin embargo, los resulta- 
dos demostraron que tenían razón. El Parlamento no estuvo 
omiso y se hizo una interpelación al señor Ministro en julio de 
1998. En esa oportunidad no recibió ni un aval ni una condena; 
no hubo votos para una cosa ni para la otra. No obstante, 
había un tema en el que todos sabíamos que las cosas estaban 
muy mal. 


Luego vino el desgraciado “episodio Ovalle”, que terminó 
como es por todos conocido: un temprano archivo de investi- 
gaciones que pudieron profundizar la indagatoria una vez que 
se probó la autenticidad de la famosa grabación. No se siguió 
el curso correspondiente; por supuesto, respetamos la inde- 
pendencia de Poderes, pero ese hecho se verificó. 


Luego vino la Comisión Investigadora, la cual extrajo deter- 
minadas conclusiones. La primera de ellas es que la gestión de 
la Administración Nacional de Puertos violó el marco jurídico 
vigente; la segunda, que el Poder Ejecutivo permitió y avaló 
estas transgresiones legales; la tercera, que hubo una interven- 
ción inconveniente e inoportuna del Presidente de la República 
en un medio de comunicación, en un programa clave, pero aun 
así la Comisión entendía que el Poder Ejecutivo había actuado 
bien al entender que debía anular la licitación; que se habían 
cometido delitos contra la Administración Pública y que había 
implicancias personales y político-partidarias. Estas fueron las 
conclusiones a las que llegó la Comisión Investigadora. 


El 12 de febrero de 1999 el Tribunal de Cuentas fue categó- 
rico y admitió lo que sostuvimos durante el proceso en cuanto 
a que hubo cambio de oferta; sin embargo, no admitió lo que 
nosotros decíamos respecto a que había un monopolio priva- 
do. En todo caso, existen dos puntos de vista sobre un mismo 
problema. 


Más adelante se hizo una tercera licitación, la N* 2/99 -no 
voy a aludir a la primera porque no vale la pena- que cambió la 
metodología. 


Quiero aclarar que traigo estos antecedentes porque tienen 
que ver, no con cuestiones de corrupción, pero sí con la meto- 
dología para la adopción de determinadas decisiones. 


En la licitación de 1999 se cambió el procedimiento: no se 
recibía más la oferta técnica y la económica, sino que se decidía 
por lo que venía en la oferta económica, se adjudicaba, y luego 
venía la oferta técnica. Ello demuestra que esta licitación fue 
absolutamente innovadora. Pero, precisamente, fue objetada en 
su artículo 13. Después surgió una diferencia muy importante 
sobre esto y se sostuvo, por parte de distinguidos administra- 
tivistas y constitucionalistas del Uruguay, que se violaba el 
principio de igualdad de los oferentes. Sin embargo, se dijo que 
no era así y, en realidad, al final lo que ocurrió es que el 15 de 
julio de 1999 el Tribunal de Cuentas bochó esta licitación. 


El señor Ministro se enojó y dijo que había motivaciones 
políticas. Incluso, el 18 de julio de 1999 hizo un discurso en el 
que alertaba contra “los transgresores del orden institucional”. 


CAMARA DE SENADORES C.S.-83 


Personalmente, creo que se equivocó. En realidad, el Tribunal 
de Cuentas se pronunció en tres oportunidades sobre estas 
licitaciones diciendo que no. En menos de cinco meses hubo 
tres resoluciones del Tribunal de Cuentas contrarias a las ba- 
ses de la licitación en materia portuaria. El señor Ministro lo 
explicó en la Comisión de Constitución y Legislación del Sena- 
do. 


¿Por qué presento estos antecedentes? Porque a partir de la 
Ley de Urgencia se introduce otra innovación. Nosotros no 
decimos que esto no pueda hacerse, sino que lo vamos a se- 
guir con mucho rigor, ya que el método tiene sus ventajas, 
pero también grandes riesgos. Ahora no hay más licitaciones: 
no hay más oferta técnica ni económica, sino que se emiten 
acciones, se va a la Bolsa y se vende, luego se firma el contrato 
y ahí se ven los proyectos. El sistema tiene ventajas en materia 
de concesiones para grandes cuestiones públicas -y también 
para las chicas- muy importantes de nuestro patrimonio. Fun- 
ciona de tal manera que tiene la ventaja de la transparencia. No 
decimos que las acciones se cotizan en Bolsa, sino que se 
realiza una venta de acciones que van a ser adquiridas por un 
solo oferente en la Bolsa de Valores. Se trata de cosas distin- 
tas. Sin embargo, el sistema también puede plantear grandes 
incertidumbres sobre los resultados. En realidad, los proyectos 
se ven mucho después y en ese momento no están pujando 
diferentes proyectos de inversión, sino que anteriormente se 
tomaron las decisiones. Puede que esto resulte bien o mal y 
debemos tomarlo en cuenta. 


El artículo 20 de la Ley de Urgente Consideración habilitó 
este proceso. Autorizó a la Administración Nacional de Puer- 
tos a asociarse con capitales privados para la administración, 
construcción, conservación y explotación de una terminal de 
contenedores en el Puerto de Montevideo, por intermedio de 
una sociedad anónima. Estableció que la reglamentación diría 
cómo se haría esto, sobre determinadas bases: el plazo no po- 
dría ser de más de 30 años; no habría enajenación de bienes 
inmuebles del Puerto, sino una tarifa máxima y un canon; se 
prestarían servicios en igualdad de condiciones a todos los 
que lo solicitaran; habría una captación de un mínimo de activi- 
dad y de las inversiones necesarias; el Directorio de la Admi- 
nistración Nacional de Puertos tendría dos representantes del 
Poder Ejecutivo y las acciones serían al portador. 


A veces la memoria le juega a uno malas pasadas y las 
cosas se van cambiando, se le van dando un toque, un toque y 
un toque y, en determinado momento, se toquetearon tanto 
que no se sabe muy bien dónde terminamos. Hablamos del 
80% y el 20%. Nosotros, desde la oposición, nos referíamos a 
un 20% para el sector público, que sería una presencia testimo- 
nial, pero en realidad no se alcanza ese porcentaje en el texto 
de la Ley de Urgente Consideración. Se expresa en la misma 
que se emiten las acciones y que va a estar presente el sector 
público, pero no se establece con cuánto. Luego se constituye 
la sociedad sobre la base del decreto del 25 de abril de 2001, en 
la que la parte del patrimonio público de la Administración Na- 
cional de Puertos en la sociedad es de un 20%, mientras que el 
80% restante corresponde a la Corporación Nacional para el 
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Desarrollo, parte que, a su vez, se va a subastar en la Bolsa de 
Valores y será comprado por el sector privado, por el que pa- 
gue más sobre una base que se establece. Quisiera saber si 
realmente va a estar el sector público. 


Por lo que me quedó en la memoria cuando el tema estuvo 
en debate en determinado momento -supongo que así como 
nos ocurre a nosotros también le debe pasar al señor Ministro, 
ya que en alguna ocasión hizo referencia a modificaciones en 
otros temas; fueron tantos los borradores que fueron y vinie- 
ron, que todos nos confundimos un poco- y según surge de 
este documento de fenomenal extensión que es este decreto 
del 25 de abril, las acciones de la Administración Nacional de 
Puertos se pueden vender. ¿Hay límites en esto? Es una de las 
incertidumbres que tenemos. 


Sé que el producido de la subasta se va a dedicar a edifi- 
cios de Educación Pública. Eso me parece muy bien, ya que por 
lo menos los edificios no desaparecen, porque es difícil llevár- 
selos. Es una contribución a la educación pública y, si se deci- 
de hacer el remate o la subasta, cuanto más se saque mejor, si 
ese es el destino. Pero, a veces, en la vida nos llevamos sorpre- 
sas inesperadas. 


A todos les consta que nosotros no estuvimos de acuerdo 
con esto. En el informe en minoría dijimos que no se establecía 
el porcentaje del paquete accionario que quedará en poder del 
Estado. Muchas más dudas tenemos hoy. Además, dijimos que 
habría dos Directores del Estado, pero no sabíamos en cuán- 
tos; con este decreto nos enteramos que serían dos en seis, 
aunque me temo que muy testimoniales. 


Manifestamos que no se preveían normas para la concen- 
tración de las acciones en un único propietario. Eso podía su- 
ceder, pero ahora es lo que se busca, porque se entiende con- 
veniente que sea de esa manera -según mi interpretación- ya 
que no es que las acciones se pongan en subasta y pueda 
haber más de un comprador. Si estoy equivocado espero que 
se me diga. 


Los miembros de este Gobierno deberán comprender que 
aquí se establece una operativa que tiene innovaciones muy 
trascendentes. Puede que resulten bien, o mal. No estamos dis- 
cutiendo la legalidad, sino otras cuestiones. 


Por consiguiente, hemos pasado de propuesta técnica más 
propuesta económica, luego adjudicación y después contrato 
-en la licitación de 1996- a propuesta económica, luego adjudi- 
cación, posteriormente propuesta técnica y después contrato 
en 1999; ahora, según la nueva metodología, primero se vende 
y se hacen los contratos, luego vienen las inversiones inicia- 
les, mientras que las inversiones obligatorias y de desarrollo se 
presentan después. 


Del análisis de este documento surge un conjunto de com- 
plejidades que queremos clarificar y para ello les hemos hecho 
tomar esta molestia a los miembros del Senado y al señor Mi- 
nistro en esta oportunidad. Quisiéramos tener la versión oficial 
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sobre una serie de temas. Está claro que se ha tomado un cami- 
no; está claro que no se cree en la posibilidad de que el sector 
público realice inversiones importantes en el marco de un em- 
prendimiento mixto con otras características, y a este respecto 
tenemos una diferencia bastante importante. También está cla- 
ro que a través de la reglamentación se resuelven problemas 
muy medulares. Mi pregunta en esta intervención -que tendrá 
cierta extensión pero no tanta como para que se cansen en 
exceso- es si no estamos a tiempo de enmendar algunos erro- 
res. 


Acá hay gente y gente, argumentos y argumentos. Noso- 
tros atendemos y respondemos los argumentos que nos parece 
que tienen cierto piso y aclaro que no estoy aludiendo al señor 
Ministro ni al ingeniero. Reitero que hay argumentos y argu- 
mentos. Hay gente que al hablar parece que dijera que noso- 
tros aguamos la fiesta. 


Ahora, ¿le estamos diciendo a los inversores que se les van 
a vender espejitos de colores? Más bien le estamos diciendo lo 
contrario, que el Estado uruguayo tomó la decisión de vender 
barato un patrimonio extremadamente relevante e importante. 
Entonces, midamos las cosas en su justo alcance. 


En los borradores, siempre se manejó los U$S 2:000.000 como 
base, tema que nos preocupó. Reconozco que no es el asunto 
central, pero se trata de U$S 2:000.000 en el contexto de un 
proyecto que fue creciendo en el alcance de lo que se va a 
subastar, entregar, conceder, concesionar -o el verbo que se 
prefiera- por décadas, probablemente en una decisión que un 
gobierno con otra filosofía tendrá extraordinarias dificultades 
para revertir si así lo entendiera pertinente, no porque no se lo 
permita la norma constitucional, ya que por razones de interés 
público se puede retrovertir -gracias a la sabiduría de nuestros 
constitucionalistas- casi cualquier cosa. El problema es que se 
tienen que dar las condiciones. Creo que en algunos terrenos 
hay mucho entusiasmo, porque he visto anuncios que tienen 
parentesco, sobre bienes públicos que podrían concesionarse 
simultáneamente. Si se aplican todos, volverían muy complica- 
das las cosas -no digo irreversibles- para un gobierno que tu- 
viera una opinión distinta. Nosotros creemos que vamos a ser 
gobierno. Entonces, algunos apuros nos preocupan por el país 
y también por nuestra fuerza política; no vamos a decir que no 
es así, cuando todos sabemos que sí lo es. 


Como decía, este proyecto fue creciendo. ¿Se trata de que 
uno está en contra de las concesiones como instrumento? Pien- 
so que no es un problema de instrumentos; no somos de los 
que demonizamos instrumentos, y no vengan después a plan- 
tearnos que la Intendencia Municipal de Montevideo ha hecho 
esto o lo otro. Los documentos del Encuentro Progresista - 
Frente Amplio, que incluyen la cuestión de las concesiones, se 
los acabamos de entregar a la opinión pública y a todos los 
actores sociales; lo que ha provocado alguna alarma en el se- 
ñor Presidente y en el Ministro de Economía y Finanzas, quie- 
nes se mostraron muy apurados en dar una respuesta de des- 
linde en virtud de que algunos actores sociales han manifesta- 
do que eso puede ser de interés. Hay empresarios importantes 
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de este país que han empezado a decir que hasta ayer estaban 
convencidos de una cosa como si fuera la Biblia, pero que 
ahora han entrado a dudar porque en el mundo pasan cosas. 
Esto también está en el fondo de estos debates. 


A mi juicio, U$S 2:000.000 para esto, es poco. Me dirán que 
no es un argumento central, y puede ser así, pero sepamos que 
es la llave de ingreso y puede constituir, además, una llave 
exclusivamente financiera de ingreso. Se trata de acciones al 
portador, las que se pueden vender. No tengo la menor duda 
de que va a haber puja. También supongo que habrán tentati- 
vas de entendimiento. Siempre que hay un gran negocio como 
éste, en los últimos días se aceleran las cosas y aparecen los 
operadores nacionales e internacionales. Si llegan o no a un 
acuerdo, no lo sé. Repito, pienso que va a haber una puja 
importante. Esa es mi convicción. Entonces, el problema es de- 
terminar qué puerta estamos habilitando con esta llave. En el 
proyecto de Estatuto de la sociedad anónima se establece que 
las acciones de la Administración Nacional de Puertos se pue- 
den vender. ¿Se van a vender? ¿Cuál es la idea? 


Advierto que luego le alcanzaré al señor Ministro todas las 
preguntas por escrito, a fin de que no tenga que tomarse la 
molestia de ir anotándolas. Le digo esto porque siempre lo he 
tratado bien, aunque él no me ha correspondido. Obviamente, 
todo puede cambiar. 


Este proyecto de estatuto está incluido en el decreto y qui- 
siera saber, desde el punto de vista legal, cuál es el valor que 
tiene. Allí se habla de las acciones serie B, que son las del 20% 
que les corresponde a la Administración Nacional de Puertos, 
mientras que las de la serie A son las del 80% de la Corpora- 
ción, que son las que se venden. El artículo 34 dice que a la 
Administración Nacional de Puertos le corresponderán las ac- 
ciones de la serie B y que aquellas que enajenare, se transfor- 
marán en acciones de la serie A. Esto puede tener distintos 
alcances. ¿Qué significa esto? 


¿Qué activos de la Administración Nacional de Puertos 
pueden formar parte de la integración del capital inicial por 
U$S 1:200.000? Digo esto porque luego que se compra con una 
base de U$S 2:000.000, en un período breve hay que integrar 
un capital de USS 6:000.000, por lo que el 20% correspondien- 
te a la Administración Nacional de Puertos es, justamente, 
U$S 1:200.000. Repito, ¿de qué activos estamos hablando? 


¿Cómo se piensa realizar las cesiones de uso de bienes de 
la Administración Nacional de Puertos, de las que se habla más 
adelante? Porque están las grúas, los repuestos, etcétera. No 
quisiéramos que haya una gran complicación por el tema de los 
repuestos y terminemos en un lío, como sucedió la vez anterior, 
que no sabemos qué pasó con algunos de ellos, con computa- 
doras, etcétera. Por lo tanto, es bueno que el Parlamento se 
ocupe de estos temas para que las cosas sean absolutamente 
transparentes. No se trata de que las intenciones no lo sean, ya 
que a veces los procedimientos son sinuosos, hay muchos 
“lobbies” e intereses en juego, y las cosas terminan en un lado 
muy distinto al que uno preveía. 
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En este documento, también se dice que la grúa Inta-Eimar, 
propiedad de la Administración Nacional de Puertos, será cedi- 
da para uso del contratista en el marco del contrato de gestión 
junto con los repuestos existentes, manteniendo aquélla la pro- 
piedad de todo este equipamiento. También se establece que 
los repuestos a ceder serán inventariados previo a su entrega, 
pudiendo el contratista asistir a dicha operación. En este senti- 
do, quisiera saber cuáles sí, cuáles no, cómo y con qué proce- 
dimiento. Tampoco sé qué exigencia va a haber en materia de 
inversiones iniciales con relación al inversor. Hemos argumen- 
tado todo el tiempo acerca de la necesidad de las inversiones, 
del capital y las nuevas tecnologías. Sin embargo, aquí se ha- 
bla de equipamiento de playa de última generación, con una 
antigúiedad máxima de tres años. Según los técnicos, en estas 
cosas tres años puede significar mucho uso. 


Todo el debate anterior se centró en el tema de la terminal 
especializada. La argumentación que escuché fue que resulta 
imprescindible contar con una terminal especializada en conte- 
nedores. Luego me referiré a ese problema. Recuerdo que se 
contraponía el tema de la terminal de contenedores a la terminal 
polivalente. ¿Esta terminal, va a ser exclusivamente de contene- 
dores? Tengamos en cuenta que acá hay una llave que es un 
poquito más grande, porque siempre hubo un poquito más en 
algún caso y bastante más en otros, con relación a 1996 y 1999. 


Por otra parte, me voy a referir al numeral 3.4 del Documen- 
to Complementario. Aclaro esto porque los señores Senadores 
no tienen por qué haber estudiado esto por el solo hecho de 
que a nuestra Bancada se le haya ocurrido. Tenemos el Decre- 
to y el Documento Complementario, en el que se establece todo 
el sistema de gestión. A su vez, este último tiene toda una serie 
de anexos y un proyecto de estatuto para el nuevo contrato. 
En total, son más de 80 páginas; según la versión del Diario 
Oficial, 20, pero letra chica. 


Ahora bien; en el numeral 3.4 del documento complementa- 
rio se agrega la posibilidad de movilizar hasta 200 toneladas de 
carga no contenerizada en ciertas circunstancias. Entonces, en 
el literal a) se indica, por ejemplo, que así se puede hacer en los 
portacontenedores que operen más de 200 contenedores car- 
gados y/o descargados. Algunos señores Senadores tendrán 
presente que en debates e interpelaciones anteriores he insisti- 
do en que a veces una disyunción o una conjunción -de esto, 
las maestras y profesores que tenemos en Sala saben mucho- 
cambia el alcance del concepto. Como decía, en esa disposi- 
ción se agrega la expresión “y/o descargados”. Luego, en el 
literal b), se menciona que así se puede hacer en los buques de 
carga fluvial o pluviomarítimo que operen más de 50 -se entien- 
de que son contenedores- cargados y/o descargados. De ma- 
nera que se admite que puede haber buques de carga fluvial, 
los más chicos, que hacen una redistribución, dado que el es- 
quema es regional. Me parece muy bien que se trate de un 
esquema de proyección regional sobre la base de inversiones 
importantes del Puerto de Montevideo. Es toda nuestra histo- 
ria; somos hijos de ello y de la lucha de puertos. Sé bastante 
bien esa parte porque estudié esa lección como docente de 
Historia. 
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Por tanto, todo este tráfico, un poco de cabotaje y otro de 
redistribución regional, puede ir con contenedores cargados y 
volver con otros vacíos, o no; y con carga no contenerizada. 
Quisiera saber cuál es la idea y el proyecto en ese sentido. ¿Se 
está pensando en una terminal que es principalmente de conte- 
nedores, pero que realiza otra serie de actividades, o el proyec- 
to es otro? Hago la consulta, porque no me surge con claridad 
del documento. 


Esta disposición figuraba de esa manera, pero no con la 
expresión “y/o”. Me parece que eso amplía los márgenes y 
quizá la idea se haya modificado desde el punto de vista del 
Poder Ejecutivo. 


Otra cuestión. Todo el debate anterior con relación a la 
licitación de 1996 estaba en dos puntos: el problema de si hubo 
o no cambio de oferta y el de si no había un eventual monopo- 
lio privado. Mi preocupación es la siguiente y el Encuentro 
Progresista ya lo ha dicho en distintas oportunidades. Acá se 
admite -ya figuraba antes, pero lo que se ha modificado es el 
contexto y el proyecto tiene otra envergadura- la posibilidad de 
realizar contratos especiales con algunos clientes. Por este pro- 
cedimiento -según se indica en el numeral 3.1 del texto- a través 
de precios diferenciales, puede desembocar en un tratamiento 
-entiendo yo- sesgado y carente de ecuanimidad. ¿Por qué? 
¿Qué es lo que se ha modificado y, por ende, cambia el contex- 
to? En el otro caso, estábamos hablando de que bajaba el pre- 
cio del movimiento por contenedor, según indicó el señor Mi- 
nistro de U$S 136 promedio -en ese momento- por cada uno a 
U$S 67,5 en una oferta y U$S 84 en otra, es decir, casi la mitad. 


Tuvimos un extenso debate -al que voy a referir posterior- 
mente- sobre cuánto costaba hacer estos tres movimientos in- 
tegrados del contenedor. En todos los reportes técnicos apare- 
cen los tres movimientos -y no cuenta si después está quince 
días en la playa y le cobran por estar allí ocupando espacio, así 
como tampoco si le hacen los servicios de desconsolidarlo, es 
decir, sacar lo que hay adentro o a la inversa- es decir, la recep- 
ción, el traslado, la subida al barco o a la inversa. 


Entonces, ¿qué hay de nuevo para nuestra sorpresa? Esta- 
mos hablando de un precio tope de U$S 120 el contenedor. 
Pongamos el caso del oferente extranjero o del consorcio que 
se presenta y compra conjuntamente con operadores naciona- 
les -supongamos que haya sido como en el caso de ofertas 
anteriores o con otras características-; o que, en algún caso, 
está en una operación estable con un gran transportista inter- 
nacional o con una naviera de porte mundial. Si esta última 
interviene en la compra por el mecanismo de adquirir el 80% de 
las acciones, y asume el control de la empresa que tiene la 
concesión por treinta años y demás, puede jugar mucho con 
los precios. Me dirán: “Son resortes del sector privado”. Sí, lo 
son, pero cuando hay una competencia importante sobre la 
base de una situación de paridad en las condiciones, es distin- 
to. Ahora bien; si el dueño del ómnibus que trae los pasajeros, 
cuando van subiendo les cobra un precio alto por el boleto 
porque es el único que los lleva, es diferente. Digo esto, por- 
que difiere, tiene ventajas frente a la competencia que pueden 
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establecer otros, ya que si tiene el control de la terminal de 
contenedores una naviera importante y tiene márgenes muy 
significativos entre el precio máximo y el que puede ofrecer a 
sus clientes privilegiados, les da a éstos la opción de que ven- 
gan en sus barcos en situación privilegiada. Entonces, ahí está 
presente el negocio de los fleteros. Esto me preocupa porque 
está vinculado con el amplio margen que habría ahora. Real- 
mente me ha sorprendido. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Walter Riesgo) 


-No voy a negar que han concurrido al Parlamento los re- 
presentantes de los empresarios y de los trabajadores. Por ejem- 
plo, lo han hecho en conjunto los de los empresarios, los de 
los operadores locales, que antes tenían una guerra sin cuartel 
entre ellos. Luego, para mi sorpresa, llegaron a acuerdos y jun- 
tos concurrieron a la Cámara de Representantes, a distintas 
Comisiones, de lo que existe la versión taquigráfica correspon- 
diente. Por ejemplo, lo hicieron representantes del Centro de 
Navegación Transatlántica y de las empresas, y desde el prin- 
cipio plantearon un problema. Quisiera poder interpretar con 
precisión el alcance, a efectos de evaluarlo, de lo que se dice 
en el numeral 2.1.1 del Documento Complementario, que refiere 
a los antecedentes que deben reunir los operadores. Se esta- 
blecen condiciones de selección y contratación del operador 
especializado. O sea, una cosa es la sociedad y otra el operador 
que contrata la sociedad para llevar a cabo la actividad. Según 
ellos, dentro de los antecedentes, la experiencia de gestión in- 
tegral que se exige en la operación de terminales portuarias 
especializadas en contenedores no debe ser inferior a ocho 
años dentro del período 1991-2000; debe mostrar una moviliza- 
ción realizada, entre carga y/o descarga promedio para dicho 
período, no inferior a 200.000 contenedores por año, y al menos 
100.000 en una terminal para igual transcurso de tiempo. Esta 
exigencia los dejaba fuera de competencia para ser selecciona- 
dos, aunque fueran todos en conjunto -según nos dijeron ellos 
cuando concurrieron al Parlamento- y haciendo un “pool” con 
la Administración Nacional de Puertos. Es decir, el sector pú- 
blico y privado, juntos, no podían reunir esas condiciones para 
ser seleccionados como operador de la terminal de contenedo- 
res que va a tener esta sociedad anónima en concesión. Esto 
es absolutamente nuevo. Quisiéramos saber cuáles fueron las 
razones y los fundamentos correspondientes, ya que ni en la 
licitación de 1996 ni en la de 1999 encontramos esas caracterís- 
ticas. Se dirá que eran licitaciones, pero acá, según los opera- 
dores privados, se pusieron condiciones de exclusión del capi- 
tal nacional, fuera del signo que fuera. Esa es la afirmación que 
se ha hecho ante este Parlamento. 


Otra cuestión que también me ha sorprendido un poco es la 
siguiente. En realidad, cuando pasamos al canon, o sea -a efec- 
tos de que lo entienda la opinión pública- la renta que quien 
gane la licitación -esto es, la sociedad anónima- va a pagar al 
Puerto -es decir, al sector público- por su uso y la concesión, 
en los casos anteriores era de una cantidad fija que oscilaba 
en U$S 1:000.000 anuales más U$S 10 por contenedor, así 
como algunas otras cantidades si se hacían otros servicios. O 
sea, se trata de una cantidad fija y de una variable. Esta cifra 
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de U$S 1:000.000, según entiendo, no está más. En este caso, 
lo que hay son solamente los U$S 10 por contenedor. 


O sea que en este caso también hay una modificación que 
es muy favorable a quien gane esta subasta; introduce un nue- 
vo elemento a favor, es decir que el planteo se va modificando. 
Se establece un cronograma que determina que va a haber una 
cantidad global mínima de contenedores que tiene que asegu- 
rar el contratista, que es esta sociedad. En los primeros cinco 
años tiene que asegurar 100.000 contenedores; más adelante, 
140.000; luego, 230.000; y a los quince años, 292.000 contene- 
dores. En este aspecto, las cifras tienen cierto parentesco con 
las anteriores, pero hay un cambio en lo que se refiere al canon 
que se está pidiendo. Me parece que en términos de proyeccio- 
nes -me gustaría conocer las cifras- según dicen los textos, el 
sector público pierde en la comparación. 


Ahora bien, lo interesante de todo esto es que en un país 
en tremenda crisis, con una recesión en los últimos tres años, 
con el Producto Bruto alcanzando picos de crecimiento, estabi- 
lizándose luego e, incluso, en algunos años cayendo, si uno 
observa la larga duración que es la que fija las tendencias, ¿qué 
encontramos respecto a este asunto de los contenedores? Por 
algo hay tanto lío con este problema, no acá, pero allá hay lío; 
en el mundo empresarial y de los negocios, en estos temas, 
siempre hay lío porque hay una puja de intereses. ¿Por qué 
tanto problema? ¿Estamos hablando, en realidad, de patrimo- 
nios públicos inutilizados, vetustos, que no tienen importancia 
desde el punto de vista del destino del país? Creo que no. Esto 
es más difícil de explicar en términos de opinión pública. ¡Claro, 
me pasé dos años con el tema de la terminal de contenedores 
porque rebotaba en la Cámara de Representantes! 


En definitiva, antes que nada hay que explicar qué es un 
contenedor. Creo que es por eso que algunos miembros del 
Gobierno, cuando se plantea la posibilidad de realizar un ple- 
biscito sobre esto de un celular, revelan más preocupación. El 
uruguayo que está perdido por la cuchilla, no entiende de qué 
estamos hablando pero, en cambio, para comprender el con- 
cepto de “contenedor” hay que tener una cultura urbana mon- 
tevideana o ligada a algún puerto. Es algo trascendente. Quiero 
explicar que existe una unidad de medida llamada “teus”, que 
refiere al contenedor chico. Esa palabra proviene de “twenty”, 
“veinte” en inglés, aludiendo a veinte pies, es decir, seis me- 
tros. Obviamente, no soy experto en el tema pero, si utilizamos 
la unidad de medida estándar de contenedor -es decir el chico- 
según los datos oficiales y las gráficas de la Administración 
Nacional de Puertos, se registra el siguiente movimiento. En 
1989, 50.000 contenedores (teus); en 1990, 64.000; en 1991, 
71.000; en 1992, 91.000; en 1993, 98.000; en 1994, 134.000; en 
1995, 179.000; en 1996, 164.000 -en este año cayó-; en 1997, 
201.000; en 1998, 265.000; en 1999, 250.000 -aquí cayó nueva- 
mente-; y en el 2000, 287.000. Hay que tener en cuenta la rece- 
sión y los problemas de exportación que hubo ese año. ¿Qué 
quiere decir esto? Arrancamos en 50.000 y estamos en 287.000. 
Si sumamos todas las cajas -grandes y chicas, vacías y llenas- 
arrancamos de 44.000 y nos vamos a 184.500 contenedores. 
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Quiere decir que hay aquí un desarrollo espectacular de 
una modalidad del comercio y del transporte, que va superan- 
do a otras y que, por lo tanto, tiene gran futuro, porque hay 
una transformación en el transporte marítimo mundial que lleva 
a que la tendencia sea la de transportar casi toda la mercadería 
en contenedores. Si uno observa los datos del puerto, advierte 
que en el año 2000, más de dos millones de toneladas de carga 
corresponde a contenedores sobre un 3.6 millones de tonela- 
das totales, es decir que en realidad estamos prácticamente por 
encima del 60%. Quiere decir que en término de volúmenes, 
pero también -según los expertos- en términos de valores, este 
es el corazón de la actividad portuaria. El crecimiento es nota- 
ble. Según un dato de fecha 25 de mayo de este año, si lo 
medimos en cajas -grandes o chicas- en el año 2000 estamos en 
184.000 y en la proyección 2001, estamos en 218.515. 


Las cajas son menos que los “teus” porque se juntan las 
grandes y las chicas. Quiere decir que en este año, con este 
Uruguay, hay una proyección de crecimiento. El señor Senador 
Mujica ha dicho que este Gobierno no ha ligado -discrepamos 
con el modelo, pero también es cierto que no ha ligado-; ahora 
bien, hay cosas que son producto del modelo pero, en fin, eso 
corresponde a otro debate. 


En este año, hay un 18% de crecimiento como proyección. 
A tal punto el crecimiento es importante, que en un estudio de 
consultoras ligadas a empresas -tengo uno en mi poder, del 
Consorcio SOGREAH/Pam/Hidrosud, de octubre de 1999- se 
dice que las hipótesis de crecimiento del tráfico de contenedo- 
res de Montevideo -esto está en la página 84- establecidas por 
los equipos que participaron en la concesión de la terminal, 
permiten una interesante comparación que enseña que se pue- 
de considerar que el tráfico mínimo de Montevideo será de 
145.000 contenedores en el 2000 y de 328.000 en el 2015. Yo lo 
comparaba con las cifras de 2000 y creo que le erraron, porque 
previeron un escenario mínimo de 145.000 y uno máximo de 
185.000, cuando en realidad hubo 184.568. O sea que hasta los 
que hacen estimaciones se equivocan porque prevén que se va 
a desarrollar un escenario mínimo y después resulta que es un 
escenario máximo. 


Entonces, si sucede esto cuando no hay inversiones, ha- 
ciendo mal las cosas -porque la verdad es que se han hecho 
mal- ¿qué puede pasar, señor Presidente, si se hacen bien y si 
hay inversiones potentes? Yo asumo que la idea de que el 
Puerto de Montevideo necesita inversiones muy importantes y 
s1 se hacen, van a provocar un desarrollo trascendente de esta 
actividad. De esta base hemos partido siempre, aunque de otro 
proyecto con otra participación del sector público, porque nos 
parece que si hay una exclusividad del sector privado, se pue- 
de derivar en cuestiones que sean altamente inconvenientes. 
Pero no porque estemos en desacuerdo con que se realicen 
inversiones y que se potencie lo público y el vínculo de lo 
público con lo privado. 


Ahora bien, si observo los años 1998, 1999 y 2000 sobre la 
distribución del movimiento de contenedores del puerto, según 
sean de la terminal de contenedores o no, encuentro un proce- 
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so -puede ser que el señor Ministro nos dé otra respuesta- que 
ya vi. Esta es una película que ya vi en el Uruguay y también 
en otros países. Hay sectores neurálgicos que tienen una bri- 
llante posibilidad de desarrollo y en los cuales está el Estado, 
no se hace reforma del Estado ni inversión pública, y de pronto 
empiezan a caer. Á este respecto, hay políticas públicas que 
los dejan caer hasta el fondo y ese día se dice: “esto es una 
ruina, hay que venderlo; es la mejor manera de salir de esta 
situación”. 


Es absolutamente llamativo el hecho de que el porcentaje 
correspondiente al movimiento de contenedores de todo el Puer- 
to de Montevideo, que había venido subiendo, en el período 
comprendido entre los años 1998, 1999 y 2000, comenzó a caer. 
Me juego diez a uno que en cualquier esquema de inversión 
pública o privada sucede y sucederá lo contrario en los años 
del futuro. ¿Por qué? Porque hay procesos con respecto a los 
cuales uno tiene la sensación de que existe una obsolescencia 
planificada. Esto ya ocurrió con AFE y con PLUNA, y todos 
conocemos los problemas de ésta última. 


Entonces, mi pregunta siguiente se refiere a cuál será la 
ecuación económica para la ANP y el Estado, en el futuro. El 
tráfico total de contenedores significa U$S 6:500.000 de ingre- 
sos en el año 1999 y U$S 7:075.000 en el 2000; es claro que no 
estamos hablando de todos los contenedores de la terminal, 
pero cualquiera que observe un poco, puede darse cuenta de 
que, con un poquito de inversión, de dragado y de otras cosas, 
el tráfico irá en determinadas direcciones, donde estarán las 
mejores condiciones. Así, aquí habrá lo que se conoce como 
un desvío de comercio aplicado a la pequeña geografía del 
Puerto de Montevideo. Es obvio que, entonces, estaremos ha- 
blando de un tráfico de contenedores que crecerá notablemen- 
te, siguiendo esta tendencia, y que, además, derivará todo ha- 
cia una terminal que tendrá otras condiciones. Me parece que 
esto es algo que está en la tapa del libro. 


Así pues, reitero que me gustaría saber cuál es la ecuación 
económica de futuro de la ANP. Lo cierto es que se deja de 
recibir U$S 32 por contenedor -cantidad que hoy cobra por 
concepto de servicio e infraestructura- pasando a obtener 
U$S 10. Es claro que esto tendrá otro marco y que algunos 
costos ya no se tendrán. Pero pido que se hagan los números 
de tal manera que se nos convenza, porque nosotros hemos 
venido aquí precisamente a eso, si es que tienen razón. 


Cabe señalar, además, que se están financiando cosas a 
favor de quien gana. Por cada funcionario por encima de los 
treinta, que pasa del sector público al privado, el primero de 
esos sectores debe pagar, por diez años, U$S 600 mensuales, lo 
que significa U$S 7.200 por año. No sé de cuántos funcionarios 
se tratará, pero si logran llegar a algún acuerdo con el inversor 
-algunos de ellos seguramente lo harán, pues no les quedarán 
muchas alternativas de supervivencia- es claro que la sustitu- 
ción de los operadores privados por trabajadores públicos cons- 
tituirá un negocio redondo, porque lo pagará el Estado, es de- 
cir, la ANP. 
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Ahora bien, pregunto quién va a financiar las obras de dra- 
gado y cuál es el proyecto que existe a ese respecto. Consulto 
esto, porque considero que acá el tema mayúsculo es el del 
dragado; es claro que, en principio, está el gran tema de la 
terminal de contenedores, pero a su lado se encuentra el del 
dragado. El Estado asume el compromiso de mantener diez me- 
tros de profundidad; esto es algo obvio y elemental, que no 
discutimos, pero hoy esa profundidad no se tiene, o quizás 
deberíamos decir que sí se tiene, sólo en algunas partes. Si, 
además, según el informe trianual que realiza el inversor priva- 
do que es la sociedad, desde el punto de vista de la técnica se 
requieren mayores niveles de profundidad y así lo plantea al 
sector público, éste no podrá concluir otra cosa que sí, se tiene 
razón, porque se trata de algo bueno para el desarrollo del país. 
Entonces, si se va a construir un muelle nuevo con 14 metros 
de profundidad, aquí habrá inversiones muy importantes en 
dragado, a los efectos de que todo pueda funcionar correcta- 
mente. 


¿Cuál será el costo de esas inversiones? Se ha dicho, hasta 
el cansancio, que en realidad habrá inversiones del orden 
de los U$S 100:000.000, aunque quizás podría llegarse a los 
U$S 150:000.000. En esta sociedad anónima el Estado tiene el 
20%; por tanto, ¿quién pondrá la cantidad de U$S 20:000.000 o 
U$S 30:000.000? ¿Acaso lo hará el Estado? Entonces, estamos 
acumulando una inversión importante. Habrá una inversión pú- 
blica inicial, de transferencia de maquinaria, por U$S 1:200.000. 
Habrá bienes públicos que pasan en uso, además de ingresos 
que se dejarán de percibir, costos que también desaparecerán e 
inversiones que se realizarán, las que serán relativamente im- 
portantes. Así, pues, pregunto, -reitero, y más adelante lo for- 
mularé en forma más ordenada- ¿cuál es la ecuación económica 
de los próximos años en términos del presupuesto de la ANP? 
Quisiera saber, con anticipación, lo que vendrá en el próximo 
Presupuesto porque después llegan las sorpresas para noso- 
tros, los parlamentarios; ingresa el Presupuesto al Senado y 
resulta que el déficit es tanto. 


En definitiva, ¿habrá transferencias positivas o negativas 
de la ANP hacia Rentas Generales en los próximos años? Si las 
hubiera, ¿en qué volumen y cuál será el escenario? 


El siguiente tema al que voy a aludir se refiere a los U$S 120 
por contenedor. Personalmente, sé -porque en su momento lo 
aprendí y, además, he escuchado hablar y he leído bastante 
sobre estas cosas- que la proyección como puerto regional es 
o debería ser el destino manifiesto del Puerto de Montevideo. 
Fuimos puerto regional en el pasado y ahora hemos dejado de 
serlo en una medida importante; aunque algo somos, podemos 
ser mucho más. Sin embargo, existe una lucha de puertos hacia 
abajo y hacia arriba -en el mapa- del Atlántico Sur. Entonces, 
se dice que en realidad no se cree mucho en la posibilidad de 
invertir por parte del sector público y se señala también que 
éste es el mejor camino, que hay que desarrollar economías de 
escala que superen determinados umbrales y den lugar a cier- 
tos movimientos que permitan que los costos no sean los ac- 
tuales. Toda la justificación que se hizo en las actas que leí, así 
como también lo que se dijo en todas las oportunidades en que 
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escuché hablar, sobre esto, al equipo del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas y de la ANP en los últimos años, en las 
interpelaciones que promoví y en las Comisiones Generales a 
las que asistí -algunas de las cuales también promoví- se ha 
fundado en la idea de que acá se produce una caída muy rele- 
vante en términos de costos que deben pagar los exportadores 
e importadores por el tráfico de contenedores, y que eso va a 
favorecer extraordinariamente la competitividad. El señor Mi- 
nistro decía que, en realidad, estábamos a U$S 136 y bajamos a 
U$S 67, USS 70 o U$S 75, o sea que ahorramos U$S 10:000.000 
por año, según algunas estimaciones, lo que significa 
U$S 300:000.000 en 30 años. Se planteó un debate sobre si se 
trataba de U$S 136 o no; los empresarios dijeron que ese no era 
el dato correcto, que no era el promedio y que, en realidad, 
estamos mucho más abajo. Los expertos dirán que estábamos 
en el orden de los U$S 100 o U$S 115 como promedio, en aquel 
momento del debate. En aquella oportunidad, mi conclusión, 
después de haber leído bastante material sobre esto -y creí que 
lo había demostrado en esa ocasión, pero tuvimos una diferen- 
cia con el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas- fue 
que, sin duda, estábamos más abajo de lo que figuraba en las 
cifras oficiales. 


Ahora, mi sorpresa está en que lo que hoy se asume como 
tope sea U$S 120. Esto, realmente, me provoca perplejidad. Los 
operadores privados, de todos los pelos, han estado luchando 
y continúan haciéndolo aunque creo que ahora han llegado a 
un acuerdo; ellos decían que, en realidad, en esos U$S 136 o 
U$S 140 se estaban computando no sólo estas tres etapas de la 
recepción, traslado de la playa y subida o bajada del barco, 
sino también otros servicios como, por ejemplo, el estaciona- 
miento. Entonces, se manipulaban las cifras, pero el promedio 
era del orden señalado. 


Cuando hoy uno pregunta sobre estos aspectos, algunos 
técnicos dicen que, en realidad, Uruguay se ubica en un pro- 
medio de U$S 100 en lo que refiere al movimiento de contene- 
dores; en algún caso puede ser un poquito más y, en otro, tal 
vez un poco menos. Entonces, nos preguntamos dónde está la 
gran caída que se produce por este tope que fijamos en materia 
de las tarifas que va a cobrar el inversor que vendrá. Esta es la 
pregunta que formulo, porque las cifras se han movido de ma- 
nera extraordinariamente importante. 


Recuerdo que en el momento en que se debatía la proyec- 
ción del tráfico, el señor Ministro declaraba en “Nuevotiempo”: 
“Todos los Legisladores que hoy están tan preocupados por el 
tema de la terminal de contenedores, no están preocupados de 
que USS 60 o U$S 70, como se ofrece hoy día, le cuesta a la 
sociedad uruguaya, a la industria, al comercio, a la producción, 
y al comercio de la región, U$S 140. Nadie estaba hablando de 
esto.” Ahora, el razonamiento era absolutamente impactante. 
¿Qué es lo que se modificó para que los términos de la ecua- 
ción económica hayan tenido este cambio tan importante? 


Por otra parte, si miro la tabla del anexo G del documento 
complementario del decreto sobre precios, valores máximos, et- 
cétera, resulta que aparecen acumulados U$S 120 en este movi- 
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miento de los contenedores. Más adelante, y en otros concep- 
tos, se habla de un mínimo de tres días para el depósito libre de 
contenedores desembarcados. Hoy son cuatro días que ahora 
se reducen a tres. En lo que hace al depósito libre en trasbordo, 
se hace referencia a cinco días, cuando hoy son diez. Por su 
parte, el depósito en playa pasa a ser libre. Podemos seguir 
haciendo la correlación en varios de los ítems, pero no creemos 
que ello sea necesario. 


Entonces, ¿cuál es la idea? Que un conjunto de servicios 
complementarios son más caros de los que hoy se están co- 
brando. Si esto lo uno con lo anterior, me surge una preocupa- 
ción bastante importante, porque el problema son nuestros ex- 
portadores e importadores. A ellos les cobra el fletero, que 
inclusive puede cobrarles un poco más; pero si tiene dominio 
monopólico en los hechos del tráfico o peso oligopólico o do- 
minante, podrá establecer las tarifas que le parezcan pertinen- 
tes. Por lo tanto, si inicialmente el techo está tan alto, es proba- 
ble que en lugar de un notable abaratamiento de los fletes y el 
transporte, tendremos un efecto contrario o, por lo menos, no 
tan deseable. Como me acota el señor Senador Fernández Hui- 
dobro, esto afecta el costo país. 


Con relación a los mecanismos de absorción de los funcio- 
narios, quisiera saber en base a qué pautas se adopta el siste- 
ma de U$S 600 mensuales por cada uno. 


¿Qué previsiones futuras hay respecto al dragado? Aquí se 
dice que se va a firmar una adenda, es decir, un documento 
complementario del acuerdo, por si hubiera una demanda de la 
empresa sobre mayor profundidad en los canales de acceso, 
etcétera. 


Otra preocupación que tenemos se relaciona con el concep- 
to de lucro cesante. Para los pequeños productores ganaderos 
a los que les mataron vacas por el problema de la aftosa, y que 
reclamaron esto, no hubo sensibilidad. En una de esas llega; 
pero como creo que dijo alguna vez el señor Senador Larraña- 
ga, no hubo lucro cesante. No está en la agenda, no tiene 
viabilidad. 


Aquí, si hay alguna sanción para la ANP porque no cumple 
en alguna cuestión de dragado, se descuenta mucho más que 
lo establecido en 1999; es más, puede llegar hasta el 40% del 
canon, naturalmente, en determinadas condiciones. Esto va a 
ser, pues, una fuente muy importante de problemas. 


Ahora bien, el tema es que el lucro cesante no aparece sólo 
en este concepto, sino que también es un componente muy 
importante de otros. Por ejemplo, del rescate eventual de la 
inversión. Si el Estado quiere rescatar la inversión, no sólo va a 
tener que pagar -lo que parece un poco obvio- las inversiones 
no amortizadas, como se sostenía en los otros casos, sino ade- 
más cinco años de lucro cesante. Esto puede suponer cifras 
muy importantes. 


Insisto, entonces, en cuál es el proyecto en materia de dra- 
gado. Intercambiamos ideas a propósito de algunas afirmacio- 
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nes hechas por el Director anterior Edison González Lapeyre, 
en el sentido de que se iba a una profundidad de 14 metros -lo 
cual resultaba bastante ambicioso- y que eso era lo que se 
debía pedir en las nuevas inversiones, para que los barcos de 
gran calado, como los panameños, pudieran llegar. Nosotros 
hicimos consultas a expertos de la Marina que nos dijeron que 
si se llegaba a esa profundidad, los argentinos tendrían que 
seguir profundizando el canal de acceso o nosotros tendríamos 
que hacer el propio, teniendo que llegar a la altura de Piriápolis, 
lo cual suponía enormes inversiones. 


Repito: ¿cuál es el proyecto? Vuelvo a plantear la pregunta, 
porque los sucesivos Gobiernos de este país a uno lo confun- 
den. Desde hace mucho tiempo se ha puesto de moda el tema 
de la política de Estado, sobre el cual también nosotros hemos 
profundizado. Entonces, pregunto cuál es la política de Estado 
en materia de dragado. En el año 1997 se firmaron las cartas 
reversales. Seguramente, el señor Ministro recordará esto, pues- 
to que le entregué un memorándum sobre el cual espero que 
algún día me haga algún comentario. El Diputado García Pintos 
-del sector político del señor Ministro- que planteó una inter- 
pelación al entonces Ministro Alvaro Ramos, dijo que, en reali- 
dad, el Uruguay estaba celebrando un acuerdo deplorable y 
que había sectores muy grandes de la Marina que opinaban -y 
opinan- lo mismo. ¿Por qué? Porque Argentina demandó la po- 
sibilidad de prolongar el Canal Punta del Indio -es decir, el 
central del Río de la Plata- y pidió, según las cartas náuticas, 
hasta 35 kilómetros de prolongación, determinada profundidad. 
Nuestro país podía haber participado en el proyecto, con lo 
cual tendría jurisdicción compartida, pero no lo hizo porque 
tenía que poner algunos pesos. Se podía haber opuesto, pero 
tampoco lo hizo porque era bastante antipático. Terminó pi- 
diendo que lo dejaran pasar gratis en la parte final. Pero lo 
cierto es que los argentinos -y esto está demostrado en las 
cartas náuticas que repartí en su momento- prolongaron el ca- 
nal mucho más allá de lo necesario. Llegaron a esa profundidad 
y como se les había autorizado ir más lejos, siguieron adelante 
hasta tener profundidades mayores. Quisiera saber, entonces, 
a qué profundidad se encuentran en este momento. Pasaron lo 
que aquel momento era la zona Alfa, la partieron al medio y 
siguieron. Desde aquí veíamos los barcos. El Uruguay tenía un 
canal propio que había construido entre 1985 y 1990, que iba 
desde la Isla de Flores al Banco Inglés, y lo abandonó, por lo 
que tuvimos que hacer una conexión con el canal controlado por 
los argentinos. Dependemos, pues, de estos dragados, que es lo 
que aquí se asume como hipótesis para el futuro, porque este 
está directamente vinculado al otro problema. Si van a venir bar- 
cos de calados más profundos necesitaremos canales de mayor 
profundidad, nos gustaría saber cuáles son las inversiones, quién 
las va a hacer y si inmediatamente después de esta se va a 
realizar una nueva concesión para el dragado y en qué términos. 
Asimismo, pregunto si en caso de que no se haga esto, cuáles 
son las inversiones que el Estado va a soportar en los próximos 
años, cuáles serán los costos y cuál el retorno. 


En fin, no queremos que a la hora de tomar decisiones muy 
importantes, con las cuales podemos discrepar, no podamos 
saber cuál es el proyecto estratégico que se ha pensado. No 
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nos vengan con una discusión sobre lo público y lo privado y 
el debate ideológico, porque lo que estoy preguntando es algo 
muy concreto: ¿cuál es el proyecto estratégico en materia de 
dragado, repito, cuáles son los costos y cuál el retorno? 


Argentina ha concesionado, privatizado y sigue dragando, 
hizo la operación Rosario al Mar, siguió profundizando y en La 
Boca, donde termina, obtuvo de 12 metros a 13 metros y va 
hacia atrás y a esta altura no sé en qué profundidad está. 


El tema de los compromisos de rescate y el lucro cesante 
nos preocupa. Finalmente, estamos preocupados por el tema 
que hemos planteado públicamente que tiene que ver con la 
pregunta de por qué se cambió el proyecto en materia de espa- 
cio, de territorio, tanto acuático como el restante. Esto nos ha 
resultado llamativo a tal punto de que hemos distribuido el 
mapa -si es necesario lo podremos hacer nuevamente- y está 
en la versión oficial. Aclaro que hay otro conjunto de mapas 
que hemos conseguido y que están disponibles para cualquie- 
ra que esté medianamente interesado en el tema. En la punta 
hasta casi el final de la escollera Sarandí y hacia la terminal de 
contenedores hay un formidable territorio a dos metros de pro- 
fundidad. ¿En qué esquema entra esto? Esto no estaba antes. 
En la versión número 20 la habían agrandado un poco y habían 
llegado a casi la mitad. Personalmente, vi dicha versión. Me 
podrán decir que el señor Senador Rubio está poco enterado, 
pero no confundamos lo que es un intercambio de documentos 
con el debate en profundidad acerca de un problema. En tal 
sentido, también podríamos hacer la picardía de decir que el 
Poder Ejecutivo no está enterado de muchas cosas, entre otras, 
del estado de la opinión pública en el país. Pero este es otro 
debate, aunque sí se enteran por los registros de las encuestas 
que no se publican. Repito que esto corresponde a otra discu- 
sión que no quiero traer a colación. 


¿Por qué se hizo esta extensión? En realidad, hechas algu- 
nas consultas técnicas nos dijeron que es porque acá las medi- 
ciones pueden ser variables según los puntos de referencia y 
porque hay algunos problemas técnicos de mucha sofistica- 
ción. ¿Pero de qué estamos hablando? Se está haciendo refe- 
rencia a que el espejo de agua incorpora como nuevo un terri- 
torio de entre 32 y 35 hectáreas a la terminal de contenedores 
actual. Además, a todo esto se le suma una parte que se extien- 
de hacia la zona de la calle Sarandí, es decir, hacia el eje de la 
Ciudad Vieja, superficie ya ganada al mar. A esto hay que su- 
mar el hecho de a dónde va a ir a parar la Marina. No lo sé muy 
bien porque en todos los proyectos está la idea de sacar a la 
Marina de ahí y hacer otra cosa, lo que me parece muy bien, si 
se le da el destino que merece, es decir que una parte del 
FUSNA se transforme, por ejemplo, en museo de la represión. 
Al respecto, quiero decir que este país no tiene memoria y esto 
es una tragedia nacional. Algunos están intentando construir- 
la, pero no hay registro físico ni museo de la dictadura. Los 
uruguayos no hemos tenido el arrojo de hacerlo. Cualquier eu- 
ropeo tiene la pequeña memoria de lo que le pasó hace 50, 100 
ó 10.000 años. Nosotros ni eso y algo tendríamos que hacer al 
respecto. Lo dejo como un planteo de otra naturaleza. Pero me 
duele, me duele el FUSNA, hubo demasiadas cosas ahí. 
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Continuando con el tema del espacio, el Plan Maestro del 
Puerto -creo que es un documento no aprobado, es decir que 
no tiene valor legal- a consideración de las autoridades prevé 
una expansión de hasta 14 hectáreas de la terminal de contene- 
dores, pero nunca esto. ¿Cuál es la idea? ¿Que se concesionen 
estas 45 hectáreas? Cuando he formulado esta pregunta en 
otros ámbitos me han contestado que exagero en algún metro; 
no sé si son 42 ó 45 hectáreas, pero teniendo en cuenta que la 
Ciudad Vieja tiene 90 hectáreas, estaríamos hablando del 40% o 
el 50% de ella. 


También me han dicho que es un territorio acuático inútil. 
¿Inútil en qué esquema y en cuál proyecto? El espacio que hay 
hasta casi llegar a la escollera Sarandí es inmenso. Supongo 
que no me dirán que en realidad su destino va a ser utilizarlo 
para el movimiento de los barcos, porque tiene 2 metros de 
profundidad y a nadie se le puede ocurrir eso, estando al lado 
del canal de acceso, es decir que la carretera de entrada pasa 
por la puerta, paralelo y al lado del canal de acceso por la 
profundidad que tiene. Entonces, el barco cuando entre irá a 
donde tiene que ir. Supongo que esto no es para dragarlo, 
parecería que hay partes en donde es prácticamente inviable. 
En todo caso, se pensará en rellenarlo y en ganarlo al mar, con 
el dragado que se hace en otros lugares. Sin embargo, una 
superficie de estas proporciones allí ubicada y con una propor- 
ción importante en la playa de contenedores que, a su vez, se 
extiende, es claro como terminará: será el nuevo puerto. El Puer- 
to de Montevideo, simplemente se desplazará. Entonces, cuan- 
do el señor Ministro se siente un poco refundacional, yo lo 
entiendo. Es refundacional desde el punto de vista de la histo- 
ria portuaria del Uruguay y el puerto de Montevideo pasará a 
ser esto. El resto es una especie de divertimento que pasará a 
otros destinos de enormes complejidades: dragado, acceso a la 
ciudad, porque no tiene respaldo territorial. 


Si se va a armar un gran esquema de crecimiento sobre esta 
base y sobre estos espacios, ¿cuál es el respaldo territorial y de 
accesos que hay detrás? Algunos entendidos dicen que uno 
de los problemas que tenemos en el Uruguay es que nuestros 
puertos tienen diversas carencias. Los que son aptos de acuer- 
do a las profundidades, como por ejemplo el Puerto de La Palo- 
ma, no poseen un flujo que los justifique -entonces los proyec- 
tos se hacen pero luego no tienen andamiento- otros tienen 
problemas de profundidad y de infraestructura y un ramal fe- 
rroviario, como el Puerto de Fray Bentos, o no lo tienen, como 
el Puerto de Nueva Palmira, que tiene un problema porque allí 
hay emprendimientos privados de desarrollo territorial. 


Al respecto sería bueno que el señor Ministro les aclare a 
los señores Senadores de Boismenu y Heber si va a invertir y 
cumplir lo que dice el Presupuesto sobre el puerto de Fray 
Bentos -lo digo de pasada- porque no quiero convocarlo sobre 
este tema. Pero en el caso del Puerto de Montevideo, hay se- 
rios problemas por el crecimiento de la ciudad y porque las 
áreas son muy exiguas. ¿Cuál es la idea? ¿Cuál es el proyecto? 
¿Será que, en realidad, se piensa que con el tiempo va a haber 
un desarrollo diversificado de muy variadas actividades y em- 
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prendimientos, como por ejemplo deportivos u otros, vincula- 
dos a toda esta zona? 


Si leemos la versión taquigráfica de lo que aconteció el 25 
de abril en oportunidad de la visita de la Comisión de Trans- 
porte y Obras Públicas del Senado a la Presidencia de la Admi- 
nistración Nacional de Puertos, a la que concurrieron varios 
señores Senadores aquí presentes, podemos constatar que el 
ingeniero Aguerre dijo que iban a tratar de dar estímulos a los 
privados para que realicen inversiones para mejorar la infraes- 
tructura. Creo que la única manera de hacerlo es algo interesan- 
te en materia de cruceros y ya hay un proyecto en ese sentido. 
Esto se podría hacer si conseguimos mudar a la Armada -no 
creo que le guste mucho esto de que la mudemos- de los mue- 
lles que ocupan y en ello estamos trabajando. Entonces, si 
esos muelles, con los dos depósitos monstruosos que tienen, 
se pudieran explotar comercialmente, sería muy interesante. 
¿Cuál es el resultado del uso de los muelles y de los dos depó- 
sitos monstruosos? Como esos muelles están pegados a la ter- 
minal de contenedores, son el complemento ideal. Vamos a tra- 
tar de tener un muelle de escala profundo para traer barcos 
grandes y los muelles vecinos que tienen menor profundidad 
los dejaremos para los “speeders”, para los barcos de cabotaje 
que naveguen por el Río Uruguay o vengan de la Argentina. 
No se trata de incorporar una infraestructura sino de que la 
terminal de contenedores se encuentra allí, vecina, y, por lo 
tanto, es un complemento. 


Seguramente, esta licitación la terminará ganando la misma 
gente que obtuvo la terminal de contenedores. Ya la ganó por- 
que el artículo correspondiente dice que si se desafecta, el des- 
tino es éste y como la idea, creo yo, es desafectarlo de la Mari- 
na, el destino es no vía licitación, sino éste. Entonces, hay un 
desarrollo diversificado de toda esta área que va a tener pro- 
yecciones muy importantes. 


Quisiéramos conocer las razones de esta transformación del 
proyecto, qué alcance tiene la misma y si no se entiende que, 
en realidad, esto va a generar un enclave en la entrada del 
Puerto que va a ser absolutamente dominante. Desde ese pun- 
to de vista va a establecer condiciones, y si se quiere hacer 
otro emprendimiento que compita, va a ser necesario ir más 
lejos. 


Algunos expertos que he consultado dicen que, por lo me- 
nos, habrá que hacer un Puerto importante en Puntas de Saya- 
go, porque hay una base de respaldo territorial muy importan- 
te. Existe toda una teoría acerca de que allí podría lograrse un 
desarrollo que no tuviera los problemas que tienen este tipo de 
situaciones aquí aunque, en realidad, no sabemos si es así. El 
Puerto tiene un desarrollo territorial, según dicen los libros, de 
alrededor de 64 hectáreas junto a la bahía. Aquí estamos ha- 
ciendo una concesión y si se realiza el emprendimiento puede 
llegar a ser hasta de la extensión que estamos hablando en esta 
intervención. Por lo expuesto, señor Presidente, quisiera saber 
cuál es la idea que se tiene acerca de esta posibilidad. 
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A continuación, quiero plantear de manera más ordenada 
estos problemas al señor Ministro, a través de un conjunto de 
preguntas, que son las siguientes: 


1%) ¿Son convenientes las bases económicas de la subasta, 
es decir, estos U$S 2:000.000, en este contexto? Esperamos que 
no nos conteste que ya estaban desde el principio, porque ya 
lo sabemos. Como es notorio, un acuerdo de oferentes puede 
tomar la base y esa es una de las alternativas que se pueden 
dar. Personalmente entiendo que quizás no sea así, pero no se 
sabe. Las acciones Serie A, que se subastan, son al portador y, 
por consiguiente, ¿pueden servir de base a una inversión ini- 
cial meramente financiera? Pero las acciones Serie B de la Ad- 
ministración Nacional de Puertos también se pueden vender, 
según el artículo 34 del proyecto de estatuto de la sociedad 
anónima al que aludíamos. ¿Es ello compatible con el marco 
legal? Parecería que sí, pero nos caben serias dudas. ¿Se van a 
vender, más allá de si eso es compatible? 


2%) ¿Qué activos de la Administración Nacional de Puer- 
tos formarán parte de la integración de capital inicial por 
U$S 1:200.000? ¿De acuerdo con qué criterios se realizarán las 
cesiones de uso de bienes, tales como grúas y repuestos? 


3%) ¿Regirá la libertad comercial efectiva o, en los hechos, se 
introducirá un monopolio privado por la vía de los contratos 
especiales? Digo esto, porque al permitir contratos especiales 
y precios diferenciales y al fijar un precio tope tan alto de 
U$S 120 por contenedor, mi inquietud es la siguiente. ¿No se 
puede posibilitar una operativa comercial por una empresa tras- 
nacional naviera que lesione la competencia privada y perjudi- 
que a los importadores y exportadores del país? 


4%) ¿Están excluidas o no, las empresas nacionales que ope- 
ran en la actualidad por las condiciones del numeral correspon- 
diente, que se establecen para la selección de operador espe- 
cializado? 


5%) ¿Se trata de una terminal especializada o polivalente al 
admitir cargas no contenerizadas en las proporciones en que se 
hace en relación con el transporte de contenedores vacíos? 
¿No se está promoviendo o propiciando una terminal polivalen- 
te? 


6%) ¿No es extremadamente bajo el canon que se recibirá? 
¿Qué consideraciones económicas determinaron el canon de 
U$S 10 por contenedor? Quiero aclarar, para que no me contes- 
ten con facilidad, que no va unido a un ingreso fijo que se le 
agrega, sino sólo a él. 


7%) ¿Qué ingresos nuevos se estima percibir en los primeros 
diez años? Mis preguntas se refieren todas a un período de 
diez años, porque más de eso sería pedir mucho. ¿Qué ingresos 
se dejan de percibir en igual período? ¿Qué costos se estima 
abatir? ¿Qué inversiones se asumen por la Administración Na- 
cional de Puertos para los próximos diez años, discriminadas en 
inversiones en la terminal de contenedores, en dragado, etcé- 
tera? Se ha sostenido que las inversiones obligatorias de 
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la sociedad anónima se situarán entre U$S 100:000.000 y 
U$S 150:000.000. Se supone que si la Administración Nacional 
de Puertos mantiene la propiedad del 20% del paquete acciona- 
rio deberá realizar un aporte de capital de inversiones en co- 
rrespondencia, aunque sé que esto es discutible. ¿Qué transfe- 
rencias de o hacia Rentas Generales se asumen para los prime- 
ros diez años? 


8%) ¿No se adopta un mecanismo de absorción de funciona- 
rios gravoso y sin garantías para los mismos? 


9%) ¿No son muy fuertes los compromisos de dragado? Hago 
esta consulta porque, en efecto, se garantiza un dragado por la 
Administración Nacional de Puertos de 33 pies, es decir, 10 
metros, pero si de los informes de evaluación comercial trianua- 
les elaborados por el contratista surge la conveniencia de una 
mayor profundidad se firmará una adenda con modificaciones 
al contrato en la profundidad a asegurar por dicha Administra- 
ción. 


10) ¿ Son razonables las severas sanciones para la Adminis- 
tración Nacional de Puertos en caso de incumplimiento? ¿No se 
establecen sanciones demasiado severas para el Estado por 
incumplimiento en materia de dragado, dado que no sólo inclu- 
ye la exoneración del 40% en determinadas condiciones, sino 
también el lucro cesante de la empresa? 


11) ¿Cuál es el plan estratégico en materia de dragado? 
¿Cómo se vincula dicho proyecto con los resultados y conse- 
cuencias de las notas reversales de 1997? 


12) En caso del rescate, que es una posibilidad que debe 
estar siempre presente, es decir, retroversión al Estado por ra- 
zones de interés general, ¿el pago de todas las inversiones no 
amortizadas, con el agregado del lucro cesante por cinco años, 
no vuelve irreversible el proceso, además de constituir una fuen- 
te de diferendo de toda clase? 


13) ¿No se asume una concesión espacial, o sea, territorio y 
espejo de agua, absolutamente desmesurada? ¿En qué hipóte- 
sis de desarrollo de inversiones y utilización resulta explicable 
este espacio? No parece razonable, con una profundidad pro- 
medio de 2 metros y en ese lugar, un espejo para desplazamien- 
to marítimo. Tampoco parece compatible, más allá del plan maes- 
tro, la expansión de la playa con el sustento urbano territorial 
de la ciudad de Montevideo, ya que si el tráfico crece en una 
proporción gigantesca, no tendrían prácticamente espacio físi- 
co por dónde llegar. A nuestro juicio, si se piensa incorporar 
otro proyecto debería establecerse en las bases. 


14) ¿Qué se hará con la dársena fluvial y con los depósitos 
de la Marina? ¿Cuál será el destino y el costo de la alternativa? 
Además, como suponemos que ha habido consultas a la Mari- 
na, quisiéramos saber cómo evalúa esta cuestión. 


15) ¿No se estima que pueden existir importantes condicio- 
namientos en materia de soberanía en la medida en que se ins- 
tala una macroestructura en la puerta de entrada y salida del 
Puerto de Montevideo, con estas características? 
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Por último, señor Ministro, mi pregunta central consiste en 
saber si no se está a tiempo de enmendar algunos errores, si es 
que los hay, en los aspectos económicos y no económicos que 
hemos señalado. Digo esto porque en otras oportunidades al- 
gunos parlamentarios de la Bancada de gobierno fueron imagi- 
nativos y cuando llegaron a la conclusión de que en algunas 
cuestiones se habían equivocado o estaban en un brete, ensa- 
yaron distintas alternativas de salida. 


Para terminar, señor Presidente y señor Ministro, este sec- 
tor político siente una gran responsabilidad sobre sus espaldas 
y quiere decirle al país que no comparte el proyecto estratégico 
para el Puerto de Montevideo en los términos en que lo ha 
concebido el Poder Ejecutivo y en la forma en que lo ha impul- 
sado en estos últimos años. Queremos señalar que no cuestio- 
namos los aspectos de legalidad, más allá de que en algunos 
aspectos tenemos serias dudas, y que no cuestionamos esta 
subasta que se piensa realizar en el sentido de vincularla, de 
alguna manera, a procesos opacos con algunos otros supues- 
tos. Sin embargo, este sector político entiende altamente incon- 
veniente, por varias de las consideraciones que hemos expre- 
sado, las bases que la sustentan. Más allá de que una ley se 
haya impuesto, incluso en la filosofía de la misma, y de la Ley 
de Puertos de 1992, que está en el fondo de este proyecto y 
que fue impulsada por el Partido Nacional y de lo establecido 
en la filosofía de la Ley de Urgencia, a nuestro juicio, algunos de 
los aspectos que hemos mencionado, merecerían ser revisados. 


Si es que se van a cometer, como pensamos, errores impor- 
tantes que afectan nuestro futuro, en términos de décadas, es- 
timamos que los costos eventuales que puedan plantearse en 
estos días, desde ese punto de vista, serían mínimos. No com- 
partimos el criterio de que la inversión extranjera directa a largo 
plazo tenga las pautas de estimación, evaluación y comporta- 
miento de la inversión financiera. 


A continuación, le voy a hacer llegar al señor Ministro es- 
tas preguntas por escrito, a fin de que pueda responderlas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Walter Riesgo).- Tiene la pala- 
bra el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, ingenie- 
ro Lucio Cáceres. 


SEÑOR MINISTRO.- Mientras nos alcanzan las preguntas 
que ya nos adelantó el señor Senador Rubio, me gustaría hacer 
algunas reflexiones que han sido motivadas en estos días por 
esta convocatoria. 


En primer lugar, quiero manifestar que pocas veces un tema 
como éste ha estado tanto tiempo en el debe de una sociedad. 
Pensemos en que la Ley de Puertos del año 1992 consagra un 
esquema portuario, que es el que está vigente y que, nos guste 
o no, es la norma en el país. Si juzgamos los resultados de este 
ordenamiento por el desarrollo del puerto en los años subsi- 
guientes, no podemos decir otra cosa más que era un régimen 
muy superior al que existía. Ha habido más movimiento, eficien- 
cia, desarrollo de inversiones y multiplicidad de agentes, al igual 
que competencia entre operadores. Por lo tanto, creo que no 
deberíamos contradecir lo que nos muestran los hechos. 
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Seguramente, desde el principio el tema de la terminal de 
contenedores ha sido difícil, tal vez, porque era un servicio que 
explotaba la Administración Nacional de Puertos, porque había 
varios usuarios que utilizaban ese mismo servicio, porque todo 
el mundo pensaba que aquel que tuviera una terminal especiali- 
zada tendría ventajas sobre otros competidores dentro del puerto 
y porque a lo largo del desarrollo de todo este proceso -que 
comenzó en 1994- se fueron planteando sucesivas situaciones 
dificultosas para resolver este problema. En el año 1994 se plan- 
teó el primer episodio en el que, dos empresas que comenzaron 
siendo competidoras, se unen y se suscita una situación ries- 
gosa para un proveedor en un momento en el que no había 
otras alternativas. El propio señor Senador Atchugarry objetó 
esa situación. Después, en 1996 se efectuó otra licitación que 
insumió dos años, culminando en 1998. Lo que está claro es 
que, mientras tanto, siguieron pasando contenedores y aumen- 
tando el movimiento del puerto, seguramente, trabajando mu- 
cho con las grúas de a bordo de los barcos, porque la que 
tenemos la tomó el gobierno militar; fue una obra de ese mo- 
mento, al igual que el muelle. Aspiro -como dije una vez- a que 
los gobiernos legalmente constituidos podamos demostrarle a 
la sociedad uruguaya que somos capaces de hacer obras de la 
misma envergadura. Pensemos que hace 100 años que se inau- 
guró el Puerto de Montevideo y preguntémonos si hoy, que 
tenemos más tecnología, recursos, capital, paz y una serie de 
elementos favorables, estamos a la altura de nuestros antepa- 
sados que en 1901 colocaron la piedra fundamental del Puerto 
capitalino e hicieron esa obra magnífica que sigue estando allí 
y, sin transformaciones en los elementos sustanciales, conti- 
núa prestando la misma utilidad y brindando los mismos servi- 
cios a toda la sociedad y la región. 


En el año 1999 hubo una tercera licitación, pero no prospe- 
ró. A lo largo de todo ese proceso, hubo distinto tipo de re- 
uniones, desde estas amables interpelaciones a las que me cita 
el señor Senador Rubio, en aquel entonces Diputado, hasta 
nuestras visitas a las Comisiones de Transporte y Obras Públi- 
cas de la Cámara de Senadores y de la Cámara de Representan- 
tes. En el año 2000, viendo que este tema no podía resolverse, 
optamos por tener la iniciativa legal de la Ley de Urgencia que 
fue aprobada en julio de 2000. A partir de ese momento, empe- 
zamos el proceso de reglamentación y creo -puedo consultar la 
versión taquigráfica para dar la fecha precisa- que a lo largo de 
esos meses concurríamos a la Comisión respectiva del Senado 
para conversar de temas relacionados con el Presupuesto -que 
centraban la atención ese año- y también hablábamos de la 
terminal de contenedores. En la versión taquigráfica correspon- 
diente figura, entre otras, una intervención de la señora Sena- 
dora Arismendi. Incluso, en Sala comentamos la entrega de 
algo que, a mi juicio, no es un procedimiento habitual en el 
relacionamiento entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo. No 
es habitual que se presenten en el Parlamento los proyectos de 
decreto, en sus múltiples versiones, como ocurrió en este caso 
que fueron entregadas a la Comisión. Creo que con ello demos- 
tramos la vocación de mantener informado al Cuerpo legislati- 
vo, dada la situación que se había vivido anteriormente. 
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Tal vez, al señor Senador Rubio, que no integra la Comi- 
sión, no le llegó la información y por eso hoy plantea los te- 
mas. Pero sí le llegó a la Comisión con la cual se relaciona 
directamente nuestro Ministerio. Hasta causaba hilaridad al ni- 
vel de la Comisión cuando hablábamos de las versiones sexta, 
octava o decimosexta. Incluso, en nuestra acción hasta quedó 
demostrada la buena intención, la fe y el deseo de que todo el 
mundo estuviera informado. No nos olvidemos que estábamos 
entregando esa información al mismo tiempo que, luego de ha- 
ber aprobado la ley, se gestionaba un recurso de plebiscito. 
Esto no nos inhibió para entregar la información que estába- 
mos procesando. Si, según entiendo, esa es la actitud que mo- 
tiva que, a diez días de la subasta, se llame a esta interpelación, 
confieso que no la puedo comprender. Sí entiendo el derecho 
del señor Senador Rubio, pero no comprendo que esta instan- 
cia sea el momento oportuno, cuando tuvimos tantas otras, 
como nuestras visitas a las Comisiones, a las que vamos cada 
vez que nos convocan, o los pedidos de informes que contes- 
tamos regularmente aunque, a veces, no con la celeridad que 
se requiere; creo que en el “ranking” no estamos tan mal ubica- 
dos en cuanto a contestaciones de pedidos de informes. 


También podemos mencionar la instancia de la consulta per- 
sonal. Este es un tema en el que hemos tenido discusiones y 
opiniones diversas, pero nos unen las mismas preocupaciones; 
por eso me parece que lo primero debería haber sido el diálogo, 
ya que las personas se entienden hablando. En consecuencia, 
pienso que el hecho de que el primer lugar en el que nos haya- 
mos encontrado sea la peana verbal de la interpelación, signifi- 
ca haber salteado muchas instancias en las que los hombres 
tenemos campo para poder conversar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Presidente del Senado, don 
Luis Hierro López) 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Senado- 
ra. 


SEÑORA ARISMENDI.- He solicitado esta interrupción para 
ir despejando todo tipo de cuestiones afectivas o de suscepti- 
bilidades que no hacen al fondo de la cuestión. 


Efectivamente, antes de que el señor Ministro hiciera estos 
comentarios en Sala, ya lo había hecho en la prensa y, precisa- 
mente por ese motivo, busqué las versiones que él tan cortés- 
mente fue entregando a la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas. Sin duda, ello fue así y la última fue efectivamente 
entregada -tal como lo señaló en la radio “El Espectador” y lo 
ratifica ahora- el 8 de noviembre. Me refiero a la versión N* 20. 
A partir de allí, comencé a buscar las siete diferencias. 


Sin perjuicio de que más adelante intervendré -no quiero 
interrumpir por más tiempo ahora- quiero señalar que, efectiva- 
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mente, eso sucedió el 8 de noviembre. Posteriormente, no tuvi- 
mos el gusto de recibir al señor Ministro, más allá de que estu- 
vimos en el Puerto y luego concurrió al Parlamento el Directo- 
rio de la Administración Nacional de Puertos. En esa oportuni- 
dad, todavía era Subsecretario el ingeniero Aguerre y se plan- 
teó una serie de cuestiones a las que luego me referiré. 


Deseo aclarar, entre otras cosas, que los límites de la termi- 
nal de la versión N* 20, no tienen nada que ver con los del 
decreto, que creció y se multiplicó. Además, como no soy ex- 
perta en estos temas, estuve trabajando e investigando, por- 
que pensaba que si el señor Ministro aseguraba, en la radio, 
que no había entregado esa versión, no podía ser que me estu- 
viera equivocando de tal manera que el decreto no coincidiera. 
Reitero que no es esta mi especialidad -soy maestra, no inge- 
niera- pero leyendo los agregados que tiene el decreto, que no 
están en la versión N* 20 y tampoco en las anteriores, sino que 
son nuevos, observé que hay una modificación sustancial en- 
tre la versión mencionada y el decreto del 25 de abril, día en 
que visitamos al Directorio de la Administración Nacional de 
Puertos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, es así; por algo hay 32 
versiones. Si no hubieran existido cambios, habría una sola 
versión. Tal vez, en el orden de prelación de las preguntas 
planteadas por el señor Senador Rubio, precisamente esta sea 
una de las últimas, por lo que ya llegaremos a brindar la contes- 
tación correspondiente. 


Dentro de este clima, insisto que esto es la demostración 
más clara de que al Poder Ejecutivo le ha animado la intención 
de resolver un problema y de encontrar en ello los comentarios. 
De lo contrario, para qué habríamos hecho llegar las copias o 
borradores que, insisto, es una práctica poco habitual, aunque 
la Bancada del señor Senador Rubio aspiraría a que fuera algo 
más frecuente. Reitero que con esa actitud de acercar informa- 
ción, la idea era ponernos el país al hombro y contribuir a cons- 
truirlo. 


Seguramente, el señor Senador Rubio, que es profesor de 
Historia, conoce muy bien cuál fue la historia del Puerto de 
Montevideo en el Siglo XIX. Parece que estamos condenados 
a repetirla a lo largo del Siglo XX e inicios del XXI. Este fue un 
puerto que estuvo trabado, donde los intereses que estaban 
vinculados con el comercio y con la moneda, determinaron que 
su proceso insumiera 15 años. El mismo comienza, si no me 
equivoco, con Santos y termina en la segunda Presidencia de 
Batlle. Entonces, cuando uno observa esos hechos de la Histo- 
ria, realmente siente la obligación de resolver los problemas. 


¿Cómo hacemos esto hoy, en las circunstancias que nos ha 
tocado vivir? Quizás, no de la misma forma en que lo hubiéra- 
mos hecho en otra instancia y en otro marco en que las arcas 
públicas tuvieran recursos y pudiéramos buscar en ellas una 
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combinación óptima, a través de mecanismos que nos permitie- 
ran canalizar inversión del sector privado. Esto se podría hacer 
a través del régimen de concesiones que el propio señor Sena- 
dor Rubio señala como un instrumento del que no reniega y sí 
acepta. También podríamos hacer esto como lo hizo el país en 
el Siglo XIX; el país está lleno y empedrado, dicho esto textual- 
mente, de este tipo de casos. Precisamente, Rivera es quien 
realiza la primera concesión de obra pública en el Uruguay. En 
aquella época, no había pavimento en Montevideo, razón por 
la cual se hace una concesión de obra pública mediante la cual 
se pavimenta con piedras las calles de esta ciudad y el propie- 
tario de la empresa concesionaria cobra determinada cantidad a 
los vecinos cuyas propiedades dan sobre dicha obra. Creo que 
esto ocurrió en 1830 ó 1831 y a partir de ese momento, la socie- 
dad uruguaya -pensemos que se trataba de un país que emer- 
gía en ese momento, que no tenía recursos y que salía pobre de 
la Colonia y de las guerras- debió buscar soluciones de ese 
tipo. Precisamente, con esa modalidad de inversión privada se 
fueron realizando todos los emprendimientos que se llevaron a 
cabo en el correr de aquel siglo. En una palabra, se utilizó el 
sistema de pagar a través de los precios, porque eran los ciuda- 
danos, los usuarios, o sea las personas que se beneficiaban de 
esas obras, las que pagaban por esos servicios. Al mismo tiem- 
po, había otros emprendimientos que no se podían pagar en 
virtud de los precios, por ejemplo, algunos vinculados a la se- 
guridad o a la educación, que fueron temas que centraron la 
atención en ese momento y durante el correr de ese siglo. 


En consecuencia, todo este esquema que hoy planteamos 
aquí, a través de este mecanismo de sociedad de economía 
mixta, de venta de acciones y demás, se hace con el objetivo de 
que el tema de los servicios portuarios se paguen por el siste- 
ma de los precios y no por el de los impuestos. No solamente 
se plantea que se pague por ese sistema de los precios, sino 
que, además, este sea también generador de ingresos públicos 
para otras actividades, ya sea para el funcionamiento de la pro- 
pia Administración Nacional de Puertos -seguramente, esto ten- 
drá como destino lograr un redimensionamiento en vistas a la 
actividad que la propia ley le ha confiado- como también para 
el pago de algo a que tiene derecho el Estado porque, en defi- 
nitiva, no deja de ser el propietario de las empresas públicas; 
concretamente, me refiero a recibir una determinada rentabili- 
dad por la empresa que posee. 


Por lo tanto, creo que esto que estamos tratando en el día 
de hoy espero que sea la última vez que debamos analizarlo y 
que el país, tal como sucedió en otra época, también ahora 
encuentre caminos. Hubo una Ley de Urgencia, un recurso de 
plebiscito donde no alcanzaron las voluntades, una reglamen- 
tación de la ley aprobada el 25 de abril y, tres meses después, 
esta convocatoria, luego de toda la información suministrada a 
la Bancada del señor Senador, en forma oportuna y previa. Tal 
vez, por todas estas motivaciones se hayan dado mis reaccio- 
nes en alguna declaración; es más; si he ofendido al señor 
Senador, le pido disculpas. De todos modos, le pido que com- 
prenda que aquél a quien le han encargado la tarea de llevar 
adelante una política en un sector, como le sucede a un Minis- 
tro, no encuentra mayor frustración que la de hallar una nueva 
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piedra en el camino. Normalmente, tratamos de sortearla y, si 
no, tal como lo señalábamos hace unos días, la removemos. 


Deseaba hacer esta reflexión previa y señalar que la dispo- 
nibilidad para informar ha sido nuestra norma permanente, de 
responsabilidad y de obligación por un lado, pero, además, de 
conducta. 


Dicho de otro modo, no hemos venido porque estemos obli- 
gados; lo hemos hecho porque estamos convencidos de que el 
Poder Legislativo tiene que estar al tanto de las cosas que 
pasan en la vida del país. Por eso, tenemos que venir y conver- 
sar abiertamente; es más; es mucho mejor que lo hagamos en 
los ámbitos que la institucionalidad nos ha permitido a que 
tengamos que hacer discursos y conversar a través de la pren- 
sa. 


Quería hacer esta introducción, entonces, con relación a 
nuestra actuación ys a la disposición a informar. 


No voy a detenerme en esto, pero debo decir que me alegra 
que el señor Senador Rubio no haya hecho ninguna observa- 
ción sobre el tema de la legalidad. Creo que es un elemento 
positivo que no estemos discutiendo ese punto, ya que ha 
habido un decreto, se ha constituido la sociedad, el Tribunal 
de Cuentas ha dado su aprobación a los estatutos, se ha firma- 
do el contrato de la Administración Nacional de Puertos con la 
Corporación Nacional para el Desarrollo con relación a la Ter- 
minal “Cuenca del Plata S.A.”, se ha aprobado por el Poder 
Ejecutivo y, finalmente, resta la subasta de las acciones. En 
este sentido, me gustaría leer el informe del Tribunal de Cuen- 
tas. Teniendo en cuenta que este tema en distintos momentos 
ha sido objeto de observaciones de carácter jurídico, creo que 
es importante que quede claramente laudado que el tema jurídi- 
co no está en juego. El informe del Tribunal de Cuentas, según 
resolución adoptada, de fecha 23 de mayo de 2001, dice que 
visto los antecedentes remitidos por la Administración Nacio- 
nal de Puertos que refieren al acuerdo a celebrar con la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo para la constitución de una 
sociedad anónima, cuyo objeto es la administración, construc- 
ción, conservación, mejoramiento y explotación de una terminal 
de contenedores en el Puerto de Montevideo; resultando, pri- 
mero, que el artículo 20 de la Ley N* 17.243, del 29 de julio de 
2000, autoriza a la ANP a participar en sociedades con capitales 
privados en la administración, construcción, conservación y 
explotación de una terminal de contenedores en el Puerto de 
Montevideo; segundo, que la norma citada establece que la 
participación se efectuará por intermedio de una sociedad anó- 
nima constituida al efecto por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, así como que el capital correspondiente a los inver- 
sores privados será representado por acciones al portador, la 
correspondiente participación de capitales privados sólo pro- 
cederá una vez instrumentado el acuerdo entre la referida so- 
ciedad y la Administración Nacional de Puertos; tercero, que 
de acuerdo con el inciso quinto del artículo citado, el produci- 
do de la subasta pública de las acciones de la sociedad se 
destinará a la construcción de edificios de educación y que la 
Administración Nacional de Puertos conservará una participa- 
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ción en la sociedad; cuarto, que el decreto N* 137/01, de 25 de 
abril de 2001, reglamentó el artículo 20 de la Ley N* 17.243 y 
estableció en su artículo 2” que la Corporación Nacional para el 
Desarrollo será titular de las acciones Serie A), por un total del 
80% del paquete accionario y la ANP será titular de las accio- 
nes de la Serie B) por un total del 20% de dicho paquete y, en 
el artículo 3", se estableció que la sociedad anónima firmará un 
contrato con la ANP para efectuar la gestión de la terminal por 
un plazo de treinta años; quinto, que el artículo 7? de la Ley 
N* 17.292, de 25 enero de 2001, establece que los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados del dominio industrial y 
comercial del Estado, autorizados legalmente al efecto, sólo po- 
drán participar en emprendimientos o asociarse con entidades 
públicas o privadas cuando el consorcio o sociedad a consti- 
tuirse admita jurídicamente la existencia de un órgano de con- 
tralor interno integrado por sus participantes y en forma pro- 
porcional a su participación; sexto, que en la oportunidad, se 
remite el proyecto de estatuto de la “Terminal Cuenca del Plata 
S.A.” a firmar por la Corporación Nacional para el Desarrollo y 
la Administración Nacional de Puertos, cuyo plazo es de 99 
años, a partir de su suscripción -en el artículo 24 se dispone 
que correspondan cuatro directores a la Serie A) y dos directo- 
res a la Serie B)-; séptimo, que en el artículo 31 se establece 
que la Asamblea especial integrada por los accionistas de la 
Serie B) designará cada dos años un síndico titular y un su- 
plente; octavo, que se adjunta información contable en la que 
se expresa que existe disponibilidad presupuestal para atender 
el gasto de $ 200.000 para ser aplicado a la compra de acciones 
Serie B), dicha suma corresponde al capital a integrar, 50% del 
capital a suscribir; considerando que el proyecto de estatuto 
que se remite se ajusta a las normas legales y reglamentarias 
que rigen en la materia y atento a lo expresado, el Tribunal 
acuerda intervenir preventivamente el gasto, señalar que el con- 
trato que celebre la Administración Nacional de Puertos con la 
Sociedad Anónima para efectuar la gestión integral, deberá so- 
meterse a control previo del Tribunal. 


En definitiva, es importante tener claro que desde el punto 
de vista jurídico no existen observaciones. 


A continuación y con relación al procedimiento que esta- 
mos analizando, me gustaría referirme a un elemento que con- 
centra mi interés en los ratos de ocio. Me refiero a si este 
procedimiento del que estamos hablando, es tan novedoso o 
ha sido utilizado en forma reiterada. Al principio, me referí al 
caso del empedrado de Montevideo, obra realizada durante el 
Gobierno de Rivera. Sin embargo, después, en la época de la 
Presidencia de Berro y luego en la de Pereira, aparece también 
este mismo tipo de obras. Datos del año 1852 dicen que es 
digna de subrayarse la disposición adoptada por Rivera que 
establecía que las obras costeadas con fondos del Estado se 
harían por remate público. Entonces, este procedimiento del 
remate público es el mismo que el de aquella época. 


Por su parte, en el año 1852 se señala también la aparición 
de un nuevo sistema de alumbrado, que vendría a sustituir los 
candiles de aceite. El ingeniero Demetrio Isola solicitó al Go- 
bierno, a tal efecto, una concesión por el término de quince 
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años para la explotación del servicio de iluminación a gas para 
las calles y edificios de Montevideo. 


No voy a extenderme en este tema pero después, bajo la 
Presidencia de Giró, se presentó un ensayo muy interesante. 
Fue así que se realizó la iluminación de catorce cuadras de las 
principales de Montevideo; era la primer capital de América 
que señalaba un avance en la iluminación pública. Buenos Ai- 
res, por su parte, no había podido salir todavía de la ilumina- 
ción con aceite de potro. Ese mismo año surge la iniciativa, de 
trascendencia para Montevideo, de don Genaro de Las Rivas, 
que propone al Gobierno la instalación de un servicio de caños 
maestros en las principales calles de la ciudad y, al mismo tiem- 
po, don Juan José de Arteaga propicia la construcción de una 
red cloacal para toda la ciudad de Montevideo, debiendo los 
propietarios abonar $ 10 por cada vara de caño construido frente 
a su casa. 


Esta historia de las concesiones en el Uruguay señala más 
adelante que para la zona oeste del país, se decretaba la realiza- 
ción de una carretera entre Carmelo y Nueva Palmira y un puente 
sobre el arroyo Las Víboras, donde se establecía el peaje o 
derecho de pontazgo. Y así sucesivamente. Lo cierto es que la 
mayor parte de estos procedimientos fueron todos por remate 
público. ¿Cuál era el sistema que había en ese momento? El 
emprendedor privado presentaba a la Administración un pro- 
yecto y, a posteriori, ésta sometía la iniciativa a remate público. 
Normalmente, el que tenía el beneficio de la información por 
haber formulado el proyecto, era quien lo llevaba, pero había 
casos en los que seguramente habrá habido competencia con 
sociedades que terminaban formándose a posteriori. 


Es decir que en este tema de buscar inversión privada y 
encontrar la forma en el remate público, el país no está realmen- 
te innovando. Pero además, si lo estuviera, no sería ningún 
pecado, porque es lo que establece la ley. 


Así se hicieron también los faros. No habría faros en el Río 
de la Plata si no hubiera sido porque se hicieron por concesio- 
nes e inversión privada. El Faro del Banco Inglés, el de Oyarbi- 
de y muchas otras obras de este tipo, se hicieron de esta misma 
forma: mediante el pago del servicio por parte de los usuarios. 


En Tacuarembó, el Paso Real del Tacuarembó Chico, el Paso 
del Arroyo de la Tranquera y el edificio para la sede de la 
Policía, se realizaron de igual manera. 


Por lo tanto, el país tiene, a lo largo de su historia, una 
enorme cantidad de ejemplos en esta materia. 


El abastecimiento de agua de Montevideo se hizo de esta 
misma forma. Se realizó por iniciativa del señor Fing, que poste- 
riormente se asoció con Lezica y Lanusse y terminó vendiendo 
las acciones. En este caso, hubo también una situación de ofer- 
ta pública. 


De manera que tendríamos que haber instrumentado este 
sistema con anterioridad, porque la licitación es el menos malo 
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de los procedimientos que hemos tenido para contratar desde 
el Estado, pero el remate público, tal vez algo en desuso, es un 
buen sistema para rescatar. 


El señor Senador Rubio comenzó diciendo en su exposición 
que este era un tema de distintos puntos de vista políticos, y 
estoy de acuerdo con él: tenemos dos puntos de vista políticos 
distintos. En lo personal, tengo un compromiso con un país 
que quiere ir hacia adelante y crecer, que no es ajeno a lo que 
pasa en el mundo y que no cuenta con un Estado con disponi- 
bilidades como para poder hacer más inversiones, porque debe 
atender las responsabilidades de todos los días: un sistema de 
previsión social al que debe respaldar, una educación que tiene 
que pagar, un servicio de salud al que debe sostener, etcétera. 
Y seguramente la inversión privada no va a ir a pagar pasivida- 
des, a sostener la educación pública, a brindar salud pública, ni 
a atender la alimentación de 250.000 personas todos los días, 
porque en estos sectores no existe rentabilidad. Por lo tanto, 
los pocos recursos públicos que tengamos debemos dedicar- 
los a aquellas tareas que el Estado necesariamente debe reali- 
zar, porque no habrá precio que lo pueda pagar. 


Aquí tenemos, entonces, la primera divergencia entre nues- 
tras dos visiones. Sin embargo, debo decir que me ha sorpren- 
dido el punto número 12 del documento presentado hace algu- 
nos días por el Encuentro Progresista, porque allí -al igual que 
en el último punto, que habla del financiamiento- encontramos 
incorporada la concesión de obra pública como elemento prin- 
cipal para el desarrollo de la inversión en esta área, reconocién- 
dose en definitiva que hay que ser pragmáticos y que en un 
momento en que hay pocos recursos, hay que tratar de buscar 
la inversión privada. Naturalmente, si estuviéramos en otra si- 
tuación, tal vez, otro gallo cantaría. 


Por supuesto, va a ser muy difícil que podamos resolver 
esta discrepancia en el día de hoy, porque no la hemos podido 
zanjar en los 50 años de vida que tenemos. De manera que me 
parece mejor dejar ese punto para otro día. 


En otra parte de su exposición, el señor Senador Rubio de- 
cía que se le acusa de estar improvisando y que eso le provo- 
caba cierta indignación. No creo haber sido yo quien lo acusó 
de improvisador, pero podrá comprender que tengo también el 
derecho a la sana indignación cuando veo un episodio que se 
realiza diez días antes de la subasta de las acciones y la aten- 
ción está centrada en esa subasta. 


Dice también el señor Senador Rubio que lo único que im- 
porta es la rentabilidad y la seguridad jurídica. Creo que la 
seguridad jurídica seguramente importa mucho, pero cuando 
en un sistema constitucional como el nuestro se aprueba una 
ley, se somete a plebiscito -que es la forma en que se comprue- 
ba si lo que votaron los representantes del pueblo coincide o 
no con la voluntad popular- y esa ley es refrendada por la 
ciudadanía -para después ser reglamentada por el Poder Ejecu- 
tivo- se ha actuado dentro del ordenamiento jurídico y político 
del país, y por lo tanto creo que deberíamos estar a ello. Inclu- 
so, luego de aprobado el decreto, cualquier ciudadano pudo 
haberlo impugnado, pero nadie lo hizo. 
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Se dice que este hecho no afecta la subasta, pero creo que 
sí lo hace, porque aquí existe un dúo formado por riesgo y 
precio. Si subo el riesgo, bajo el precio, y esto es así en cual- 
quier negocio que vaya a encarar. Y si se hace un cuestiona- 
miento, como se está realizando desde el sistema político, diez 
días antes, creo que se está corriendo el peligro de aumentar el 
riesgo y, por lo tanto, bajar el precio. Tal vez -y ojalá sea así- 
no haya nadie que se desinterese, porque este bien que vamos 
a subastar, no está libre de gravamen. El gravamen que tiene 
este bien -que son las condiciones que debe cumplir quien va a 
comprar el 80% de las acciones- es enormemente pesado. En 
primer lugar, va a pagar un precio, cuyo 20% debe constituir en 
el acto del remate. En los ocho o diez días siguientes debe 
constituir el 80% restante, y en ese mismo período debe consti- 
tuir doce millones de dólares de garantías de cumplimiento del 
contrato. Es más: antes de empezar a trabajar tiene que consti- 
tuir otros cinco millones de dólares de garantía. Pero además, 
comprando las acciones se arriesga a tener que realizar una 
serie de inversiones que están establecidas. Estas inversiones 
deben ser efectuadas sí o sí por el contratista que compre, 
aunque puede llegar a un acuerdo con el operador, porque aquí 
hay dos figuras que van a jugar: el propietario de las acciones 
y el operador. Pero la más pesada de todas las cargas -y es la 
que omitió el señor Senador Rubio en su extensa exposición- 
es el compromiso de mercado. 


Entonces, a la Terminal “Cuenca del Plata S.A.” le estamos 
exigiendo que pase una determinada cantidad de contenedores 
por año. Si no alcanzaran, se generarían sanciones y costos 
importantes que se deberían pagar. Eventualmente, se podría 
llegar al extremo de la rescisión. O sea, aquí no se compra un 
objeto libre de gravamen sino uno que está cargado de gravá- 
menes, que son los que les ponemos a las empresas en aras de 
defender todos los puntos de vista que son necesarios. Cuan- 
do ponemos un precio máximo lo hacemos porque queremos 
tener la certeza de que no va a surgir la tentación de la renta 
monopólica, más allá de lo que puedan ser esos precios. 


En cuanto a la cantidad de cajas que se van a mover ¿cree 
el señor Senador que habrá un movimiento adicional de cajas 
por el crecimiento de la economía del Uruguay? Ojalá fuera así. 
Si tiene que triplicar el movimiento de cajas, será sobre la base 
de buscar nuevos mercados, ya que no tendría otra forma de 
cumplir. Es allí cuando surge la competencia de puertos y se 
hace necesario no perder pie frente a Buenos Aires y a los 
puertos del Brasil encontrando la entrada a la región a través 
de nuestro país. Este es un proyecto que hemos llamado “Ho- 
landa en América”, ya que aspiramos a aproximarnos a eso. 
Relacionados a este tema están todos los proyectos del plan 
de obras públicas y el sistema arterial de conexión con la re- 
gión. También por esto estamos pensando en aumentar el “hin- 
terland” portuario determinando que el ferrocarril llegue hasta 
dentro del territorio brasileño, aprovechando que, a pesar de 
tener distinta trocha, la carga va en contenedores. Además re- 
sulta que aquello que era una gran dificultad en el pasado por- 
que había que sacar de un vagón y ponerlo en el otro, ahora se 
ha facilitado porque existe una grúa que levanta la carga y la 
pone sobre una plataforma, operación que se hace en el mismo 
lapso que lleva la realización de los papeles. 
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Es nuestra intención que a través de un ramal ferroviario 
como el de Salto, que hoy tiene poco tránsito pero posee la 
misma trocha que entra en la Mesopotamia, podamos introdu- 
cirnos en un mercado como el de Posadas o Encarnación y 
mirar hacia el del Paraguay. Esto nos permitiría estar captando 
hoy, en esta época de mercado, algo parecido a lo que pensa- 
ron los Padres de la Patria en la época de la Gesta, cuando 
mirábamos la Federación. En definitiva, le estamos dando a esa 
zona una alternativa con respecto a Buenos Aires, que fue lo 
que siempre esperó toda la región y me refiero a las Misiones, 
la Mesopotamia, Santa Fe, el Chaco, Tucumán y Salta. 


Relacionado con esto vemos que el pensamiento de las Ins- 
trucciones al Congreso de Abril tiene vigencia en materia por- 
tuaria ya que se identificaba que Maldonado era el puerto de la 
región. Ese es el desafío al que queremos apostar. Hoy aposta- 
mos a Montevideo, pero también queremos apostar al litoral, y 
soñamos con que se concrete y se pueda llevar adelante un 
puerto oceánico en el que puedan entrar otro tipo de buques 
que hoy en día no acceden al Río de la Plata. Este es el esque- 
ma, pero si resulta que en el inicio ya tenemos una dificultad 
como la de hoy que hemos postergado durante doce años, me 
parece que las esperanzas y las expectativas van quedando 
atrás. 


Se trata de un tema que me entusiasma y destaco que hace 
23 años que estoy al servicio público. Por lo tanto, cuando uno 
tiene la posibilidad de tomar decisiones desea llevarlas adelan- 
te y hacer de esto un campo que no sea de frustraciones. 


Por otra parte, creo que sería positivo que tengamos un 
remate y una subasta pública y obtengamos el mejor precio 
posible para que lo obtenido se destine a aquello que el Legis- 
lador estableció. Tengo una lista con las prioridades del CODI- 
CEN para no esperar que se lleve a cabo la subasta y que se 
constituya el precio para comenzar a pensar qué es lo que va- 
mos a hacer con el recurso obtenido. En esta lista nos encon- 
tramos con ampliaciones de escuelas en zonas de gran creci- 
miento de la población, en donde las aulas eran suficientes 
para los niños en 1945 pero no en el 2001. Esto sucede en 
barrios y ciudades enteras que han crecido alrededor de Mon- 
tevideo y en Canelones, que no tienen facilidades para los jó- 
venes. Ya estamos preparando los proyectos y si la expectativa 
es desmedida con relación al precio, lo único que habremos 
hecho es avanzar en el proceso de lograr esas infraestructuras. 


¿Qué mayor satisfacción podría haber que conseguir una 
buena suma de dinero por esas acciones para poder maximizar 
el destino que el Legislador ha planteado? Por ejemplo, entre 
otras cosas, maximicemos la sociedad civil, que plantea hacer 
obras por convenio, que se siente comprometida y que cada 
vez más está compartiendo la tarea que normalmente haría el 
Estado. Nuestra propia Dirección de Arquitectura necesita te- 
ner clientes para trabajar para que sus obreros puedan conti- 
nuar en sus puestos y no llegar a la situación angustiante de 
tener que enviarlos al seguro de paro porque no tenemos clien- 
tes. Creemos que sería bueno poder realizar una obra de trans- 
formación de los locales existentes, que es una obra muy difícil 
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para contratar en el sector privado ya que se trata de un traje a 
medida. En este sentido, entendemos que la Dirección de Ar- 
quitectura podría realizar esta tarea. También el sector privado 
podría actuar en aquellos casos en que el CODICEN considere 
oportuno porque la herramienta a utilizar sea otra. Entonces, 
postergamos un sentido histórico que tiene el país en su prota- 
gonismo y también este otro elemento que no es menor en el 
sentido de mejorar un poco la infraestructura de la enseñanza. 


El señor Senador Rubio nos preguntaba si habíamos pensa- 
do en postergar este asunto. Debo decirle que no lo hemos 
pensado, pero espero que terminemos esta sesión con todas 
sus dudas aclaradas. Por lo tanto voy a contestar sus pregun- 
tas. 


Sobre si son convenientes las bases económicas de la su- 
basta, que se encuentran en los U$S 2:000.000, debo decir que 
sí. Esta cifra tiene que ver con los procedimientos anteriores, 
los que se deben tomar como referencia porque son datos de la 
realidad y si nos apartáramos en exceso podríamos estar gene- 
rando una situación que después resultaría, por ejemplo, invia- 
ble, y entonces no tendríamos oferentes al momento de la su- 
basta. 


¿Qué era lo que estaba previsto en aquel momento? El valor 
neto que tenía por concepto de canon fijo era de aproximada- 
mente U$S 5:000.000 y eso es lo que, en este caso, se ha saca- 
do del trato. 


No menos cierto es que, en este momento, hay un conjunto 
de otras condiciones que son distintas. Por ejemplo, están los 
cánones -no previstos- a la consolidación y desconsolidación 
de contenedores, inversiones más altas que las esperadas, y 
estamos planteando -con esto contesto a una de las preguntas 
que se me formularon- fundar las infraestructuras a 14 metros. 
Con esto no queremos decir que el puerto tenga 14 metros; 
quiero señalar, de paso, que cuando se hizo el Puerto de Mon- 
tevideo a principios de siglo, los barcos calaban 7,5 metros y, 
sin embargo, las obras se fundaron a 11 metros de profundi- 
dad. Eso es lo que hoy permite que entren barcos de 10 metros 
de profundidad al Puerto. Cuando uno realiza estos emprendi- 
mientos es razonable que piense que hacia el futuro los barcos 
puedan seguir creciendo de tamaño. Así como lo previeron en 
aquel momento, será razonable que lo hagamos ahora. Sin em- 
bargo, que fundemos obras a 14 metros no quiere decir, bajo 
ningún concepto, que estemos comprometiendo una profundi- 
dad de navegación de ese metraje. 


Por lo tanto, los U$S 2:000.000 surgen de que, por un lado, 
hay un canon fijo que desaparece, cuyo valor actual sería de 
U$S 5:000.000 y, por otro, se contraen más compromisos y exis- 
ten otros cánones diferentes a los anteriores. Sin embargo, no 
debemos olvidar que esa es una base. Personalmente, desearía 
que haya competencia y que no sea por la base, sino por un 
valor sustancialmente superior. Ojalá que así sea, pero no creo 
que hoy estemos colaborando para que ese valor se despegue 
lo más posible. 
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Como es notorio, un acuerdo de oferentes puede tomar la 
base. El señor Senador tiene razón. También puede ser así en la 
licitación, y creo que no hay ningún mecanismo por el que se 
pueda evitar que exista un acuerdo de oferentes. Si lo hubiera, 
de seguro lo hubiésemos utilizado. Tal vez este sea el mecanis- 
mo que le resta discrecionalidad a la Administración y, a veces, 
sobre todo en temas tan controvertidos como este, creo que es 
bueno restársela, quitarle esa famosa ponderación de la bon- 
dad, la maldad o lo no tan bueno de una oferta, y la pondera- 
ción siempre con el precio, porque ahí entramos en el campo de 
la subjetividad. Pienso que no deberíamos seguir maltratando 
un tema tan conversado como este y por eso, en su momento, 
la solución que encontramos fue la del remate público y es lo 
que está recogido en la ley. 


“Las acciones Serie A, que se subastan, son al portador y, 
por consiguiente, ¿pueden servir de base a una inversión ini- 
cial meramente financiera?” Lo que se quiere saber aquí es si 
podría venir un Banco a comprar las acciones y si ese sería el 
rol que jugaría. Efectivamente, lo puede hacer, pero cuando 
compra las acciones, en la medida en que es el dueño de ellas, 
se compromete a llevar adelante todo lo que está en el régimen 
de gestión, es decir, tener tráfico mínimo, cumplir con las con- 
diciones de las inversiones, hacer la integración del capital que 
se compromete, depositar las garantías y nombrar un operador. 
Todos los elementos forman parte de ese compromiso y, si no 
cumple, pierde lo que tiene. 


“Las acciones Serie B de la Administración Nacional de Puer- 
tos también se pueden vender”. Nada lo prohíbe, pero está 
claro que esto se hace al amparo de una sociedad de economía 
mixta. Por lo tanto, siempre tendrá que haber participación del 
Estado para no perder la condición de sociedad de economía 
mixta. De todas formas, tenga más o menos acciones esa Serie, 
siempre pensamos que el Estado va a vender, pero no sabemos 
si necesariamente lo hará. El hecho de que venda o compre 
dependerá de cuáles sean las prioridades del Estado. Si maña- 
na hubiera que vender acciones de la Serie A para atender una 
emergencia nacional de otro tipo, imprevista hoy, tal vez haya 
que vender. Sin embargo, de la misma manera en que el empre- 
sario va a querer retirar su utilidad, no necesariamente el Esta- 
do tiene que retirar la suya y, por lo tanto, podría aumentar su 
participación accionaria si hay procesos de inversión. Según 
como sea el negocio, la rentabilidad va a ser tan buena o tan 
mala, ya sea para el empresario, para el socio privado o para el 
estatal, y en los representantes que el Estado tenga estará el 
velar porque así sea. 


“¿Es ello compatible con el marco legal?” No creo que exis- 
ta ninguna incompatibilidad. “¿Se van a vender?” No es la in- 
tención. 


“¿Qué activos de la Administración Nacional de Puer- 
tos formarán parte de la integración del capital inicial por 
U$S 1:200.000? ¿De acuerdo con qué criterios se realizarán las 
cesiones de uso de bienes, tales como grúas y repuestos?” La 
respuesta es que integran ese U$S 1:200.000 las autogrúas Be- 
llotti, de origen italiano, sobre neumáticos para 40 toneladas 
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con spreader, para 20 y 40 pies, pluma retráctil, motor Fiat -son 
tres unidades- con identificaciones G1, G2 y G3; los elevadores 
Calmar, de origen sueco, sobre neumáticos -son cuatro unida- 
des- con identificaciones El, E2, ES y E9; chatas para 20 tonela- 
das, que son la 23, la 29, la 34, la 36, la 38 y la 40, es decir, seis 
unidades; camiones Scania con quinta rueda, matrículas 370- 
381 y 370-389, o sea dos unidades. Esto totaliza la cantidad a 
que hacíamos mención. Este material no lo tiene solamente al 
señor Ministro, sino que además figura en la página Web que 
la Administración Nacional de Puertos ha puesto en Internet 
para dar la mayor difusión al tema y que lleva el nombre www. 
anp. com. uy. 


Con respecto a si regirá la libertad comercial efectiva o se 
introducirán en los hechos un monopolio privado por la vía de 
los contratos especiales, me parece que la redacción es clara en 
cuanto a que a los contratos especiales hace expresa mención 
el artículo correspondiente del decreto, que expresa que cuan- 
do hay un cliente que es particularmente importante dentro de 
la terminal -porque moverá muchos contenedores, tendrá mu- 
chas escalas de buque o hará un movimiento importante- pue- 
de obtener alguna rebaja de precio. Creo que eso forma parte 
de la práctica comercial normal en cualquier giro. 


Actualmente, creo que ya no existen los monopolios priva- 
dos porque, desde el momento del proceso licitatorio anterior 
hasta el actual, ¿qué ha pasado en el Puerto de Montevideo? 
En aquella instancia, del total de contenedores que se movían 
en el Puerto de Montevideo, en la terminal se movían un 70%, 
y fuera de ella un 30%. En el ínterin, tal vez estimulados los 
operadores privados -si bien se obstinaba, se sabía que este 
tema iba a salir- empezaron a desarrollar un esquema multipro- 
pósito en la terminal, con equipos multipropósito. 


En estos años vimos que primero llegó una grúa multipro- 
pósito, luego vino otra y en este momento está llegando una 
tercer grúa de este tipo. Todas esas grúas empezaron a transfe- 
rir contenedores y buques de la terminal al muelle multipropósi- 
to. Actualmente, por la terminal se mueve el 35%, y un 65% lo 
hace por fuera. O sea que esos operadores, que en aquel mo- 
mento pujaban en grupos distintos, a través del muelle multi- 
propósito han ido armando su propio muelle de contenedores. 
Además, han permitido que sus clientes tengan una oferta que 
hace tres años no tenían. Por eso es que a los gravámenes que 
estamos pidiendo a quien venga hoy a ofertar en la subasta, se 
agrega lo que significa el cambio de las condiciones comercia- 
les que se operaron desde el año 1998 hasta la fecha, porque 
aquella terminal que llevaba el 70% de los contenedores, ahora 
resulta que lleva el 33%. 


Cuando decimos a quien compre y al operador que va a 
estar después, que va a tener que canalizar ese tráfico mínimo, 
le estamos diciendo que va a tener que canalizar carga de la 
región al Puerto de Montevideo porque de otra forma no llega, 
y además va a tener que competir con los que tienen el 65% del 
movimiento en la otra área multipropósito, al lado, que hoy se 
han llevado la mitad del mercado. Entonces, estamos diciendo 
que compitan en la región, que pongan nuestro Puerto en ella, 
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y que queremos que aquí también haya competencia. O sea 
que está claro que monopolio no hay. 


Además, es público -no hemos engañado a nadie, ni al Par- 
lamento ni al sector privado- que en este momento hay proyec- 
tos que están planteando otras condiciones y movimientos que 
tal vez sean competidores, como pueden ser los proyectos del 
Río Uruguay, otros próximos al Puerto de Montevideo o, even- 
tualmente, los que estén vinculados al litoral atlántico. Por lo 
tanto, quien viene y compra tiene que estar muy seguro del 
negocio que hace, porque el peso que recibe sobre sus espal- 
das no es solamente el precio de la terminal. Con relación al 
tema del monopolio privado por la vía de los contratos especia- 
les, creo que queda claro que se trata de un régimen comercial 
normal. 


En cuanto a fijar un precio tope “alto” de U$S 120 por con- 
tenedor, debo decir que el precio actual es de U$S 80 en la 
carga y descarga por operadores privados, de U$S 20 por la 
Administración Nacional de Puertos, de U$S 28 por el uso de 
equipos -que lo cobra la agencia- y de U$S 16 por el uso de la 
infraestructura, totalizando U$S 144. Este precio máximo de 
U$S 120 es el mismo que hubo siempre, y también en el proce- 
so fallido. Actualmente, reitero, el precio es de U$S 144. 


Es decir que le estamos diciendo que consiga todo eso, se 
inserte en la región, compita con la otra terminal, y tenga un 
precio máximo U$S 24 más barato que lo que hoy se está co- 
brando. 


Un elemento que me parece interesante es comparar este 
precio con los de la región. Al respecto, el Puerto de Buenos 
Aires, por estos mismos conceptos, TC 1, TC 2 y TC 3, cobra 
U$S 214 y el de Santos U$S 195. Quiere decir que el precio 
máximo que nosotros establecimos es sumamente atractivo para 
que, efectivamente, las hipótesis de captación de mercado se 
den. No sería razonable que le dijéramos al inversor: “venga y 
capte tráfico”, y resulta que los precios no pueden ser competi- 
tivos ni atractivos. Nosotros luchamos con nuestra geografía a 
favor en ciertos sentidos, pero con los mercados y su localiza- 
ción en contra. Está claro que el mercado del litoral del Brasil 
tiene su propia alternativa portuaria, como así también Buenos 
Aires. Hace muchos años que venimos tratando de que Bue- 
nos Aires se convenza de que nosotros seamos puerto, como 
ella será aeropuerto, porque la verdad es que tenemos un mi- 
llón y medio de habitantes y allá hay catorce millones, por lo 
que parecería que las fuerzas locativas hacen que los aeropuer- 
tos estén de aquel lado; pero el puerto, que necesita el agua, la 
profundidad, estar cerca del océano y poder albergar barcos 
más grandes, debería estar de este lado. Seguramente, muchos 
proyectos están vinculados con este concepto. Entonces, es- 
tamos con un precio máximo razonable, inferior al actual y bas- 
tante menor al de los demás países. O sea que estamos dando 
posibilidad de que, efectivamente, si hay una dinámica, capte 
esos tránsitos. 


¿Por qué son importantes los tránsitos? No lo son solamen- 
te porque vengan, digan “mancha”, y sigan su camino, sino 
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porque en el mundo de hoy todo lo que es la logística es un 
servicio de alto valor agregado. Si vienen contenedores de múl- 
tiples orígenes, que van a distintos destinos, los mismos se 
abren, se reordena la carga en otros contenedores y se reenvía 
a otros destinos. Esa es la parte más atractiva de la actividad 
portuaria, lo cual seguramente estará relacionado con una de 
las últimas preguntas que realizaba el señor Senador Rubio so- 
bre el área a la que estamos haciendo referencia. 


La pregunta del señor Senador dice: “¿No se puede posibi- 
litar una operativa comercial por una empresa trasnacional na- 
viera que lesione la competencia privada y perjudique a los 
importadores y exportadores del país?” No sé por qué esos 
intereses son opuestos o convergentes, pero precisamente si 
de lo que se trata es de los importadores y exportadores, el 
tema es, justamente, tener precios máximos. Cuando uno esta- 
blece precios máximos y no los deja librados a las reglas del 
mercado, lo que está haciendo es decir que tal precio máximo 
corresponde a un costo más una razonable utilidad. Inclusive, 
tenemos un modelo de simulación -creo que sería muy exótico 
verlo en el Senado- por medio del cual nos pusimos como em- 
presarios y tomamos en cuenta las siguientes variables: precio, 
tasa de descuento, canon, precio de la subasta, impuestos, evo- 
lución del tráfico, crecimiento en los escenarios que tenemos, 
tomando en cuenta las coyunturas que, seguramente, aplanan 
las curvas de crecimiento. Con todos esos elementos llegamos 
a integrar los valores que hoy están en este decreto. Cabe 
destacar que recibimos enorme cantidad de planteamientos por 
parte de las empresas, todos en el sentido de aumentar este 
precio. Las últimas propuestas que recibimos eran para subir 
de U$S 120 a U$S 140, e incorporar un concepto con el cual se 
podían mover mejor con algunos otros compromisos que las 
propias empresas tenían por poseer terminales dentro de la re- 
gión. 


Es posible que pueda venir una empresa transnacional na- 
viera y oferte, pero también puede hacerlo un operador portua- 
rio, un banco e, incluso, las empresas locales y nacionales. Hay 
que tener presente que estamos hablando de U$S 2:000.000 de 
base. ¿Estamos hablando de tanto? ¿No pueden las empresas 
nacionales enfrentar una compra de U$S 2:000.000 de base, de 
U$S 5:000.000 o del valor que sea? Las grúas que compraron, 
valen U$S 3:000.000 cada una. ¿No tienen acceso al crédito 
para estos niveles? 


Por lo tanto, el empresario nacional tiene la oportunidad de 
participar al momento de la compra de las acciones. ¿Para qué 
se han asociado empresas que tienen que competir en el Puerto 
con el nombre de MONTECON S.A.? ¿Acaso para dejar de 
competir en el Puerto? Si eso fuera así, deberíamos tomar medi- 
das en ese sentido. Supongo que se han asociado porque es- 
tán mirando la terminal de contenedores y porque se van a 
presentar en forma conjunta. Yo debería pensar que es así. 


Si viniera un operador que representara a una naviera, ¿cuál 
es el inconveniente si tiene los precios máximos? ¿Están exclui- 
dos o no por las condiciones indicadas en el numeral 2.1.1, que 
se establecen para la selección de operador especializado, las 
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empresas nacionales que operan en la actualidad? A esta altura 
del partido no sé cómo está MONTECON S.A., pero ésta -o las 
empresas que están allí- puede participar bajo dos caracteres. 
Uno, consiste en comprar las acciones y después buscar un 
operador en el mundo, al que le dicen: “Mire, deseamos que 
usted sea el que venga a operar con nosotros esta terminal, 
pero nosotros, que procuramos aportar nuestro conocimiento 
y equipos, queremos -porque somos los dueños de las accio- 
nes- que coparticipen con nosotros”. ¿Cuál es el problema? ¿Es 
que quiero estar a salvo y escudado frente a cualquier circuns- 
tancia? Si resulta que no compro las acciones, entonces quiero 
tener la condición de operador. Ahí es donde decimos que si 
queremos un puerto de verdad, también queremos un operador 
de verdad. ¿Y que puedan coparticipar? Cómo no. Pueden ha- 
cerlo: en condiciones de socios, de una empresa más que tra- 
baja en el tema o en carácter de subcontratistas. Si no pudieran 
realizarlo en ninguna de esas tres maneras, en el muelle multi- 
propósito que está al lado tienen la alternativa de efectuarlo. Sí, 
no tienen la posibilidad de que hoy se genere un monopolio 
privado con las empresas que ya están. 


¿Se trata de una terminal especializada o polivalente? Es 
una terminal especializada, de contenedores. En cualquier lugar 
del mundo una terminal de contenedores siempre mueve algu- 
na cantidad de carga general. Esa es una práctica habitual. En 
este caso, se está diciendo que los barcos grandes no pueden 
traer más de un 10% de su carga que no sea “contenerizada” y 
los más chicos, un 50%, respectivamente. Eso es lo normal. Un 
barco que vaya a Paraguay, razonablemente va a llevar la carga 
que haya para ese país, es decir, en las bodegas transportará 
carga general o paletizada y, por otro lado, contenedores. Un 
barco grande que llegue también puede encontrar necesaria- 
mente alguna carga por el destino o por la conveniencia. Si 
excede eso, tendrá que pedir autorización a la Administración 
Nacional de Puertos. 


Insisto en que aquí se trata de una terminal de contenedo- 
res y todas las inversiones que requieren son a esos efectos. 
Esto no quiere decir que no se hagan otras Operaciones que 
aquellas de la carga, descarga y almacenaje. Ese es otro con- 
cepto y allí hay intereses que seguramente no quieren que esas 
Operaciones se hagan. 


¿No es extremadamente bajo el canon que se recibirá? El 
canon variable es el que estaba previsto. Antes había uno fijo 
y otro variable, pero en ese entonces no había precio. Pero, 
además del canon que se establece para la Administración Na- 
cional de Puertos, aparece uno nuevo, que no estaba en las 
modalidades anteriores. En éstas no preveíamos cánones sobre 
las actividades de consolidación y desconsolidación, pero ahora 
sí los tenemos previstos. 


Por lo tanto, en contestación a una de las preguntas res- 
pecto a cuánto percibía o dejaba de recaudar la Administración 
Nacional de Puertos con esta situación, debo decir lo siguiente. 
Por un lado, va a dejar de percibir por un concepto y, por otro, 
va a aumentar la percepción por un concepto diferente. Cuando 
lleguemos a ese punto, haremos referencia a los números. 
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¿Qué ingresos nuevos se estima percibir en los primeros 
diez años? ¿Qué ingresos se dejan de percibir en igual período? 
Esto hace a lo que recién estábamos comentando. Según los 
números que obran en nuestro poder, los menores ingresos 
van a ser de U$S 4:000.000 anuales por estos conceptos y los 
menores costos van a ser de U$S 2:500.000 anuales. Pero, al 
mismo tiempo, aparecen otros ingresos que tiene la Adminis- 
tración Nacional de Puertos por los conceptos de los cánones 
que acabamos de referir, aparte de lo que reciba por las merca- 
derías, que es otra cosa. Esto se mantiene; y si hay más comer- 
cio en el país, será superior, aunque si es de tránsito no será 
tan relevante. 


¿Qué inversiones se asume por la Administración Nacional 
de Puertos para los próximos diez años discriminadas en inver- 
siones en la terminal de contenedores, en dragados, etcétera? 
Se ha sostenido que las inversiones obligatorias de la so- 
ciedad anónima serán del orden de los U$S 100:000.000 a 
U$S 150:000.000. Se supone que si la Administración Nacional 
de Puertos mantiene la propiedad del 20% del paquete acciona- 
rio, deberá realizar un aporte en capital de inversiones en co- 
rrespondencia. 


¿Qué transferencias de o hacia Rentas Generales se asumen 
para los primeros diez años? No sé si interpreto correctamente 
lo que se pregunta, pero debo decir que todas las inversiones 
que estamos planteando para la playa de contenedores las hará 
la sociedad anónima. No tenemos previsto que el Estado reali- 
ce inversiones que no sean las que haga dicha sociedad anóni- 
ma. 


Con relación al dragado hay una ley de 1913 que establece 
la misma obligación que se fija acá a fin de que quien viniera a 
interesarse no tuviera que remitirse a esa ley. Los diez metros 
que asegura el régimen de gestión son los que establece la ley 
de 1913, por lo que nuestro compromiso está establecido por 
ley. Además, si no lo hubiéramos establecido en el régimen de 
gestión igual estaría vigente y hubiera sido responsabilidad del 
Estado uruguayo, pero no hay otro compromiso. Es posible 
que haya intenciones y el hecho de fundar a catorce metros los 
muelles puede significar una perspectiva para el inversor de 
que en un futuro habrá mayores profundidades, pues nadie 
funda a catorce si se va a mantener la profundidad de diez 
metros. Seguramente esto podrá ocurrir, pero el régimen de ges- 
tión no establece ningún compromiso más allá de los diez me- 
tros fijados por ley. Si fuera a profundizarse -lo que tal vez sería 
deseable y podemos llevar a doce metros la profundidad de los 
canales sin necesidad de contar con un aval explícito argenti- 
no- oportunamente se realizará un acuerdo en el cual tendre- 
mos que estudiar las condiciones a exigir no sólo a la terminal 
de contenedores, sino a todos los usuarios del puerto de esa 
diferencia entre diez y doce metros, a fin de que puedan soste- 
ner por el sistema de los precios el mayor costo que implica la 
obra inicial y el posterior mantenimiento de ese aumento en la 
profundidad. Lo que queda claro es que la Administración Na- 
cional de Puertos no se obliga a otra cosa más que lo que se 
establece por la ley de 1913. 
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Es interesante leer el Mensaje de Don José Batlle y Or- 
dóñez a la Asamblea General en 1911: “Al plantear el funda- 
mental problema de dragado, atendiendo la imperiosa necesi- 
dad de ampliar las obras del puerto de Montevideo cuyas pro- 
porciones limitadas se han puesto de manifiesto aun antes de 
ser habilitado definitivamente al servicio público, el Poder Eje- 
cutivo inició a raíz de la sanción de la ley de superestructura 
del 11 de mayo de 1911 una serie de estudios y reconocimien- 
tos en toda la bahía, con el objeto de obtener datos indispen- 
sables para la preparación del proyecto ampliatorio. Obtenidos 
esos datos, se inició la preparación del plan completo de am- 
pliación del puerto, próximo a terminarse en estos momentos y 
del que se ha desglosado la parte relativa a la profundización 
del mismo que se acompaña a este Mensaje para ser considera- 
da por separado, dada la urgencia que ella requiere y el interés 
del Alto Cuerpo por considerarla a la mayor brevedad. Como 
verá el Alto Cuerpo, el plan de profundización adjunto com- 
prende los dragados a las máximas profundidades permitidas 
que impone la naturaleza de los fondos encontrados en deter- 
minadas zonas, estableciendo como finalidad del programa la 
profundidad a doce metros bajo el cero en el canal de acceso al 
puerto y en las dos nuevas dársenas que forman parte del plan 
de ampliación a enviarse a ese Alto Cuerpo”. 


Los otros días lefamos este Mensaje a raíz del aniversario 
del Puerto y veíamos cómo el ingeniero Kumer se había dado 
cuenta de la importancia de llevar la profundidad del puerto a 
diez metros aunque los barcos eran de 7.50. Como se verá, el 
tema del canal y de la profundidad viene de larga data; apenas 
tiene 90 años. 


Se ha sostenido que las inversiones de la sociedad anóni- 
ma serán del orden de U$S 100:000.000 a U$S 150:000.000. Creo 
que las inversiones rondan estos valores si contabilizamos a 
valores corrientes todas las inversiones que se han previsto y 
que tenemos en los modelos de simulación que hemos utiliza- 
do. El hecho de que la Administración Nacional de Puertos 
mantenga la propiedad del 20% del paquete accionario, no im- 
plica que ésta sea la que tenga que invertir, porque también lo 
puede hacer el operador. Entonces, ¿qué puede pasar? Que la 
sociedad solicite un préstamo contrayendo una deuda para rea- 
lizar las obras, pero eso se manejará de forma privada. ¿No es 
esa la forma más normal en que una empresa se desarrolla cuan- 
do ante un buen negocio comienza su actividad? 


También se pregunta acerca de qué transferencia de o hacia 
Rentas Generales se asume para los primeros diez años, pero 
quisiera saber si estamos hablando de la sociedad anónima. 


SEÑOR RUBIO.- Me refiero a la Administración Nacional 
de Puertos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Walter Riesgo) 


SEÑOR MINISTRO.- La Administración Nacional de Puer- 
tos es un mundo que no sólo refiere a este tema sino a muchos 
más. Dicha Administración, al igual que las empresas públicas, 
actualmente paga los impuestos que corresponden. Por ejem- 
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plo, está pagando el Impuesto al Patrimonio y en este momento 
se está revalorando el patrimonio porque en algún momento se 
valoró para obtener un crédito externo y hoy parecería que es 
excesivo. Seguramente es razonable que la Administración Na- 
cional de Puertos, como todas las empresas públicas, le pague 
al propietario una rentabilidad, si es que la tiene. Quisiera hacer 
una reflexión particular sobre la Administración Nacional de 
Puertos como empresa diferenciada de las otras empresas pú- 
blicas. Otras empresas no tienen que competir. Por ejemplo, la 
energía eléctrica y el agua no tienen que hacerlo, y los combus- 
tibles, por lo menos por ahora, tampoco. Sin embargo, los puer- 
tos deben competir en la región con el de Buenos Aires y con 
los de Brasil, porque si no lo hacen se les acaban los ingresos. 
La carga rápidamente se desvía como rápidamente lo hizo en el 
pasado, cuando por algunas circunstancias le pusimos al Puer- 
to de Montevideo un cargo, una ineficiencia o un riesgo. Es 
decir que esta empresa tiene que vivir en competencia, no sólo 
en el Puerto de Montevideo sino en los demás puertos del 
país. 


Otra pregunta refiere a si no se adopta un mecanismo de 
absorción de funcionarios gravoso y sin garantías para los mis- 
mos. Al respecto debo decir que primará la libre decisión de 
cada funcionario. Considero que hay funcionarios que están 
allí desde hace muchos años, tienen su “know how”, conocen 
los equipos y realmente los han hecho rendir. Digo esto por- 
que si bien la grúa “Inta - Eimar” tiene cerca de 30 años, se la 
ha conservado. Cada poco tiempo deja de funcionar y sin em- 
bargo se la repara y saca adelante. Es decir que estos funciona- 
rios cuentan con tecnología y si la grúa queda, lo más lógico es 
que también queden ellos porque son los únicos que conocen 
bien su trabajo. Por lo tanto, aquí hay una posibilidad. Ahora 
bien, ¿qué es lo que se reconoce por cada funcionario que 
absorba la empresa? Seiscientos dólares mensuales. 


El promedio de lo que los funcionarios de la ANP le cues- 
tan a esta Administración alcanza los U$S 1.200 mensuales, 
incluyendo remuneraciones y leyes sociales. En realidad, esta- 
mos hablando de U$S 600, que es lo que se reconoce para que 
haya un estímulo a fin de que el empresario o el operador ven- 
gan y tomen ese personal. Reitero que esta es una ventaja que 
damos a razón de U$S 600, cuando tenemos un costo de alrede- 
dor de U$S 1.200. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Disculpe, señora Senadora, pero qui- 
siera terminar mi exposición. 


En cuanto a las garantías, puedo decir que ellas serán las 
que ofrezca el régimen laboral que tiene cualquier trabajador de 
la actividad privada portuaria. Por supuesto que nadie va a 
obligar a los funcionarios a que se vayan; simplemente, si los 
absorben, tendrán un reconocimiento. Asimismo, se tratará de 
un acto de libre decisión por parte del funcionario y, si decide 
irse, la empresa contará con ese elemento, que podrá usarse al 
momento de una negociación salarial con quien sea absorbido. 
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Además, será de conocimiento del trabajador que esta posibili- 
dad existe. 


¿No son muy fuertes los compromisos de dragado? Res- 
pecto de esta pregunta, debo expresar que aquí quedó claro 
que en cuanto al dragado, el Estado se compromete a lo que 
establece la ley, y no a otra cosa. Lo demás será objeto de otro 
acuerdo, donde habrá que ver cómo será el proceso de draga- 
do y las profundizaciones posteriores, pero está claro que eso 
es una adenda al contrato. A todos los efectos prácticos, es 
como si fuera un contrato nuevo, por lo que allí habrá que fijar 
condiciones. En ese caso, estará en la capacidad de quienes 
estén representándonos en la sociedad de economía mixta, en 
la Administración Nacional de Puertos y en el Poder Ejecutivo, 
hacer un acuerdo favorable para el desarrollo del país. O sea 
que, si se va a profundizar, que se haga, pero que se sepa 
quién lo va a pagar y cómo lo hará. Es correcto que se garanti- 
za el dragado a 33 pies y hay otros detalles que ya hemos 
aclarado. O sea que si en forma trianual surge la conveniencia 
de una profundización, esta se firmará o no, ello dependerá de 
las consideraciones y negociaciones que se hagan en su mo- 
mento. 


Respecto a las interrogantes que figuran en décimo lugar, 
relacionadas con las sanciones para la ANP en caso de incum- 
plimiento y la severidad de las sanciones para el Estado por 
incumplimiento en materia de dragado, me parece que hay que 
explicar de qué estamos hablando. La única obligación que se 
pone a la ANP y que figura en ese extensísimo decreto de 
ochenta páginas, es la de mantener la profundidad de acceso, 
lo que parece de Perogrullo. Además, insisto, esto es ley y 
supone una obligación, por lo que si no lo hubiéramos puesto, 
sería lo mismo. 


Si resultara que la Administración Nacional de Puertos no 
mantuviera el canal de acceso a 10 metros y los barcos no 
pudieran entrar, sería razonable que no les cobráramos el ca- 
non que tienen que pagar, sino una cuota parte de él y que, de 
haber un lucro cesante, fuera de consideración. El otro caso de 
lucro cesante que hay en todo esto no se refiere a este tema del 
dragado. También hay una previsión de lucro cesante cuando 
el Estado ejerce una opción, que recoge este decreto, y que 
también podrá ejercer quien venga. Me refiero a la del rescate 
anticipado. De producirse un rescate anticipado, se puede re- 
vertir la concesión; evidentemente, será por razones de interés 
público, pero lo que está claro es que al privado se le debe 
reembolsar. ¿En qué consiste el reembolso? Sería más que razo- 
nable que las inversiones no amortizadas se reembolsen. ¿Qué 
otro elemento? El lucro cesante. ¿De cuánto? Precisamente, esto 
es lo que se limita en la reglamentación, que se refiere a cinco 
años de lucro cesante. Por ejemplo, si esa decisión se tomara al 
cabo del año 10, no se trataría del lucro cesante de los veinte 
años siguientes, sino que la reglamentación acota el derecho a 
este lucro por cinco años, siempre que el Estado haya tomado 
la decisión unilateral de rescate de la concesión. 


¿Cuál es el plan estratégico en materia de dragado? La ver- 
dad, me gustaría contestar esta pregunta, pero creo que sería 
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mejor dejar la respuesta para otro día, porque no hace al tema 
del dragado que estamos tratando. En lo que respecta a ese 
plan, hemos estado conversando en la Comisión de Transporte 
y Obras Públicas y creo que también surgió en el momento de 
la interpelación, pero me parece que es harina de otro costal. 
Sin embargo, diría que hay algunas decisiones tomadas en esta 
materia. Una de ellas tiene que ver con que el Puerto de Monte- 
video tenga siempre la misma profundidad que el acceso al de 
Buenos Aires. Lo que, en adición, se vaya incorporando -que 
significaría tomar ventaja con relación al Puerto de Buenos Ai- 
res- sería deseable que, en lo posible, se pagara con los pre- 
cios. La otra condición, aunque no la paguen los precios, la 
tenemos que mantener, es decir que si Buenos Aires profundi- 
za, nosotros también tendremos que hacerlo. También habrá 
que discutir con ese puerto si la profundización se realiza más 
allá de determinados niveles, que nos obligue a costos excesi- 
vos, y si eso es o no un derecho que ellos tienen, sin que 
genere una indemnización hacia nuestro país. En definitiva, rei- 
tero, se trata de mantener la misma profundidad que Buenos 
Aires y que ese desarrollo se pague con los precios de los 
avances en tal sentido. Habrá que tratar de no tener una com- 
pensación de subsidios internos dentro de las distintas activi- 
dades de la Administración Nacional de Puertos. 


Creo que el plan de dragado es mucho más amplio, implica 
todas las vías de comunicación del Río de la Plata hacia Nueva 
Palmira, el Río Uruguay, y estas parecen ser las posibilidades 
de los cambios de trazado del canal en caso de ir a mayores 
profundidades de 12 metros, sin embargo, se volvería un tema 
demasiado vasto. En lo que tiene que ver con este asunto, lo 
importante es que el dragado se asegura a 10 metros y ese es el 
compromiso de la Administración Nacional de Puertos. Por otro 
lado, existe la voluntad de ir a más metros hacia el futuro, pero 
eso será objeto de otro contrato. 


Con relación a la pregunta que tiene que ver con el rescate, 
por la que se consulta si el pago de todas las inversiones no 
amortizadas, con el agregado del lucro cesante por cinco años, 
no vuelve irreversible el proceso además de constituir una fuen- 
te de diferendos de toda clase, debo decir que creo que no. 


Precisamente, al poner límite al lucro cesante lo que hemos 
logrado es acotar; lo que estamos diciendo es que se trata de 
cinco años. Si no lo hubiéramos hecho, y en una interpretación 
muy amplia, podríamos haber llegado a mencionar todo el pe- 
ríodo de concesión y, eventualmente, la prórroga que podría 
darse. Es por eso que lo limitamos a cinco años. Por otra parte, 
este plazo no es porque sí, puesto que cuando las concesiones 
están llegando a sus últimos años, comienzan a presentarse 
problemas con los concesionarios. Generalmente, el concesio- 
nario está desalentado en hacer inversiones a largo y mediano 
plazo y, como sabe que se va, los servicios que presta son de 
menor calidad. Entonces, este plazo de cinco años hace que, 
digamos, en la cola se pueda tomar una decisión de reversión, 
s1 es que se considerara necesario. 


Otra pregunta es si no se asume una concesión espacial 
territorio-espejo de aguas absolutamente desmesurada y en qué 
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hipótesis de desarrollo, inversiones y utilización resulta expli- 
cable. Se expresa que espejo para desplazamiento marítimo con 
esa profundidad y en ese lugar, no parece razonable con una 
profundidad promedio de dos metros; que expansión de la pla- 
ya más allá del plan maestro, no parece compatible con el sus- 
tento urbano territorial de la ciudad de Montevideo y que, si se 
piensa incorporar otros proyectos, debería establecerse en las 
bases. 


En ese sentido, me gustaría, en primer lugar, aclarar algo 
que -creo- surge a raíz de un error de lectura del decreto. En el 
decreto está claro y explicado -por un lado, en el texto y, por 
otro, en una figura- el límite. ¿Qué dice esa figura? “Límite máxi- 
mo del área”. Lo que se está haciendo aquí con relación a la 
empresa Terminal Cuenca del Plata S.A. es obligarla a aumentar 
los puestos de atraque al correr del muelle de escala y, también, 
a tener un respaldo de terminal de contenedores detrás, para 
que no se vea obligada a trabajar con el -digamos- preestibado 
de contenedores y tener una propia playa de espera. Eso es lo 
que está dibujado allí. 


¿Cuál es la situación? ¿Resulta o no necesario ampliarse 
hacia atrás, del mismo modo que hoy el muelle de escala tiene, 
para atrás, una franja de 400 ó 500 metros? Eso es lo razonable; 
esa es el área que corresponde. Entonces, ¿cuál es la diferen- 
cia? Aquí no se dice que toda esa área es la que se va a dar, 
sino que el máximo a que puede aspirar es esa línea a partir de 
la cual los muelles y el atraque, que no son parte del negocio 
de la terminal, pasan a estar dentro de la jurisdicción de la 
Administración Nacional de Puertos. Todo es de la ANP; no 
olvidemos que aquí no vendemos nada. No vendemos ningún 
activo, sino que damos el derecho de uso que, al final de lo que 
establece la ley, puede ser cancelado. Lo que sucede es que, 
en el largo plazo, el Estado está comprando y no vendiendo; 
está adquiriendo, en cómodas cuotas anuales, un activo que le 
va a quedar. Probablemente, si el negocio es exitoso buscará 
otra empresa - O la misma- y renegociará las condiciones. 


En conclusión, ese espacio no se está dando, sino que es el 
máximo que puede ocupar. ¿Qué se va a hacer en él? Si se fuera 
a usar todo el espacio, creo que los aquí presentes tendríamos 
que tirar cohetes para festejar, puesto que ello supondría la 
necesidad de rellenar la bahía para disponer de un lugar mayor 
para más contenedores o que, de pronto, resultaría necesario 
armar otro muelle de atraque para barcos de gran porte, en 
función de que eso tendría la posibilidad de ubicarse sobre el 
canal de acceso. Por lo tanto, esto hubiera resultado un éxito 
tremendo, mucho más de lo que hoy, modestamente, estamos 
pensando es el escenario razonable. Precisamente, este es al 
que se hacía mención en las licitaciones anteriores. Hoy esta- 
mos en un escenario hasta más optimista; pero repito que aquí 
estamos hablando de un límite máximo y ello no significa que 
se trate de un área de concesión de uso. Será si la empresa la 
rellena, la pavimenta y pone los equipos, porque en ese caso 
tendrá derecho a usar toda el área delimitada de que se da 
cuenta en el decreto. La verdad es que nos gustaría que lo 
hiciera para que hubiera una zona de logística que agregara 
valor a ese comercio y hubiera más trabajo allí. El Puerto no 
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puede conformarse con cargar y descargar, como tampoco Nue- 
va Palmira puede conformarse con cargar y descargar soja. De- 
bería hacerlo, pero también mandar la carga por la zona franca y 
transformarla en aceite para sacarlo por el puerto, como pro- 
ducto elaborado. En régimen de puerto libre, no se puede agre- 
gar transformación de los productos, pero afuera -es decir, al 
lado de los puertos- sí se pueden hacer esas operaciones. Si 
esto se produjera, sobre la inversión de U$S 100:000.000 esta- 
ríamos hablando de U$S 150:000.000 adicionales, con lo cual 
nuestra expectativa se hubiera magnificado en forma extraordi- 
nara. 


Por otra parte, si fuera así y la empresa hace uso de esto 
-nadie va a construir algo que no use- tendrá que pagar a la 
Administración Nacional de Puertos los cánones correspon- 
dientes por los contenedores que moverá, que estimamos en 
alrededor de U$S 5:000.000 por año. Por lo tanto, ojalá fuera 
este el caso, es decir, que toda esa área se transforme en un 
lugar efectivamente utilizado por Terminal Cuenca del Plata S.A.,; 
eso sería lo mejor que le podría pasar a nuestro puerto. 


Ese espejo, además, tiene fondo rocoso o sea que se usa 
para rellenarlo, puesto que queda claro que no hay otro uso 
alternativo. La Escollera Sarandí ya tiene 100 años y creo que 
lo único que estaba en esa zona era la balsa del Club Neptuno. 


Con relación a lo que se señala en cuanto a que no parece 
compatible con el sustento urbano territorial, creo que no se ha 
entendido dónde están los contenedores. ¿Están en el creci- 
miento del mercado interno uruguayo, de la importación y la 
exportación? No, fundamentalmente van a llegar por agua y 
también se van a ir por agua; van a llegar por grandes buques 
y se van a ir por buques pequeños hacia adentro de la región. 
También van a llegar por buques chicos y se van a ir en bu- 
ques grandes hacia fuera de la región. Por lo tanto, si decimos 
-esto lo hemos repetido muchas veces- que el Uruguay exporta 
U$S 250:000.000 de servicios al tránsito, que está atendiendo 
un 29 del mercado cuando podría hacerlo en un 10% y que, si 
se multiplicara por cinco tendríamos U$S 1.250:000.000 de ex- 
portaciones de servicio al comercio, estamos hablando de algo 
muy importante, puesto que supone algo así como el 40% de 
las exportaciones del país. 


No estamos diciendo que es una cosa menor y en esto 
coincidimos con el señor Senador Rubio en que es un tema 
importante. 


Si se piensan incorporar otros proyectos deberían estable- 
cerse en las bases. Lo que se puede hacer es lo que se hace en 
la Terminal “Cuenca del Plata S.A.” de contenedores. Por ejem- 
plo, si mañana encontráramos que la Terminal Cuenca del Plata 
tiene un proyecto de poner una grúa de graneles, le diríamos 
que no porque es una terminal especializada. En tal sentido, se 
lo negarán nuestros representantes en el Directorio, el Directo- 
rio de la Administración Nacional de Puertos y el propio Poder 
Ejecutivo, y se le dirá que no pueden ser operadores de grane- 
les porque no fue para eso que se creó la terminal de contene- 
dores. 
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¿Qué se hará con la dársena fluvial y con los depósitos de 
la Marina? Este es un tema que no está comprometido en el 
Reglamento. Lo que sí se dice, porque es obvio, es que si se 
libera el predio que está al lado de la terminal de contenedores, 
es lógico que el que esté en la terminal de contenedores tenga 
una especie de derecho de ser primero porque es a quien le va 
a resultar más útil. El lugar donde hoy en día se encuentra la 
Armada Nacional debería ser un muelle fluvial de embarcacio- 
nes más pequeñas y habría que dejar el muelle de escala para 
las embarcaciones más grandes. Este tema, repito, no está com- 
prometido y a todos nos parece razonable, es decir, a la Arma- 
da Nacional, a los representantes del Puerto, a los interesados 
y a nosotros, y creo que basta con mirar el plano para darse 
cuenta de que es obvio que esto que está al lado de la playa de 
contenedores y el martillo que hace el muelle, tendría que estar 
incorporado. Pero, insisto, no hay compromiso con relación a 
esa área. 


“¿No se estima que pueden existir importantes condiciona- 
mientos en materia de soberanía en la medida en que se instala 
una macroestructura en la puerta de entrada y salida del Puerto 
de Montevideo con estas características? No me parece. En 
realidad, tendría que tomar algunas clases sobre este tema, por- 
que conozco poco del asunto. Pero me pregunto, ¿cuándo per- 
demos más soberanía? ¿Cuando dejamos que los otros puertos 
se lleven las cargas que podríamos manejar nosotros o cuando 
ponemos las facilidades para llevarnos las cargas que ahora se 
llevan los demás? Creo que nosotros ganamos soberanía y no 
la perdemos. 


¿No se está a tiempo para enmendar errores en los aspectos 
económicos y no económicos? Creo que, por suerte, los hom- 
bres no somos perfectos, nos equivocamos, tenemos errores y 
creo que siempre hay tiempo para enmendarlos. Sin embargo, 
entiendo que en este caso no es necesario; considero que se 
ha desarrollado un procedimiento correcto que va a llevar lo 
que fija la ley, y para cambiarlo no tendríamos otras alternati- 
vas, más que volver a hacer nuevamente un largo camino de 
reforma legislativa a la ley y, a su vez, al decreto, etcétera, lo 
cual sí llevaría a la desazón de la gente que hoy está preparán- 
dose para esta subasta, lo que es bastante complejo. En tal 
sentido, es necesario llevar a cabo una cantidad de elementos 
porque en 10 días una sociedad interesada tendrá que poner el 
cheque en el momento del remate, a los pocos días deberá 
integrar el 80%, conseguir créditos, encontrar garantías, etcéte- 
ra. Normalmente, serán asociaciones de empresas múltiples; no 
creo que una sola empresa haga todo esto, por lo cual van a 
ser distintos intereses convergentes que van a estar asocián- 
dose, lo que implica tiempo de armado interno, tiempo de con- 
seguir cada uno sus cosas para poder presentarse en forma y 
armar su estructura societaria. Probablemente, nos vamos a en- 
contrar con que el oferente en la subasta sea una sociedad 
anónima que desconocemos, en donde estarán seguramente, 
vinculadas empresas que sí conoceremos. Cada uno de esos 
actores tendrá que poner su situación en orden para llegar al 
momento de la subasta y cumplir con todas las condiciones 
que allí se solicitan y que el régimen de gestión exigirá des- 
pués. Por lo tanto, me parece que cuando estamos con una 
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“gatera” en determinado punto, tenemos que mantenerla en 
ese lugar. 


En este momento está circulando este documento que ten- 
go sobre la mesa: “Terminal de Cuenca del Plata Sociedad Anó- 
nima. Prospecto de subasta pública”, cuyo contenido está re- 
cogido en Internet. Si solamente fuera por el costo, valdría la 
pena no seguir postergando estas cosas, pero además, insisto 
que es muy complejo el hecho de armar una sociedad para 
presentarse a la licitación porque son muchos los requisitos. 
Puede ser que tengamos una gran frustración y no haya nadie 
que lo quiera comprar, pero si hay un interesado le dolerá la 
billetera si tiene que pagar y después hacerse responsable de 
todas las cosas sobre las que lo queremos responsabilizar. No 
deseo darle miedo a los inversores mencionándoles las cosas a 
las que se comprometen. Es mejor que ellos lean el reglamento 
y luego nosotros le exigiremos lo que corresponda. 


Creo que quedó alguna otra pregunta formulada por el se- 
ñor Senador Rubio en su presentación inicial. Hay un tema que 
me pareció importante y en varias oportunidades he visto que 
hay confusión. Me refiero a la Ley de Puertos que establece un 
régimen muy claro que dice que es el sector privado el que 
trabaja en el puerto. En tal sentido, la ley dice que en aquellas 
circunstancias en que la Administración Nacional de Puertos lo 
considere necesario lo podrá hacer la Administración Nacional 
de Puertos, pero la norma, lo regular, es que sea el sector priva- 
do. Entonces, la tendencia futura de la Administración Nacio- 
nal de Puertos es lo que dice la Ley de Puertos. Por eso es que 
hoy en día tenemos múltiples operadores privados, por ejem- 
plo, en los depósitos, en los servicios de carga y descarga, en 
los servicios a los buques, a la mercadería, etcétera. Se podrá 
estar de acuerdo o no con la Ley de Puertos, pero allí se esta- 
bleció que la norma es la operación privada y la excepción se 
hará cuando la Administración Nacional de Puertos así lo esti- 
me. Por lo tanto, en la terminal de contenedores las grúas han 
sido operadas por el Estado pero la operación en tierra ha esta- 
do a cargo de los operadores. Así, sucesivamente, podríamos 
decir que la mayor parte de los servicios están a cargo de los 
actores privados. 


En lo que respecta al Puerto de Fray Bentos y, a pesar de 
no ser el tema que hoy tenemos a consideración, lo más claro 
es el mandato por el cual el Parlamento nos estableció en una 
cláusula especial la obligación de realizar las obras. 


Me voy a permitir una reflexión final sobre el tema. Veo a 
ese puerto como una gran posibilidad ya que, de lo contrario, 
hoy no estaríamos analizando todo ese programa de infraes- 
tructura que mira hacia allí y, además, está la posibilidad de que 
haya otros puertos alternativos. Todo esto forma parte de una 
idea de país ya que aspiramos a que Uruguay sea a América lo 
que Holanda es a Europa, ubicado en ese mismo enclave. Por 
alguna razón, tanto los portugueses, los brasileños como los 
argentinos durante tanto tiempo pasaron de un lado para el 
otro y se morían por tener esto. Por algo Lobo fue a la Colonia 
del Sacramento, por algo se fundó el Puerto de Montevideo así 
como también la ciudad y por algo este territorio tan chico fue 
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tan codiciado. No conozco mucho sobre la historia del resto 
del continente, pero creo que pocos lugares experimentaron 
tanta disputa. No nos olvidemos de las Invasiones Inglesas y 
de lo que fue la participación de Francia, que miraba con tanto 
interés la zona. 


Cosas como éstas a veces nos llevan a pensar que Uru- 
guay es el ombligo del mundo pero, en realidad, esto no debe- 
ría ser tan así. Me parece que ese es el concepto de infraestruc- 
turas integradas y puertos. Hablamos de puerto en dimensio- 
nes diferentes, de alta rotación y no un puerto depósito como a 
veces vemos. Nosotros deberíamos tener los depósitos fuera 
del Puerto, para que solamente estuviera allí lo que todos los 
días se carga y descarga de los buques. Á su vez, tendríamos 
que disponer de zonas de actividad logística, áreas de depósi- 
to, de consolidación y de marcado fuera del puerto, que no 
estuvieran afectadas por la no incorporación de valor. En defi- 
nitiva, me refiero a que esquemas que hoy ya practica, por 
ejemplo, para extrazona, la zona franca de Montevideo, podrían 
aplicarse para la intrazona u otras actividades que pueda haber 
en régimen de zona franca. 


No podemos dejar de reconocer que esto es un emprendi- 
miento que seguramente será mérito del sector privado, pero 
que hoy en día no es exitoso. Hace ocho o diez años la ruta 8 
era un potrero y en la actualidad es uno de los desarrollos más 
importantes que hay. Es allí que aparece el proyecto que se 
viene manejando de la ZAL, que es la Zona de Actuación Lo- 
gística, que puede estar tanto fuera como dentro del Puerto. 
Esa área del adicional a la que hacía referencia el señor Senador 
puede resultar conveniente en lo que respecta a la actuación 
logística para después salir desde acá con la distribución flu- 
vial hacia los distintos mercados que tenemos. Hoy lo estamos 
pensando afuera. Además, queremos que el Puerto se comple- 
mente con otros modos. Por ejemplo, va a venir un cargamento 
de madera de Rivera a Montevideo y para sacarla de las carre- 
teras valdría la pena empezar a hacer la renovación ferroviaria. 
Pero ese tren va a ir vacío y entonces tenemos oportunidad de 
que lleve contenedores que hayan bajado en el Puerto de Mon- 
tevideo, así va y vuelve cargado y no hay falso flete. Cuando 
va cargado termina en la frontera y en el acuerdo comercial que 
se realice por parte de AFE o de algún privado engancha con 
ALL o con quien esté en ese momento y, entonces, el “hinter- 
land” portuario de Montevideo, en lugar de tener un radio de 
600 kilómetros -que es lo que hoy tiene- pasa a tener un radio 
de influencia de 1.500 ó 1.600 kilómetros, abarcando Santa Ca- 
tarina, el sur de Paraná, Río Grande, Misiones, Corrientes y la 
zona más desarrollada de Paraguay. Esa es la dimensión que 
tenemos que pensar y jugar en la cancha grande, donde ya 
jugó este país y debe seguir haciéndolo. Digo esto en el senti- 
do de mirar a la región como un mercado atractivo, es decir, a lo 
que está más próximo. Tal vez con Amapá o con Río Gallegos 
poco tenemos que ver, pero sí lo tenemos con todo eso que es 
Santa Fe, Córdoba, Tucumán, El Chaco, la Mesopotamia y el 
sur de Brasil, donde tenemos un mercado. La semana que viene 
vamos a ir a Nuevo Hamburgo para conversar sobre las posibi- 
lidades comerciales que puede haber en esa zona. Tenemos 
que hacer lo mismo en Santa María, así como también con el 
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mercado de las piedras, sobre todo el de las amatistas, que 
podemos concentrarlas, ponerlas en contenedores y venderlas 
a quienes se las vende Brasil a tres veces y pico más caras de 
lo que nosotros se las vendemos a este país, porque no tene- 
mos capacidad de concentración, para lo que el transporte es 
un elemento importante. 


Reitero que debemos pensar en esas dimensiones, y no en 
un puerto solamente para Uruguay, ya que siendo así estaría 
condenado a sucumbir frente a los puertos de los demás paí- 
ses. Diría que deberíamos pensar hasta en una conquista terri- 
torial, que he soñado muchas veces, aprovechando la oportu- 
nidad de que Argentina tiene todavía esa cantidad de peque- 
ños puertos municipales que son adecuados para un barco 
distribuidor o feeder , para que lleguen a esos lugares y no nos 
encontremos con que tenemos que arribar a puertos donde por 
otros intereses que son más fuertes no nos dejan entrar. Si 
tuviera recursos para hacerlo, no me cabe la menor duda de 
que estaría comprando puertitos en Argentina y en Paraguay y 
desarrollando en Puerto Bush, en Bolivia, en Puerto Suárez o 
en el Mato Grosso, una terminal. ¿Quién iba a pensar que del 
Mato Grosso, que lo teníamos por un territorio todo inundado 
donde, de vez en cuando, al bajar el agua, pastaba alguna vaca 
o un cebú, hoy estamos trayendo el azúcar para el Uruguay 
para refinarlo en Azucarlito? Resulta que con esos U$S 50 que 
está bajando el costo de la materia prima y los U$S 50 que baja 
el flete, Azucarlito -a pesar de que el azúcar salga de la lista de 
excepciones- pasa a ser competitivo en un área de 200 ó 300 
kilómetros y puede seguir trabajando en la industria de Paysan- 
dú, ya que encontró una materia prima que explotar en el Mato 
Grosso. De la misma forma, todo lo que está en ese corazón de 
América Mediterránea, tenemos que estar mirándolo con ojos 
de que estamos en la puerta de salida. ¿Esto qué es? ¿Es un 
sueño del Ministro de Transporte y Obras Públicas o es todo 
lo que ha pasado en todos los grandes sistemas de transporte? 


¿Dónde se procesan las cosas? En el lugar de donde salen. 
¿Por qué? Porque siempre la historia ha querido que haya terri- 
torios que viven la época agrícola, otros la industrial y algunos 
la de servicios. Nosotros hoy estamos en esta última, y el Mato 
Grosso estará viviendo su época agrícola. Uruguay, dejando 
vivir a Mato Grosso, debe poder vivir mejor, darle trabajo a 
nuestra sociedad, permitir las inversiones y mirar el futuro como 
lo hicieron hace 100 años esos titanes que construyeron un 
puerto. Sería deseable que nos recuerden a todos los que esta- 
mos aquí por lo que hicimos y no por lo que dejamos de hacer. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Walter Riesgo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Me alegro de que nuestra Bancada tomara 
la decisión de realizar esta interpelación ya que, sobre algunas 
cuestiones, me ha resultado muy clarificante. Sobre algunos 
temas uno puede pensar que lo dicho por el señor Ministro es 
muy razonable, pero en las cuestiones medulares hay diferen- 
cias más importantes que las que, con anticipación, podíamos 
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prever. Me resulta tranquilizante lo que ha manifestado acerca 
del Puerto de Fray Bentos, ya que allí hay mucha gente ansio- 
sa. Me parece que eso es importante, aunque no hace a la 
esencia de esta interpelación. Lo registro como un dato positi- 
vo; hace mucho tiempo que he estado concurriendo a la zona, 
ya que el tema se ha planteado, incluso, en el ámbito de la 
Junta Departamental. 


También me resultan ilustrativas las incursiones históricas 
del señor Ministro. Al fin de cuentas, él dice: “El señor Sena- 
dor Rubio ha incursionado en temas portuarios, entonces, voy 
a demostrar que yo también incursiono en temas históricos”. 
Está bien; en cierta medida, es hasta simpático. Pero hay mu- 
chas diferencias muy relevantes. No estoy diciendo que es no- 
vedoso para el país la concesión de obras públicas. Digo que 
mi fuerza política no demoniza este instrumento, y que el tema 
radica en preguntarse con qué objetivos se usa. Todo esto 
tiene una larga historia en el Uruguay. Sin duda, había datos 
que desconocía y que el señor Ministro me indicó. La cuestión 
es si este es el camino más apto para estas circunstancias. Esa 
es la discusión. La preocupación fuerte que me surge -he leído 
la exposición que ha hecho el señor Ministro y, en cierto senti- 
do, es bastante coincidente con apreciaciones que he escucha- 
do del señor Ministro de Economía y Finanzas y del señor 
Presidente de la República- es que aparentemente todo servicio 
público que tenga valor mercantil y se exprese en precio es 
conveniente que sea concesionable, salvo los servicios que no 
entran en esta categoría, es decir, no mercantiles, por ahora, del 
tipo de la salud pública o la educación. 


De manera que se maneja una idea del Estado que no com- 
partimos en absoluto. No estamos registrando, únicamente, que 
había una diferencia y ahora se confirma. Creo que en la visión 
que transmite el señor Ministro lo mejor que puede hacer el 
Estado uruguayo para que nuestra sociedad progrese, es efec- 
tuar concesiones de todos los servicios que tengan un valor 
mercantil y se expresen en precios. Francamente, no comparti- 
mos esta visión; creemos que en algunos casos se pueden 
hacer concesiones pero, en otros, hay inversiones que no son 
prioritarias. Por ejemplo, si es necesario hacer el saneamiento 
en un departamento, se elige sanear todas las zonas de pobreza 
y llevar las inversiones allí, ya que puede haber algunos estra- 
tos sociales que puedan cubrir otros lugares por régimen de 
concesión de obra pública. 


Insisto en que hay una diferencia conceptual y filosófica en 
aspectos que, a mi juicio, no son aceptados por la sociedad 
uruguaya. Aquí tenemos un punto de partida que, de alguna 
manera, explica lo que hay que hacer con el Puerto de Montevi- 
deo. En realidad, la voluntad popular no refrendó la ley, si bien 
no la derogó. Son dos cosas muy diferentes. La voluntad po- 
pular, en la recolección de firmas, no alcanzó el mínimo exigido 
en aquellas circunstancias. Esto no significa que haya refren- 
dado la ley. Sí decimos que la ley quedó firme y reconocemos 
ese dato. Pero actuar dentro del orden jurídico no significa 
tener carta blanca. Reconozco y digo que esto está dentro del 
orden jurídico pero, a nuestros ojos no es admisible; tenemos 
una idea de lo que va a suceder con el Puerto de Montevideo 
que no coincide, en absoluto, con la visión del señor Ministro. 
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Convengamos en que quizás tenga razón acerca de lo que 
ha dicho sobre los U$S 2:000.000, aunque me parece muy bajo, 
s1 bien en este caso no es el tema central. Pero las garantías 
que da sobre que la participación de las acciones de tipo B van 
a quedar en el sector público, son absolutamente insuficientes. 
El señor Ministro ha dicho que esa no era la intención hoy, 
pero yo de ahí no extraigo la conclusión de que aquí hay una 
manera de ver el tema del Puerto en la que se apuesta a que el 
sector público tenga una participación importante. El señor Mi- 
nistro ha expresado que, en realidad, no se puede perder la 
condición de economía mixta; pienso que dicha condición igual 
se obtiene con el 2%, y puede ser testimonial y simbólica. Asi- 
mismo, ha indicado que no sabe si venderá o comprará. Pero el 
problema es que una sociedad de economía mixta, con una 
presencia estatal importante significa que uno hoy haga una 
apuesta para jugar dentro. De esa manera, no sólo se es testigo 
de los acontecimientos ni una especie de organismo regulador 
desde afuera como empresa ANP, sino que se tiene otra idea. 


(Ocupa la Presidencia el señor Presidente del Senado, don 
Luis Hierro López) 


-Debo concluir, entonces, que no se está buscando la cap- 
tación de inversores externos para hacer un régimen de econo- 
mía mixta en conjunto que le permita al Estado uruguayo tener 
una presencia gravitante porque, de otra manera, perdería el 
timón en la conducción. En realidad, eso está en el campo de la 
más absoluta incertidumbre. Puede que no termine en un mo- 
nopolio privado, pero todo indica que va a ser así. Creo que me 
había anticipado a esa posibilidad, no por lo que ha dicho el 
señor Ministro, sino por lo que, de alguna manera, no ha que- 
dado demostrado. El señor Ministro ha manifestado que hubo 
una caída de la participación de la terminal de contenedores; es 
obvio que tenía que ser así. Incluso, le indiqué que, con el 
proceso que ha habido, esto era como una especie de obsoles- 
cencia planificada: se cae, no se puede levantar y se cae más y 
más. Entonces, el balde llega al fondo del pozo. Si evaluamos 
teniendo en cuenta el balde en el fondo del pozo, es evidente 
que concluiremos en que hay una fuerte competencia de las 
terminales multipropósito que están fuera. Pero creo que esto 
no es lo que va a pasar; no es lo que se registra en la historia 
del problema, sino en la historia catastrófica de los últimos tres 
años, como consecuencia de un conjunto de acontecimientos 
de tipo político y de sus impactos económicos. No digo que 
dichos acontecimientos sean responsabilidad del señor Minis- 
tro, pero sí jugó un papel en ellos. Tampoco digo que tenga 
responsabilidad en otras cosas; esa es otra historia que vino 
por otro lado. 


En realidad, el efecto que ha tenido el desastroso proceso 
de los últimos años con las traídas y llevadas a licitaciones y 
los movimientos que hubo, es la caída de este sector. En con- 
secuencia, no podemos evaluar el futuro sobre la base de to- 
mar como punto de partida el momento en que la situación está 
peor. Acá se va a derivar el flujo porque tendrá condiciones 
competitivas muy superiores al resto y, entonces, en materia de 
costos y en otros aspectos se sabe de antemano quién gana. 
Me refiero a los precios del contenedor. De todas maneras, 
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creo que sería tedioso para el Senado reeditar una polémica 
que ya tuvimos en otra oportunidad, pero los puntos de com- 
paración, en realidad, son difíciles. Concretamente, el Puerto de 
Santos viene en pérdida y caída por tener las referencias más 
altas; sin embargo, hay otros más competitivos y que están 
mucho más cerca del área brasileña. Por lo tanto, comparar este 
costo de contenedor con el Puerto de Santos, a mi entender no 
sirve de mucho. 


Por otro lado, los datos que poseo sobre Buenos Aires son 
diferentes, bastante más bajos y proceden de operadores pri- 
vados de esa ciudad y de alguna agencia que tiene estudios de 
mercado. 


En definitiva, no pongo en discusión las intenciones del 
señor Ministro y entiendo por qué, cuando fundamenta de esta 
forma estos temas, se muestren tan enojados los empresarios 
nacionales. El señor Ministro ha dicho que va a traer un opera- 
dor de verdad pero, para nosotros, el problema de defender 
que haya capitales nacionales que puedan tener un rol muy 
importante en este asunto, es relevante. Reitero que a nuestro 
entender este es un tema gravitante porque hace al futuro de la 
posibilidad de los controles y del desarrollo que va a tener 
todo esto. 


Respecto al hecho de que van a existir gravámenes para las 
empresas, cabe señalar que la mayor parte de los que aparecen 
son los obvios y evidentes que existen en cualquier emprendi- 
miento de inversión privada y más aún si es extranjera. Se sos- 
tiene que se compra determinado paquete accionario y se esta- 
blecen determinados bienes en garantía, pero esta es una obra 
gigantesca con capitales de mucho peso. 


En definitiva, no me resulta convincente la visión del señor 
Ministro sobre el desarrollo portuario del país. Puede ser una 
posición seductora pero, en realidad, creo que el razonamiento 
no la sustenta. Además, la zona de actuación logística puede 
dar lugar a que gran parte de los ingresos que se prevén por 
consolidación, desconsolidación y otros conceptos, deriven 
hacia otros lugares que no están incluidos dentro de esta área 
y que, en realidad, no sean percibidos por la Administración 
portuaria como ingresos generados que se acumulen al canon, 
sino que funcionen en otras realidades. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RUBIO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Tengo una preocupación producto de 
la lectura no exhaustiva del decreto porque, en realidad, la letra 
chica de 48 páginas, obtenida recién hace 3 días, es difícil de 
digerir en su totalidad. De todos modos, como hace tiempo que 
estamos en esto, podemos “pescar” algunas cosas. Del mismo 
modo, uno “pesca” también alguna noticia que proporciona la 
prensa. 
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Uno de los problemas planteados en esta subasta -por lla- 
marlo de alguna manera- es la desigualdad de condiciones en 
que están los que van a comparecer como operadores y que se 
han reunido aquí en Uruguay; aquellos que se peleaban cuan- 
do Ovalle pedía una coima de U$S 2:000.000, lo grababan y 
luego lo denunciaban. Ahora están todos juntos y constituyen 
uno de los grupos ofertantes. 


Por otra parte, cabe señalar que el punto 11 del régimen de 
gestión exige a los que tienen que presentar un operador efec- 
tivo, el que este tenga una experiencia de gestión integral de 
terminales de contenedores no menor a 8 años, en el período 
1991-2000 y que haya movilizado carga y/o descarga a un pro- 
medio, para ese período, no inferior a 200.000 contenedores por 
año. Este es un requisito que de acuerdo a una crónica publica- 
da en “Brecha”, semanario nacional, deja afuera a todos los 
operadores uruguayos. ¿Esto es así o no? Pregunto porque no 
lo sé. Me da la impresión de que el conjunto de operadores 
uruguayos que han conformado esta entidad que va a compa- 
recer en la subasta no deben haber movilizado 200.000 conte- 
nedores anuales y, si no lo hacen, no pueden participar en la 
misma; es más, no los puede utilizar el financista que adquiera 
el paquete accionario de la empresa mixta. Planteo esta pregun- 
ta que me parece muy importante porque desde el “pique” de- 
termina que esos operadores queden fuera y sólo van a partici- 
par aquellos que hayan movilizado 200.000 contenedores y ten- 
gan una experiencia de 8 Ó 9 años y que, obviamente, son 
todos extranjeros. En consecuencia, esto sesga la subasta en 
una dirección porque, reitero, ningún financista internacional 
va a ofrecer la operativa a alguien que no reúna las condicio- 
nes del reglamento de gestión. Quiere decir que la redacción de 
dicho reglamento, tal como está hecha, va dirigida en determi- 
nada dirección, orientando las cosas hacia determinado lugar y 
no hacia otro. 


Digo esto a partir de una lectura que ha hecho una persona 
que no es experimentada en negocios de esta naturaleza, por 
fortuna para mí. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Rubio. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RUBIO.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que la interpretación no es co- 
rrecta. En el momento de la subasta los operadores nacionales 
armados en la figura societaria que deseen o en la que ya tie- 
nen estipulada y que se llama “Montecon S.A.” pueden concu- 
rrir, pujar por las acciones y si preparan el mejor precio lo ob- 
tendrán. Quiere decir que en ese sentido no hay ninguna duda 
de que tienen la habilidad para hacerlo. 
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Por otro lado, también puede tener la habilidad de trabajar 
porque en este momento ya está operando como empresa “Ter- 
minal Cuenca del Plata” y le viene bien hacer acuerdos con las 
empresas operadoras portuarias. De hecho, actualmente traba- 
jan en cierta forma así porque por un lado trabaja el Puerto, por 
otro los operadores portuarios y, a la vez se mueven contene- 
dores dentro del Puerto, con la diferencia de que parte de los 
operadores que están acá son públicos y el resto privados. 


Posteriormente, también pueden participar, por supuesto, 
en condición de subcontratistas y, si todo eso no alcanzara, 
tienen el Muelle B, la terminal multipropósito donde hoy, insis- 
to, se mueve el 65 % de los contenedores del Puerto. Por lo 
tanto, hoy tienen derecho a acceder al 65 % del mercado, ha- 
biendo hecho como única inversión la compra de las grúas 
móviles usadas que poseen. Por nuestra parte aspiramos a que 
el que venga e invierta los U$S 100:000.000 a los que se hace 
referencia en términos de moneda corriente y se comprometa a 
tomar tráfico y demás, tenga la posibilidad de una terminal es- 
pecializada. Lo contrario supone una pequeñísima inversión. 
¿Cuánto valen las tres grúas? Los tres muelles ya estaban allí, 
fueron hechos hace mucho tiempo, en 1907, 1908 y 1909 y los 
reforzamos, en algunos casos, hace pocos años, para poder 
contar con grúas más pesadas. ¿Quién hizo esa inversión? La 
hizo el Estado. Hoy en día, ¿cuál es la inversión que ha hecho 
el sector privado? La de comprar las tres grúas usadas, mien- 
tras que el 65 % de los contenedores se están moviendo por 
ahí. 


La verdad es que creo en el sector privado, pero cuando se 
la juega. Precisamente eso es lo que estoy buscando y por ese 
motivo estipulo esos condicionamientos que son muy pesa- 
dos, aunque al señor Senador Rubio no se lo parezca. Reitero 
que se trata de condiciones muy pesadas, porque cumplir con 
la obligación de resultado de mercado es una exigencia muy 
fuerte. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Rubio. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR RUBIO.- Con mucho gusto, pero aclaro que es la 
última. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO. Pido disculpas al señor 
Senador, pero quería referirme al mismo tema. 


Con respecto al razonamiento que acaba de hacer el señor 
Ministro, si nos ubicamos en la hipótesis de quienes operan 
hoy las grúas en el muelle polivalente -asociados y ya en con- 
sorcio, con un capital extranjero- podemos pensar que es muy 
probable que se apoderen del paquete accionario, en cuyo caso 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-109 


se van a quedar con la terminal de contenedores y con el mue- 
lle polivalente. De ese modo, queda consolidado el monopolio 
privado. Es bien sencillo, máxime si, tal como se me ha informa- 
do, manejan en la actualidad el 90% de todos los contratos de 
movilización de contenedores en el Puerto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: desde ya, adelanto que 
no voy a conceder más interrupciones, porque no quiero exten- 
derme demasiado ni perder el hilo de mi exposición. 


Quiero reiterar que, en realidad, la concesión en el país no 
es novedosa, pero sí lo es en el Puerto. Además, lo que esta- 
mos discutiendo es si es adecuada o no. A mi juicio, tal como 
están dadas las bases, es completamente inadecuada. En ese 
sentido, la intervención del señor Ministro no me ha convenci- 
do; en algunos temas lo puede haber logrado, pero en el tema 
medular del destino del Puerto de Montevideo a través de es- 
tas bases, o sea, del remate público, no lo ha hecho. 


En cuanto al tema que planteaba el señor Senador Gargano, 
existen condiciones de exclusión; es claro que el capital nacio- 
nal está excluido. No sé si son buenos, malos o regulares en 
sus cumplimientos y no sé cómo les va a ir en el caso de las 
compras, pero lo cierto es que acá va a haber titanes. Es más; 
ya se sabe que en la vuelta hay titanes. No es que le tenga 
miedo, pero creo que un pequeño país, que tiene sectores de 
patrimonio público estratégicos, tiene que ingeniárselas para 
poder negociar, porque después que ellos se instalan, fijan las 
reglas. Entonces, se puede decir que estos sectores de capital 
nacional no tienen condiciones; si quieren, que se unan y pu- 
jen por la propiedad de las acciones, en el caso de que lleguen 
a U$S 30:000.000, a U$S 10:000.000 o a U$S 12:000.000. En mi 
opinión, se va a llegar a esas cantidades. Además, es muy 
difícil que se entiendan los de afuera; diría que es mucho más 
fácil que se entiendan los de acá adentro a que se entiendan 
los de afuera. Ahora bien; que se diga que no pueden ser 
seleccionados como operadores -ya no como propietarios sino, 
reitero, como operadores- porque se establecen unas condicio- 
nes que hacen que no lleguen al volumen anterior, en una si- 
tuación de competencia privada como la del año 92 -no estuvi- 
mos de acuerdo en la manera en que se hizo, pero esto es muy 
reciente- me parece inadmisible. Entiendo por qué están muy 
enojados, porque son condiciones que los excluyen; no de la 
compra, pero sí de la operatividad de la sociedad. Me parece 
que muchos operadores y capitalistas nacionales, algunos de 
los cuales están en el Puerto y otros no, van a pensar que es 
un chiste que se les diga que en realidad pueden hacerlo por la 
vía de comprar la sociedad anónima peleando con los titanes. 
Considero que esto va a tener otro resultado y, por esa razón, 
no lo comparto. 


En cuanto a la posibilidad del monopolio privado, me pare- 
ce que la respuesta en la que se manifiesta que la competencia 
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de los puertos de la región va a llevar a determinado nivel los 
precios y que la competencia interna, por su parte, va a llevar a 
cierto nivel de precios que da garantía, no me parece sólida. El 
señor Ministro tendrá que perdonar mi audacia -seguramente él 
sabe más que yo- pero creo que desde una perspectiva distinta 
del mercado, eso no es sólido. Pienso que para los empresarios 
exportadores e importadores nacionales, que son una gran par- 
te del mercado que deberíamos privilegiar en la protección, esto 
no va a ser así. Esto se debe a que no van a tener la posibili- 
dad, por lo menos en la alternativa de determinado nivel de 
costo, de salir por otros lugares, por lo que, en último término, 
les va a resultar más costoso llegar a las tarifas que establezca 
la naviera que se instale en la cabeza del Puerto de Montevi- 
deo. Entonces, pienso que la garantía de que las acciones del 
tipo B) se mantengan e, incluso, crezcan, no está dada; en 
realidad, es un poco aleatoria y depende de la marcha de los 
acontecimientos. En los hechos, no se ha querido asumir com- 
promisos y se dice que en el futuro se verá, que hoy no es la 
intención. Ante esto, por lo menos mi Bancada desearía tener 
determinadas respuestas categóricas, en el sentido de que para 
los próximos años se quiere potenciar la participación del sec- 
tor público en la operativa del Puerto de Montevideo y no sólo 
propiciar el desarrollo del capital privado dentro de la zona. 


En cuanto al problema de los bienes de uso, al parecer el 
señor Ministro olvidó darnos una respuesta. Nuestra interro- 
gante apuntaba a saber qué pasaba con algunos bienes de uso 
como, por ejemplo, las grúas, pero ese tema lo podemos dejar 
para después. 


En lo que respecta a la ecuación económica de la Admi- 
nistración Nacional de Puertos, me parece que va a tener 
otro resultado, porque acá hay una pérdida de ingresos de 
U$S 4:000.000. Pero, además, esa pérdida se puede ver acumu- 
lada con otras pérdidas de ingreso y de uso ocioso del material 
que queda. Algunos costos pueden bajar pero, al mismo tiem- 
po, se pueden estar perdiendo otras posibilidades. Si a esto le 
agregamos que, por otro lado, el sector público por su integra- 
ción en la sociedad participa también de los proyectos de in- 
versión, se desprende que va a ser necesario, por esta vía indi- 
recta, aumentar el endeudamiento externo del país, a los efec- 
tos de poder financiar los compromisos que se contraigan. Digo 
esto, porque si se van a hacer inversiones, el dinero de las 
mismas se pone en efectivo o se pide a crédito. Si una parte es 
socia, como tal asume compromisos. Estas son partes de la 
ecuación económica del sector público que se hace por la vía 
de la participación en el emprendimiento mixto. De modo que 
esto también tenemos que computarlo en la ecuación económi- 
ca, a pesar de que se financie con un crédito de mediano o 
largo plazo. 


Respecto al tema de la terminal especializada, puede ser que 
ello sea como dice el señor Ministro. 


Con relación al tema de la transferencia para los próximos 
años, todavía no hay datos pero, al parecer, se está especulan- 
do sobre un punto de partida muy bajo, el cual está dado por la 
situación actual. Si el punto de partida que se toma para el flujo 
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de la terminal de contenedores no es el del desastre del primer 
período, sino el de un plazo más largo, creo que lo que va a 
suceder es que aún cuando se trabaje bien, con un poco de 
inversión el salto va a ser demasiado rápido y los retornos para 
el sector público no van a ser demasiado importantes. 


Hay otros asuntos como, por ejemplo, cuál va a ser el desti- 
no de los funcionarios. En otras palabras, me pregunto si este 
tipo de contrato no será un elemento desintegrador. 


En cuanto a la irreversibilidad del proceso, cinco años de 
lucro cesante, en términos de comparaciones internacionales, 
en mi opinión en algunos lugares se da y en otros no, diría que 
es excesivo. 


Por su parte, el tema del espacio territorial, nos lleva a una 
discrepancia sustantiva. Entiendo que no se puede razonar di- 
ciendo que es el límite máximo del área porque, en realidad, 
estaríamos dando en concesión un área. ¿Cómo se va a usar el 
área? Es un problema que lo determinará el inversor que se 
quede con la concesión. Admito que tenga que aceptar algu- 
nas cosas sobre el impacto ambiental y algún otro elemento 
pero, en principio, acá hay un artículo, en el anexo a), que dice 
que el área que la ANP pone a disposición del contratista se 
presenta en el plano adjunto. 


Entonces, no es que hayamos leído mal; claro que es el área 
máxima, pero es el área máxima admitida para el desarrollo de 
los proyectos que asume una sociedad que recibe en conce- 
sión determinados bienes públicos. Esto es un bien público; es 
patrimonio público que se concede en el mapa que se adjunta y 
cuyos límites están determinados en el texto. Es decir que el 
sector público pierde grados de libertad, porque sobre la base 
de que da en concesión un espacio razonable para un período 
dilatado, si las cosas van muy bien, tendría posibilidades de 
negociación que ahora las pierde desde un principio, porque 
ya concedió el área máxima para el desarrollo más espectacular 
que se pueda concebir. 


Creo que esto no es razonable; no se trata simplemente de 
que se incorporaron algunos elementos adicionales o que se 
corrieron un poco los límites de la zona. No se corrió sólo la 
zona de agua, sino también la zona de territorio y eso no estaba 
en los proyectos anteriores. Me parece que en estas cuestio- 
nes tenemos diferencias muy profundas. A mi juicio, el tema de 
la soberanía conceptualmente es otra cosa; en realidad, no se 
mide tanto en términos de comparación de rentabilidad econó- 
mica, sino por otras variables e imponderables, entre ellos, la 
capacidad de negociación que tiene el sector público con el 
sector privado. Creo que el destino del Puerto de Montevideo 
o por lo menos el del emprendimiento público del último siglo y 
medio en el Puerto de Montevideo, no es bueno. 


En definitiva, sobre los temas que más nos preocupan, no 
tenemos respuestas que nos den garantías, quizás por una di- 
ferencia filosófica sobre el fondo del tema. En lo que tiene que 
ver con otros aspectos, sí se ha respondido, pero sobre las 
cuestiones medulares que hacen al futuro del Puerto de Mon- 
tevideo, tenemos una diferencia muy importante. 
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Hay un punto que me gustaría que el señor Ministro corri- 
giera, no en cuanto al contenido de las bases de esta subasta, 
sino con relación a la forma de pararse frente al problema. No- 
sotros no podemos tirar pálidas; podemos tener visiones dife- 
rentes sobre el acierto o la equivocación de unas bases que 
van a ir a una subasta, que es lo que está en discusión, pero no 
podemos generar incertidumbre, cosa que hacemos cuando rea- 
lizamos determinadas manifestaciones en los medios públicos. 
Naturalmente, una manera de pararse frente al problema es de- 
cir que hay un sector de la oposición política que tiene dudas 
muy importantes a este respecto, pero el Gobierno piensa que 
el procedimiento es totalmente legal, está justificado, es razo- 
nable, y asunto terminado. Pero en ese caso, incuestionable- 
mente, se está generando incertidumbre. Por lo tanto, creo que 
hay que corregir esto, porque no quisiera que tuviera proyec- 
ciones sobre el procedimiento que se piensa llevar a cabo. 


Podríamos seguir debatiendo sobre otros puntos, pero en 
los aspectos sustantivos tenemos diferencias muy importantes 
con el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas y enten- 
demos que muchas de las bases incluidas en este Decreto son 
absolutamente inconvenientes y deberían ser corregidas, a los 
efectos de habilitar un proceso con otras características. No 
tenemos que pensar que estas bases son todo o nada, por lo 
que para corregirlas necesariamente hay que aprobar nuevos 
marcos legales y entrar en períodos dilatados. El asunto es si 
no se han cometido errores importantes, como a nuestro juicio 
se han cometido en esta oportunidad. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Se han realizado una serie de comen- 
tarios sobre los que me gustaría hacer alguna reflexión. 


En las licitaciones de 1994, 1996 y 1999, la concesión era del 
100% a privados y nunca escuché que este fuera un argumento 
para manifestarse en contra. Se habló mucho sobre el procedi- 
miento, sobre los lobbies, etcétera, pero nunca se cuestionó 
esa circunstancia. Tampoco he visto que el documento recien- 
temente aprobado por el partido político del señor Senador Ru- 
bio diga que las concesiones deben ser exclusivamente a em- 
presas de economía mixta; habla simplemente de concesiones 
de obras públicas al sector privado. El señor Senador dice tam- 
bién que se corre el riesgo de que la presencia del sector públi- 
co sea sólo testimonial. Creo que esta es una apreciación muy 
subjetiva; en la historia del país, el badajo ha tenido tiempos. 
Arteaga fue 100% privado y hoy es de la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo. El ferrocarril fue 100% privado, después 
fue público-privado, luego fue canjeado por deudas y pasó a 
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ser estatal, y ahora volvemos a pensar cómo puede actuar el 
sector privado en esta área. Los faros fueron privados y pasa- 
ron a ser públicos. El alumbrado también era privado, ahora es 
público y nadie está planteando una privatización o concesión 
de ese servicio. Es decir que si se mira la historia con la dimen- 
sión con que hay que mirarla, se comprueba que las cosas han 
ido hacia un lado y hacia otro, y creo que hay que enfocar el 
tema con esa grandeza. 


En cuanto al otro tema, debo decir que los precios que no- 
sotros manejamos son de dos orígenes: por un lado, AGP ar- 
gentina, en lo que corresponde al Puerto de Buenos Aires -que 
decía que los precios no coincidían- y, por otro, las propias 
terminales portuarias argentinas, que son principales interesa- 
das y que nos pedían, precisamente, subir los precios de las 
tarifas máximas, porque tenían problemas por estar cobrando 
más caro en terminales que estaban próximas. 


Con relación al tema de los capitales nacionales, creo que 
quedó claro que no existe ningún bloqueo. Lo que se podría 
decir -y en ese caso lo reconocería- es que no estamos permi- 
tiendo a los capitales nacionales que sean gestores, operado- 
res especializados. Pero precisamente allí está la respuesta a la 
pregunta del señor Senador Fernández Huidobro. 


Precisamente por eso está el operador privado, que es el 
que justamente no puede ser ese otro; podrán trabajar en con- 
junto y ayudarse pero, para evitar la situación que se podría 
dar por comprar en un lado y tener la operación en el otro, 
consolidando un monopolio, es que está la figura del operador 
privado, que no puede ser la misma figura. 


Por otra parte, nuestra preocupación no es si los ingresos 
son de la ANP, sino si son del país. Lo importante es si viene 
más actividad al país, y no si el canon de consolidación o 
desconsolidación lo cobramos nosotros o lo cobra la ZAL, de- 
terminado depósito, o quien sea. Nosotros no miramos la ecua- 
ción de la Administración Nacional de Puertos más de lo que 
debemos para asegurarnos que sea sostenible con la dimen- 
sión que vaya teniendo a lo largo de los años en función de la 
misión que tiene hoy, que es muy clara y específica en la Ley 
de Puertos. Insisto en que es muy claro lo que tiene que ver 
con los bienes de uso. Inclusive enumeré los bienes de uso 
que se estaban entregando para la integración del capital; nin- 
guno es un activo físico. 


Como decía, la ecuación económica de la ANP baja 
U$S 4:000.000, pero baja U$S 2:500.000 de costos. Sin embargo, 
también tenemos que poner lo que sube: para cumplir con el 
objetivo al cual está obligado, debe haber una mayor cantidad 
de escala de buques, lo que implica que en lugar de pagar por 
el uso del puerto y el muellaje en Buenos Aires, se pague en el 
Puerto de Montevideo. Hoy hemos subido en cantidad de con- 
tenedores y hemos bajado en número de escalas, pero proba- 
blemente empecemos a estabilizarnos o a crecer en escalas. Por 
lo tanto, el Puerto va a incrementar sus ingresos por concepto 
de cobro de esas tarifas, ya que el muellaje lo cobra el Puerto. 
El concepto de uso de puerto se refiere al derecho a circular y a 
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esperar en el espejo de las aguas, por lo que al haber más 
escalas habrá más ingresos. 


Además, como se tiene que comprometer a mover una cier- 
ta cantidad de contenedores, suben los ingresos. No se trata 
de la misma cantidad de cajas que hoy. Si al escenario optimis- 
ta del plan maestro del Puerto de Montevideo y su proyección 
futura -sin tener en cuenta la baja por la situación recesiva 
actual- le aplicamos el 60% y esa es la proyección futura de 
obligaciones que le exigimos por la terminal -no por el Puerto- 
le estamos poniendo a alguien que hoy participa con el 35% de 
los contenedores que se mueven en el puerto, la obligación de 
llegar al 60% de la hipótesis más optimista, partiendo de un 
palier bajo de referencia porque es un momento recesivo. Creo 
que eso es muy fuerte e implica muchos más contenedores y, 
por lo tanto, muchas más unidades de canon pagadas a la Ad- 
ministración Nacional de Puertos. 


Nosotros tenemos que tratar de que todo esto sea viable y 
que la Administración Nacional de Puertos no necesite ser una 
empresa que reciba subsidios del Estado por no poder pagar 
su presupuesto. Necesitamos tener un diseño que permita mul- 
tiplicar el crecimiento y, al mismo tiempo, no tener una situa- 
ción de desfinanciación interna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Señor Presidente: hemos escucha- 
do al señor Senador interpelante y señalo que, en primer lugar, 
él ha dejado claro que la Administración está obrando de acuer- 
do con la ley y que no existe objeción jurídica. Además, me 
parece que esto surge con cierta claridad del artículo 20 de la 
ley que votamos el año pasado. 


En segundo término, me voy a referir a lo que yo siento que 
ha quedado claro como objetivo de la Administración. A ve- 
ces, los Estados recurren a procedimientos de este tipo porque 
lo que desean es hacer caja. La prioridad en una operación de 
este tipo, con cierto grado de monopolio y no grandes inver- 
siones, es maximizar el valor actual de esa renta que se puede 
obtener. Creo que la Administración ha optado por el camino 
inverso, que privilegia claramente el futuro desarrollo del Puer- 
to. Creo que lo hace, en primer lugar, porque consagra la liber- 
tad de opción no haciendo ninguna excepción dentro del Puer- 
to. O sea que la Administración mantiene en libertad a cual- 
quier privado, ya que en el muelle B -o multipropósito, como le 
dicen ahora- habrá cierta cantidad de armadores que hoy po- 
drán tener un acuerdo, pero su concurrencia es absolutamente 
libre, para otro armador o para cualquiera. En segundo lugar, la 
Administración se ha guardado -a diferencia de otros pliegos- 
la libertad de seguir autorizando cuantas terminales quiera, ya 
sea grandes, chicas, muelles, o lo que sea. Así que creo que el 
diseño de este llamado no está basado en si se obtiene algo 
más o algo menos en la subasta, que simplemente es un meca- 
nismo rápido y transparente de adjudicar. El objetivo es radicar 
inversión de riesgo y de largo plazo. 
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Yo creo que lo más importante de este llamado es el propó- 
sito y la obligación de radicar más de U$S 100:000.000 de inver- 
sión de riesgo hundida y que, además, queda en propiedad del 
Estado. Como todos nos damos cuenta, si en el muelle de en- 
frente los privados operan sin poner un centavo de infraestruc- 
tura y en esta terminal hay que invertir U$S 150:000.000, notoria 
y ostensiblemente, la única manera -más allá de los compromi- 
sos de captación que son muy fuertes- de amortizar es to- 
mando contenedores de la región. Nadie puede amortizar 
U$S 150:000.000 si no es captando otros tránsitos. El proceso 
de “contenerización” que vivió el mundo -y, como siempre, 
Uruguay más tardíamente- fue lo que hizo levantar los movi- 
mientos en los primeros años de la última década del siglo 
pasado. Eso ya ha llegado a su madurez y, en consecuencia, ya 
no es importante que las cargas de carácter general pasen a 
“contenerizarse” y ese ya no es un motivo de crecimiento. Ahora 
hay que ir a buscar la carga. Sin duda, el Puerto de Montevideo 
tiene los mismos problemas que los otros modos de comunica- 
ción. Si no queremos que en el Puerto de Montevideo nos pase 
lo mismo que en el Aeropuerto, que termina siendo un “feeder” 
en función de nuestro escaso tamaño, la única opción que tie- 
ne Uruguay en su sistema de transporte es ser más atractivo 
que la región para, por lo tanto, conducir tránsito. No tenemos 
volumen para otra cosa. En consecuencia, la eficacia y la efi- 
ciencia de los servicios que brindamos en el Uruguay -usando 
algo que viene solo, que es la geografía- es la única opción de 
largo plazo, y no es un tema de derecha, izquierda o centro. 
Para hacerlo, se requieren dos cosas: invertir y salir a buscar 
los negocios de flete. 


Creo que esa es la función esencial de lo que se está reali- 
zando, no el ver cómo compartimos los teus del Puerto de Mon- 
tevideo, porque para eso los particulares se quedan donde es- 
tán. Esa tendencia fue demostrada en alguna muy vieja licita- 
ción que no condujo el señor Ministro y que la Administración 
debió rechazar porque la idea era no invertir un centavo y co- 
brar. Con mucho dolor, el Presidente de aquella época, señor 
Alvarez, que había hecho un llamado esperanzado, debió re- 
chazar las ofertas en función de lo señalado. 


Mirando el Puerto, creo que se consagran: en primer lugar, 
la libertad de trabajo práctica y real que ya existe más la que 
habrá; en segundo término, la inversión de riesgo y, en tercer 
lugar, el salir a buscar los clientes. Este Parlamento aprobó en 
el último Presupuesto la radicación de nuevos puertos y la 
expansión de otros, lo que configura otro esquema de libertad 
del usuario, así como también la vocación que tiene el país de 
tratar de buscar trabajo para su gente brindando servicios a la 
región. 


Se dice que este llamado parece conveniente o inconve- 
niente porque piden esto o aquello. Considero que el llamado 
está dentro del contexto de la ley. Pero observando que se 
realiza en una región inestable, en un país con bajos indicado- 
res de inversión como el Uruguay -en los últimos tiempos fue- 
ron bajísimos- teniendo en cuenta que en Brasil señalan que 
tienen problemas por la inestabilidad de la Argentina y consi- 
derando que en muchos aspectos vamos caminando hacia atrás 
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en el MERCOSUR, siento que conseguir en este duro invierno 
una señal positiva de que alguien piensa que esto tiene un 
destino de mediano y largo plazo y está dispuesto a pagar lo 
que cueste la subasta, poner más de U$S 4:000.000, garantías 
por U$S 12:000.000 y luego contraer un compromiso de 
U$S 150:000.000 de inversión, es realmente bueno, porque al- 
guien cree, señor Presidente. A mi juicio, los uruguayos hoy 
necesitamos creer en nosotros mismo y que los demás crean en 
nosotros. En los próximos meses, con imaginación y el mayor 
acuerdo posible, el país debe tratar de concretar un conjunto 
de operaciones que tienda a aumentar la inversión, como una 
forma de promover, de salir del momento en que estamos y de 
apostar a mediano y largo plazo. Ojalá que después de esto 
podamos llegar a un entendimiento para hacer, a través de los 
mecanismos de concesión y de mercado para captar los fon- 
dos, otro conjunto de obras públicas importante. Ojalá, pasa- 
do, podamos armar un mecanismo en esta historia que permita 
lo que no lograron los llamados a interesados en el Puerto de 
La Paloma, que el señor Ministro, con insistencia, ha publicado 
en toda la prensa del mundo durante mucho tiempo. Tal vez 
entre los roles no ortodoxos del Estado esté el armar un poco 
estos llamados y la estructura de la operación para incentivar y 
fomentar la participación del sector privado. 


Siento que esas son las tareas de estos meses, señor Presi- 
dente, y no es menor que esta primera tarea permita dar una 
señal de esperanza. Por supuesto que los señores parlamenta- 
rios podrán tener más de una opinión a propósito de las 40, 50 
u 80 páginas de este llamado, pero en el fondo, ¿eso qué es? 
¿Cuál es la esencia de la dificultad que puede existir? Acá el 
Estado ha procurado, en primer lugar, superar la discusión de 
las licitaciones; en segundo término, traer rápidamente la inver- 
sión y, en tercer lugar, obligar a invertir, porque también están 
las reglas del mercado y, si puedo obtener la renta empresarial 
invirtiendo poco, invierto poco, acá, en Estados Unidos o en la 
China. En definitiva, siento que esto es alinear el interés de 
largo plazo del país con los intereses particulares. ¿Es posible, 
señor Presidente, hacerlo de otra manera? Puede ser, pero lo 
cierto es que el país, durante varios años, intentó hacer esto y 
no pudo; lo cierto es que si el Puerto de Montevideo no tiene 
la opción de volverse un centro importante, tampoco será posi- 
ble contar con una mayor inversión en carreteras, ni por parte 
de las empresas de transporte que dan trabajo a los uruguayos 
en ferrocarriles y en los puentes. Al final, todo termina acá, 
señor Presidente. ¿Queremos terminar siendo un puerto “fee- 
der” o trataremos de ser el puerto de la región y, a su vez, 
realimentar a los demás? Queremos dar una señal en el sentido 
de que, de esta manera, iniciamos un camino por el cual el 
centro no es vender, sino comprometer el capital privado en los 
proyectos de largo plazo del país. Aquí no se quiere vender 
una renta monopólica. Quienes observamos los otros pliegos 
vemos que han desaparecido muchas cosas; incluso, no en 
vano o por casualidad ni siquiera han sido mencionadas. Con 
otros pliegos tuvimos la discusión del sí o no al monopolio, 
mientras que hoy esa disposición no existe ni hay ánimo para 
discutir ese tema, porque está claro que no lo hay. 
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En estos tiempos, a veces la gente tiene las más diversas 
ideas económicas, políticas y demás, pero creo que todos que- 
remos al país por igual y espero que -no se trata de que se 
comparta la letra zeta o la beta- en definitiva, encontremos la 
forma de ayudar, para ir dando señales de que en el Uruguay, a 
pesar de todas las dificultades, los uruguayos estamos con- 
vencidos de que salimos y tenemos claro un destino de largo 
plazo; ese destino nos lo dio, desde el origen del país, nuestra 
ubicación, pero también el hecho de que los servicios son hoy 
los que ocupan a la mayor parte de la población, y de que para 
los sectores primario y secundario es esencial tener un sistema 
de transporte que apueste al largo plazo. 


En consecuencia, señor Presidente, pienso que más allá de 
que notoriamente es un procedimiento que en buena medida 
está descrito en una ley -y creo que no vale la pena entrar en la 
discusión de si fue más o menos cuestionada- se trata de una 
ley vigente, que el Poder Ejecutivo está cumpliendo y lo está 
haciendo en la apuesta más fuerte, que es priorizando la inver- 
sión y no cediendo a la tentación de la caja. Con las difículta- 
des de caja que tenemos, se pudo armar este llamado al revés, 
es decir, maximizando el precio de las acciones y sacrificando la 
inversión futura. Por lo tanto, señor Presidente, siento que el 
Ministerio ha hecho una muy fuerte apuesta al único futuro 
posible del país y que, superada esta etapa por la que todos 
deberemos pasar, el compromiso es ver la posibilidad de seguir 
funcionando con este u otros esquemas, pero tratando de cap- 
tar lo que al país le ha sido más difícil, que es la inversión 
directa de riesgo y de largo plazo. Esa inversión estuvo presen- 
te en el nacimiento del país, como lo han señalado hoy ambos 
interlocutores, pero por cierto que es la gran ausente de los 
últimos años. 


SEÑOR DE BOISMENU.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Ante todo, nobleza obliga, quiero 
expresar un agradecimiento, en orden, a los señores Senadores 
Michelini, Heber, Cid y en especial al señor Senador Rubio por 
el apoyo al Puerto de mi departamento. Creo que el Puerto de 
Fray Bentos va a tener una enorme importancia en los años 
2003 ó 2004. Repito, se los agradezco en forma muy especial, ya 
que eso se originó desde el principio a nivel de la Comisión de 
Hacienda y Presupuesto cuando el señor Senador Michelini, 
con toda justicia, nos dio la primera mano para que ese aspecto 
pudiera estar incluido en el Presupuesto. 


Por otro lado, he advertido una travesura política hecha 
con habilidad por el señor Senador Rubio -lo digo con toda 
franqueza y simpatía- quien en un momento de su exposición 
-y me veo obligado a corregirlo- habló de lucro cesante, en este 
caso particular del Puerto. Recordando un chiste que me hizo 
un amigo, diciendo que se entreveraba chorizo con velocidad, 
creo que acá los temas fueron muy distintos y quiero hacer una 
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salvedad especial en honor al trabajo de la Comisión que actuó 
para Artigas, presidida por el señor Senador Larrañaga y en la 
que también actuó el señor Senador Núñez. Gracias a la gestión 
en esa Comisión se hizo la vigilancia de lo que puede llamarse 
el lucro cesante, que era imposible de hacer. Doy fe, señor 
Senador Rubio -sé que usted conoce también este tema- que 
gracias al trabajo de aquella Comisión que pagó el siniestro de 
los animales faenados, muertos y enterrados en Artigas, hubo 
un lucro cesante en la contemplación de su precio. Asimismo, 
gracias a las gestiones de la Comisión del Senado, tuvimos la 
suerte de poder dar ese lucro cesante para los lecheros, lo que 
no existía. Quería hacer esta aclaración, más allá de que sé que 
el señor Senador la debe entender. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pereyra) 


-Como tema divertido en el Senado y valorizando la discu- 
sión, quiero dar mi sentimiento muy rápidamente en un punto 
crucial, aunque pueda no parecer. Acá hay un problema de 
tiempo que constituyó la duda que provocó algún escozor en 
la Bancada de gobierno. A mi juicio, es productivo que esto se 
discuta, máxime cuando se trata de un tema tan importante como 
el del Puerto de Montevideo. Me veo en la obligación de decir 
en forma risueña que vi con alegría que la señora Senadora 
Arismendi y algunos otros colegas tienen informaciones com- 
pletas con sobres bien armados que vienen de las Comisiones 
respectivas, mientras que yo, humilde Senador del Gobierno, 
no tengo absolutamente nada; paradoja y competencia desleal. 
Tal vez, la competencia más desleal de las que he visto hoy es 
que aparece la tecnología moderna de internet. Cuando surge 
este problema en discusión, un grupo de jóvenes me dijo en mi 
casa que le interesaba mucho el tema y que tenían toda la 
información, porque en internet está todo y hasta en inglés. La 
dirección es www.anp.com.uy. De esa manera, me bajaron to- 
dos los documentos, pero sería muy aburrido discutirlos acá. 
Creo que es una competencia desleal por parte de las genera- 
ciones jóvenes, encabezadas, creo, por el señor Presidente de 
la Administración Nacional de Puertos que impulsa la nueva 
tecnología. Mientras tanto, a fin de poder discutir alegremente 
con el señor Senador Rubio -aunque ya es muy tarde- en estos 
dos días he tenido que hacer una instrucción rápida gracias al 
efecto de internet. Sé que son dos duchos parlamentarios, como 
así también el señor Senador Gargano, quien no tenía comuni- 
cación. Entonces, sería deshonesto si no les advierto que esto 
está en internet y que hasta se puede leer en inglés. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Carlos J. Pereyra).- Tiene la pa- 
labra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- En general, me caracterizo -y mis 
secretarias rezongan por ello- por amontonar mucha documen- 
tación, ya que antes de afirmar algo compruebo su veracidad y 
trato de estar en condiciones de demostrarlo. Por lo tanto, el 
tener muchos papeles en esta época en la que ahora el señor 
Senador de Boismenu empezó a incursionar por internet, es 
una virtud o un defecto. En todo caso, lo que voy a afirmar lo 
puedo demostrar. 
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En primera instancia, considero que hay cuatro o cinco 
problemas de fondo. Que no estoy de acuerdo ni comparto el 
artículo 20 de la Ley de Urgencia no es ninguna novedad. 
Esta discusión, ya la tuvimos; quizás por la hora de la madru- 
gada en la que se dio nadie se acuerde de nada. Además, 
recuerdo que cuando estábamos debatiendo el tema del Puer- 
to o de CONAPROLE, a pesar del cansancio, la Bancada del 
Frente Amplio - Encuentro Progresista salía al Ambulatorio y 
volvía a ingresar a Sala a fin de forzar a que quienes defendían 
ese proyecto de ley estuvieran presentes. Supongo que en ese 
ir y venir del Ambulatorio a Sala se hizo muy difícil concentrar- 
se en la discusión acerca de qué proyectos de país estábamos 
oponiendo o qué debate político, económico o de lo que fuera 
estábamos llevando adelante. Lo mismo ocurrió en el tratamien- 
to del Presupuesto. Indudablemente, esto hace a un problema 
mucho más de fondo -si bien ahora no lo repitió el señor Sena- 
dor de Boismenu- que ese chiste de la sustitución del Parla- 
mento por internet. Aclaro que el chiste no me hace gracia, 
aunque sí el gesto siempre galante y dispuesto del Senador. 
Insisto, en el fondo no me hace gracia porque significa que hay 
una serie de temas que deberían ser parte del papel, no sólo del 
Legislador sino el contralor que tiene el Parlamento y que, sin 
embargo, por distintas razones, no se está cumpliendo. 


Creo que efectivamente el artículo 20 contenía los elemen- 
tos que dan lugar ahora a este decreto del Poder Ejecutivo, con 
todas sus versiones. Eso está fuera de discusión. Tan es así 
que juntamos firmas y convocamos a la voluntad popular, pero 
lamentablemente no llegamos. Sin embargo, algunos Senadores 
del gobierno supieron advertir -a veces creo que más que el 
movimiento popular y que nosotros mismos- que 500.000 vo- 
luntades no es moco de pavo, máxime si se tiene en cuenta los 
medios de los que disponíamos. Hoy el señor Ministro decía 
que no había escuchado objeciones acerca del sector privado 
en anteriores licitaciones. Creo que a veces no se nos oye bien 
porque no tenemos dónde difundir lo que decimos, lo que nos 
pasó también el 18 de febrero. Entonces, hay una serie de argu- 
mentos que no llegan. El señor Senador Rubio decía lo difícil 
que es explicar qué significa el tema de los contenedores, cuál 
es la diferencia entre la caja y la no caja, etcétera, como así 
también qué es una playa de contenedores. Con toda franque- 
za, debo decir que hice confianza en la versión 20 del señor 
Ministro; a mí me cabe la autocrítica, lo digo con toda claridad. 
Esto mismo se lo manifesté a mis compañeros de Bancada. No 
abrí el decreto y mucho menos el Diario Oficial del 2 de mayo. 


Efectivamente, cuando en el día de ayer el señor Ministro 
señala en una audición de radio que se habían entregado los 
materiales, pensé que yo no había estudiado bien el tema. En- 
tonces, me puse a buscar las siete diferencias, como le decía 
hoy al señor Ministro en uso de una interrupción. La primera, a 
mi juicio la más gruesa, no tiene que ver solamente con el mapa 
-que no me resultó sencillo- sino con la letra. Hay dos diferen- 
cias clarísimas. 


En la versión 20 -me quedé en ésa, porque fue hasta la que 
nos dio el señor Ministro; estuve comparándola con las ante- 
riores para saber hasta dónde iban las modificaciones- se dice 


20 de Julio de 2001 


que el área de la terminal actual está ubicada en el Puerto de 
Montevideo y comprende un espacio que allí se determina, 
indicándose que se debe ver el plano 1 adjunto. Ahí termina el 
A1. El mapa es el que mencionaba el señor Senador Rubio hace 
unos momentos. Sin embargo, en el decreto, el Al, “Límites de 
la terminal”, se señala que el área que la Administración Nacio- 
nal de Puertos pone a disposición del contratista para posibili- 
tar el desarrollo de la terminal se presenta en plano adjunto. 
Como me consta que las versiones fueron alrededor de treinta, 
debo decir que acá no hay nada puesto por casualidad, sino 
que lo que allí figura se fue puliendo de una a la otra. El señor 
Ministro asiente con la cabeza lo que expreso. Tengo claro que 
es así, que se buscó expresar lo que se quería decir y no otra 
cosa. Por tanto, indica lo que hace un momento manifestó el 
señor Ministro, con lo que no estamos de acuerdo. Se dice no 
ya que el área de la terminal es tal o cual, como se dice en un 
mapa determinado, sino que el área que la Administración Na- 
cional de Puertos pone a disposición del contratista para posi- 
bilitar el desarrollo de la terminal se presenta en plano adjunto. 
Después aparece por escrito no sólo el plano, sino también el 
área máxima disponible para la terminal, y se muestra en el pla- 
no adjunto con las líneas de punto denominadas límite máximo 
de la terminal. Allí pasamos de la calle Cerrito a La Escollera, 
ampliándose totalmente el plano. 


Creí entender que lo que dijo el señor Ministro ante la pre- 
gunta del señor Senador Rubio es que efectivamente se pone a 
disposición para el desarrollo de la terminal. Eso quiere decir 
que no se trata solamente de la parte que estaba en el plano de 
la versión 20, 25 ó 19, sino que es este límite máximo que deter- 
mina el decreto. Dicho de otra manera, se está señalando que 
puede ocupar perfectamente todo ese plano, que es el que apa- 
rece en el decreto. Efectivamente, es lo que se señalaba como 
uno de los elementos básicos, que no comparto y que, insisto, 
no lo vi, porque confié -como se dijo en esta Sala- que las 
carpetitas con rulos que me entregaron en la Comisión corres- 
pondían a la última versión. 


Por lo tanto, partimos de la base que leímos bien, en el 
sentido de que esa área puede llegar hasta La Escollera, con 
todo lo que está delimitado. No dice que va a llegar, pero sí que 
puede suceder si se dan determinadas condiciones. 


Por otra parte, cuando seguía buscando las diferencias, me 
encontré con los elementos del Puerto que pasan a manos de la 
terminal o de quien opere y de los que compren las acciones. 
En la última versión que tenía se habla de la grúa de muelle 
Inter Eimer existente en la terminal y se describe el modelo, el 
año de fabricación, la altura, su vida útil -que es de trece años- 
y el valor residual de U$S 800.000, según la fuente Base de 
Datos de Equipo, Maquinaria y Utilaje de la Administración 
Nacional de Puertos de 1994. Insisto en que eso figuraba en 
versiones anteriores. Ahora, el decreto dice que la grúa Inter 
Eimer de propiedad de la Administración Nacional de Puertos 
será cedida para uso del contratista en el marco del contrato de 
gestión, junto con los repuestos existentes, manteniendo la ANP 
la propiedad de todo este equipamiento. Se agrega que los 
repuestos a ceder serán inventariados previo a su entrega, pu- 
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diendo el contratista asistir a dicha operación. Luego se dice 
que todo ese equipamiento será reintegrado a la Administra- 
ción Nacional de Puertos en oportunidad que el contratista 
sustituya la grúa o finalice el contrato, teniendo derecho el 
contratista de usarlo legítimamente, en forma normal, “desgas- 
tándolo total o parcialmente conforme a dicho uso”. Si no en- 
tiendo mal, se dice que la grúa propiedad de la Administración 
Nacional de Puertos será cedida hasta que se convierta en cha- 
tarra, y después se podrá devolver o no. El señor Ministro 
nuevamente asiente lo que expreso. 


Cabe aclarar que se trata de la famosa grúa pórtico, tema 
sobre el cual mucho hemos discutido en el sentido de si se 
necesitaba una nueva. Incluso, durante mucho tiempo el gre- 
mio reivindicó la necesidad de modernizarla, de tener otra y se 
habló de que se presupuestaba la compra de otra grúa pórtico, 
lo que finalmente no se hizo; vinieron las sucesivas idas y 
venidas con la terminal, y ahora se cede al contratista. 


Otra diferencia, la tercera, va en el mismo sentido. En la 
versión que yo tenía se indicaba que todas las instalaciones 
eléctricas deberán ser entregadas al fin del contrato de gestión 
en condiciones normales de uso. Ahora se aclara: “salvo el 
desgaste que sea consecuencia de su uso legítimo.” Dicho de 
otra manera, antes se reclamaba que se devolviera en condicio- 
nes de uso, y ahora se indica que si el desgaste de diez, de 
veinte o de no sé cuántos años la deja totalmente fuera de 
combate, se incorpora a las pérdidas que puede tener la Admi- 
nistración Nacional de Puertos en las instalaciones eléctricas. 
Vamos incorporando allí, pues, algunas diferencias que, desde 
mi punto de vista, no son menores. 


Hoy se hablaba de los precios máximos y plazos mínimos 
establecidos en el régimen de gestión aprobado. En el decreto 
se agrega -no sé qué importancia o trascendencia puede tener 
esto-: “salvo respecto de todos aquellos servicios cuyo precio 
no se encuentra expresamente limitado en la referida norma.” 
Quizá esto quiere indicar que pueden aparecer nuevos servi- 
cios no contemplados en la norma, y como no está estipulado 
el precio máximo ni el plazo mínimo, el precio no tiene límite; o 
me dirán que tendrá los del libre juego del mercado. 


Por otro lado, creo que hay diferencias que para mí son 
importantes y tienen que ver con la decisión respecto a las 
acciones series A y B. Digo esto, porque de acuerdo con lo 
que planteaba el señor Senador Rubio y lo que contesta el 
señor Ministro, está claro que -esto sí no es nuevo, sino que 
viene de las versiones anteriores- prácticamente esto se des- 
prende del artículo 20 de la ley, aunque podría haber sido me- 
nos crudo. Se indica que, en definitiva, se pueden vender. Eso 
no importa, porque no se estipula. Entonces, de la serie B se 
puede pasar a la serie A en la medida en que se enajene. En- 
tiendo el planteo del señor Ministro que se pueden comprar o 
vender serie A, pero no encaja en todo el discurso ni en la 
proyección -después explicaré el porqué- así como tampoco en 
la historia presente ni pasada. Por supuesto no me voy a retro- 
traer al momento en que empedrábamos por concesiones o re- 
mates, porque parece que toda la historia del Uruguay está 
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basada en ese tipo de cosas. El hecho concreto es que eso 
incide en las decisiones, si bien la Ley de Urgente Considera- 
ción, en su artículo 20, fijaba que por lo menos debía haber dos 
por parte del Estado accionista, esto es, de la parte seudo pú- 
blica. Eso daría lugar a otra discusión jurídica sobre las empre- 
sas mixtas, a la que no quiero entrar porque es obvio que no 
vamos a estar de acuerdo. Sin embargo, está claro que tenía- 
mos cinco miembros en las versiones anteriores, y ahora son 
seis, lo que indica que cuatro corresponden a la serie A y dos 
continúan perteneciendo a la serie B. 


Lo que no cambia es que de la Serie B, siempre son dos. 
También cambia la forma en que se resuelve, porque en las 
versiones anteriores en las que había cinco miembros -dos de 
la Serie B y tres de la Serie A- se decidía por tres o más inte- 
grantes. Hoy, en el decreto, se resuelve por mayoría simple de 
presentes. Creo que la diferencia no es menor. Son dos formas 
distintas: tres o más integrantes, en cinco, o mayoría simple de 
presentes. Pongo la hipótesis de que haya cuatro presentes y 
que los cuatro correspondan a la Serie A y puedan decidir. ¿, O 
no? Entonces, habría que ponerse a pensar cuando el Ministro 
hacía un planteo con respecto al contralor y a lo que van a 
hacer y a decir los dos miembros que están allí. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Me concede una interrupción, señora 
Senadora? 


SEÑORA ARISMENDI.- Se la concederé después, con mu- 
cho gusto, para que me conteste todas las preguntas. 


Por otro lado, está «en danza” todo el tema del dragado que 
-diría- es hasta tragicómico. Al respecto venimos conversando, 
discutiendo y preguntando desde hace tiempo; en algunos ca- 
sos me sentía hasta un poco torturadora cuando trataba de que 
el Ministro me contestara sobre el dragado y él hablaba de La 
Paloma, de Punta del Este, etcétera, y de todos sus sueños, de 
los que -estoy segura- él está convencido. 


El hecho concreto es que el dragado, que fue y vino, es 
como la draga de Livorno. Cuando le preguntamos al Ministro 
por esta draga, dijo algo así como que “cuando la limosna es 
grande, hasta el pobre desconfía” y, entre otras cosas, que 
había que ver si era una posibilidad o no a considerar. Esto lo 
dijo el 8 de noviembre. El entonces Subsecretario Aguerre esta- 
ba presente en esa reunión. Cuando después hablamos con él, 
en su condición de Presidente de la Administración Nacional 
de Puertos, acerca de la draga de Livorno, se mostró de lo más 
entusiasmado. Esto fue el día 25 de abril de 2001, cuando se 
firmó el decreto. Nosotros no lo sabíamos y seguramente él 
tampoco, porque en ningún momento lo mencionó; lo que dijo 
en la entrevista que mantuvimos en la ANP fue que el decreto 
estaba en curso. Pero allí, cuando habla de la draga, dice que 
se trata de una donación y que el único costo que tendríamos 
sería el del traslado, que no era menor. El Ministro decía que la 
draga que teníamos era de 1930, mientras que el Presidente de 
la Administración Nacional de Puertos afirmaba que era de 1945, 
diferencia ésta que, creo, es comprensible. De todas maneras, 
más allá de esto, me dicen que se aprontó la expedición para ir 
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a buscar la draga a Livorno o para ver cómo era el negocio. El 
sábado 2 de junio estaban prontos para partir un capitán, un 
patrón y un maquinista a quienes se les suministró los viáticos, 
pero de pronto se les indicó que no viajarían y hoy, 20 de julio, 
todavía no se sabe qué pasa con la draga de Livorno que nos 
iban a vender barata o a regalar. 


A esta altura, las informaciones han ido y venido, una y 
otra vez, acerca de cuánto hay que dragar y cuánto no hay que 
dragar, si es a pie de muelle, si se derrumba o no porque son 
noventa grados o no son noventa grados, así como las decla- 
raciones que ha hecho la Administración Nacional de Puertos 
con respecto al tema y las condiciones que se han ido demos- 
trando con esas máquinas que nos van a devolver hechas cha- 
tarra. Hay una cosa que dijo el Ministro, que está muy bien y 
que quiero destacar. El dice que tenemos trabajadores capaces, 
y yo digo que no los tenemos sólo en el puerto, sino en todo el 
país, como los de MAK S.A., que mantienen en funcionamien- 
to la empresa durante más de veinte meses a la espera de la 
llegada de un inversor, mientras viven de lo que reciben por 
concepto de seguro de paro. Del mismo modo, como se ha 
señalado, los trabajadores del puerto se las arreglan para cum- 
plir con su tarea sin un aceite, sin un repuesto, en tanto se 
pierde dinero porque no se invierte donde corresponde. El Mi- 
nistro decía que estos trabajadores tienen todas las cualidades 
como para que la empresa privada los mantenga a cambio del 
beneficio de los U$S 600. 


Quiero aclarar que, personalmente, tengo un matiz con la 
idea del señor Senador Rubio. Si me garantizaran que por los 
U$S 600 que se descuentan del canon por mantener a cada uno 
de los trabajadores en sus puestos de trabajo -de pronto, los 
trabajadores me dirían que no están de acuerdo con esto- o, 
dicho de otra manera, que se mantienen los puestos de trabajo 
a cambio de ese dinero que la sociedad uruguaya aporta, yo 
diría que es un avance, porque en el resto del país la gente se 
queda en la calle sin que le paguen nada a nadie. 


Ahora bien, mi pregunta es la siguiente. Si se despide a los 
trabajadores y a ese operador portuario se le descontó U$S 600 
por cada trabajador que tomó, ¿qué ocurre? ¿Se le sigue des- 
contando el canon y es como un seguro para los trabajadores 
que van a continuar en la empresa? Debo entender que eso 
quiere decir que el Estado, de hecho, va a estar pagando U$S 
600 por trabajador que se tome mientras funcione el operador 
en la terminal. Entonces, si se lo despide, ¿se deja de efectuar el 
descuento? A mi juicio, si es así, ello no surge del texto que ha 
sido preparado tan cuidadosamente. Aclaro que fui maliciosa 
en mi interpretación, pero no tanto como para no dar por buena 
la “versión 20”. Voy a tener que ponerme más maliciosa toda- 
vía. La realidad uruguaya me dice que eso no es así. Me estoy 
refiriendo a la historia de este camino empedrado de las conce- 
siones, desde el fin de la dictadura hasta hoy, a los pésimos 
negocios que se han hecho en nombre de la libertad de merca- 
do y de que precisábamos inversiones. Además, creo que el 
señor Senador Atchugarry cree en esas cosas porque decía 
que teníamos que creer en nosotros mismos. Personalmente, 
opino que si no creyéramos en nosotros mismos, no estaría- 


20 de Julio de 2001 


mos peleando ni habríamos dado la batalla para tratar de hacer 
entender a la opinión pública que íbamos a tener este paquete 
sobre la mesa. Si no creyéramos en nosotros mismos no esta- 
ríamos apostando a un proyecto de país que, efectivamente, es 
distinto y contrapuesto a aquel en el que cree el señor Minis- 
tro. Por ejemplo, tuvo hasta un lapsus cuando hablaba de la 
atención a la salud y a la educación que debe soportar el Esta- 
do. Cuando se refiere a “soportar”, lo dice en el sentido de que 
es como un soporte, pero puede tener otra lectura. También 
nombró al INDA. A este respecto le puedo demostrar, con do- 
cumentación -aunque no es éste el momento para hacerlo- que 
con los recursos que el Estado y el Presupuesto les dio -hablo 
de los que tiene, no de los que yo le habría querido votar- 
ordenando el “relajo” que hay, la intermediación y los proble- 
mas existentes vinculados a la falta de conocimiento acerca de 
a quién y cómo se destina- estaríamos dándole de comer en el 
INDA a la población, sin necesidad de estar vendiendo otras 
cosas. He desafiado varias veces a que discutamos el tema y 
veamos de qué manera, con los mismos recursos, señor Minis- 
tro, se podrían construir escuelas si el dinero no se estuviera 
yendo por otros lados. Con los mismos recursos no necesita- 
ríamos sustituir. Para que me sienta culpable, me hablan de que 
van a construir escuelas. Pienso que con los contratos de obra, 
con el dinero que se destina a cargos de particular confianza, 
podríamos estar construyendo otras aulas, ampliando escuelas 
y efectuando reparaciones. 


Entonces, discutamos el proyecto de país, pero completa- 
mente y con los datos de la realidad de todas partes. Contrata- 
mos consultoras para ver cómo se iban a hacer determinadas 
cosas y, ahora, para ver cómo va a funcionar el proyecto. ¿Cuán- 
to cuestan? ¿Este es el único camino o es una concepción 
dogmática? Aclaro que digo esto en el estricto sentido del tér- 
mino y no con un sentido adjetivo, sino sustantivo. 


Esto es pensar que el único camino posible es este y que él 
nos va a llevar al florecimiento y a hacer posible la libertad de 
trabajo, la inversión de riesgo y todos esos sueños interesan- 
tes -que he escuchado muchas veces y que, inclusive, han 
planteado el señor Ministro y el señor Senador Atchugarry- 
pero que no condicen con la realidad. Como ejemplo, voy a 
citar el mismo Puerto. ¿Qué pasó con los empresarios o coope- 
rativistas de los remolcadores? ¿O qué ocurrió con los de viali- 
dad -esto lo hablamos en el seno de la Comisión de Transporte 
y Obras Públicas- y con las micro y demás empresas? ¿Qué 
sucedió con los remolcadores, con Christophersen o, después, 
con los holandeses? Parece que Uruguay, en lugar de la Suiza 
de América, va a ser la Holanda de América. Estamos hablando 
de personas que no son empresarios ni cooperativistas, y que 
se encuentran en la calle. ¿Por qué los trabajadores portuarios 
van a creer que ahora las cosas serán distintas? ¿En qué dato 
de la realidad se pueden basar, con las concesiones y los com- 
promisos que existen? Menciono el ejemplo de Buquebus, que 
debe alrededor de U$S 2:000.000 desde la licitación. Se ofrece a 
los trabajadores pasajes a menor precio, descontados de su 
sueldo. También puedo citar el caso de Bon Port, que cada año 
tenía proyectos de infraestructura que debía cumplir; al pare- 
cer, se pintaron unos muritos y se hicieron algunas otras cosas 
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pero, ¿qué pasó con esos proyectos? ¿Se cumplieron o no? 
Entonces, ¿sobre qué datos de la realidad, además de los que 
surgen de la documentación existente, uno tiene que reflexio- 
nar? A mi juicio, ese es el problema que se debe considerar. 


Voy a hacer referencia a una última cosa que me parece que 
en las preguntas formuladas y en sus respuestas no quedó 
clara. De la intervención del señor Ministro se desprendía que 
ya descartaba lo del monopolio privado porque también ya des- 
cartaba el hecho de que los operadores que están hoy actuan- 
do serán los que van a operar. A mí eso me quedó claro desde 
su primera intervención, no por el hecho de que lo haya men- 
cionado expresamente, sino por determinar, con mucha clari- 
dad, que ellos no serán quienes operen. Aclaro que no derramo 
una lágrima por eso, porque no se trata de un problema perso- 
nal; verdaderamente, me preocupan otras cosas. Por ejemplo, 
me preocupa lo que pueda pasar con el Uruguay, con el Puerto 
de Montevideo, con los trabajadores y con que todo aquello - 
ratifico lo que se ha dicho aquí, aunque lo diré peor, porque el 
señor Senador Rubio es profesor y tiene otro estilo- se pase a 
cobre, como digo yo. 


A propósito de esto, quiero decir que a la Comisión que 
sesiona los jueves de mañana la llamo “de remate del Estado” y 
no de Servicios Públicos. El señor Senador Atchugarry habla- 
ba de la tentación de elevar las acciones, pero el señor Minis- 
tro Cáceres dijo, con toda claridad, que esa tentación era total- 
mente resistible porque los datos de la realidad indicaban que 
si se colocaba otro piso y otras características para la venta del 
paquete accionario, no se iba a tener suerte. Entonces, las co- 
sas son así, no por un problema de resistir la tentación, sino 
por los datos de la realidad. En definitiva, el problema es que 
ese destino a largo plazo se parece mucho a lo de PLUNA y a 
lo de ANCAP en el caso del portland que también, en un lar- 
guísimo y doloroso proceso, se fue dejando deteriorar, finan- 
ciando y favoreciendo a la competencia. En el caso de ANTEL, 
la discusión se está llevando a cabo ahora; la unidad regulado- 
ra está preparando las previsiones y demás elementos para que 
aparezca una competidora privada. En el mismo sentido, tam- 
bién podríamos mencionar a GASEBA, por ejemplo. 


Entonces, ¿dónde están los datos de la realidad que indican 
que esto será distinto? A mi juicio, no se trata de un problema 
de creer o no en la palabra ni de juzgar o no intenciones. Las 
cosas se demuestran por los hechos, por un proyecto y una 
concepción de país que no apunta a eso. En el marco de esa 
concepción de país, el Ministro de Economía y Finanzas dice 
que la piedra angular es la política fiscal y el propio señor 
Senador Atchugarry, de quien siempre digo que es el represen- 
tante del Poder Ejecutivo en el Senado y a veces muy en solita- 
rio -pobre-... 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos Julio Pereyra).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Solicito que se prorrogue el término 
de que dispone el orador. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos Julio Pereyra).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota: ) 
-16 en 17. Afirmativa. 
Puede continuar la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Decía que el propio señor Senador 
Atchugarry señalaba que nosotros tenemos un país en el que 
se reduce la parte productiva, tendiéndose a los servicios. Ahora 
bien, ¿eso es por obra de la llamada globalización, del Espíritu 
Santo, del mágico movimiento del mercado, supuestamente li- 
bre? ¿O acaso tiene que ver con toda una política y una con- 
cepción o, como dijeron algunos de mis compañeros, con un 
modelo determinado? Efectivamente, es un determinado mode- 
lo que nosotros no compartimos. Si miramos hacia Argentina o 
hacia Brasil, podemos ver hacia dónde conduce dicho modelo. 
Hoy teníamos una discusión de corredor con el señor Senador 
Núñez sobre si Cavallo era o no creativo. Claro, después que 
arrasó con todo, es creativo para ver cómo soluciona lo mismo 
que hizo pedazos, porque están en otra etapa. En Chile, por su 
parte, todo esto ocurrió en medio de la dictadura. Sé que el 
Uruguay es distinto, por lo que la estrategia debe ser diferente, 
precisamente, porque las características de la sociedad urugua- 
ya son otras. Algún día haremos un debate sobre todo eso, 
pero permítaseme mencionar ahora la historia de la lucha de 
puertos y de todos esos procesos económicos de los cuales 
hablaba el Ministro Cáceres; se trata, en definitiva, de la histo- 
ria de la lucha de clases, que aún continúa, y por más que 
algunos crean o no y que otros manifiesten estar o no de acuer- 
do, es como la salida o la puesta del sol, es decir, es un dato de 
la realidad, nos guste o no. Quienes no estamos conformes con 
ello, queremos superarlo. 


SEÑOR DE BOISMENU.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñora Senadora? 


SEÑORA ARISMENDI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos Julio Pereyra).- Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Con todo respeto, quiero decir 
que en una parte de su disertación, la señora Senadora habló 
sobre el señor Senador Atchugarry y dijo que a veces está 
muy en solitario. Particularmente, me siento descalificado, por- 
que estoy -respetuosamente- oyéndola, es decir, tengo el res- 
peto de estar presente, aunque no estoy participando o, mejor 
dicho, estoy creyendo muy poco lo que la señora Senadora 
está diciendo, y no creo que en este lugar pueda ser descalifi- 
cado por nadie. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos Julio Pereyra).- Puede 
continuar la señora Senadora Arismendi. 
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SEÑORA ARISMENDI - Gracias, señor Presidente. 


Aclaro que no he querido ofender al señor Senador de Bois- 
menu. Simplemente, dije que el señor Senador Atchugarry mu- 
chas veces está muy en solitario cuando tiene que defender las 
propuestas que hace el Gobierno. Ese también es un dato de la 
realidad. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, señora 
Senadora? 


SEÑORA ARISMENDI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos Julio Pereyra).- Puede 
interrumpir el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Vamos a distender un poco la tensión 
recién creada. Creo que aquí no ha habido ofensas para nadie. 


He escuchado con mucha atención al señor Ministro y, per- 
sonalmente, sé de su vocación casi unilateral por la participa- 
ción del sector privado en todo y por que el Estado se separe 
de todo. Hemos tenido alguna conversación, incluso fuera del 
país, en la que me insistió sobre eso. El señor Ministro sabe 
que no soy estatista; no creo que el Estado deba fabricar chori- 
zOS, ropa ni madera, así como tampoco construir casas ni dedi- 
carse, por ejemplo, a implementar la navegación marítima y de- 
más, a la industria del calzado, a los frigoríficos, etcétera. Con- 
sidero que eso lo debe hacer el sector privado. Pero me parece 
que hay algunas zonas estratégicas que deben ser atendidas 
correctamente por el Estado, el que debe poner el ojo muy bien 
allí para que las cosas se realicen adecuadamente. Con todo 
respeto, el señor Ministro debe saber que en la gestión que ha 
hecho su Ministerio a través de los contratos de obra pública, 
desde que el ingeniero Cáceres estuvo en esa Cartera como 
Director de Vialidad -cuando el Ministro era el señor Sanguine- 
tti, que hoy es Presidente de ANCAP, y el Subsecretario era el 
actual señor Senador Atchugarry- se ideó una concepción acer- 
ca del plan de transporte por la cual había que eliminar el ferro- 
carril porque daba pérdida. Lo eliminaron, lo liquidaron, lo ce- 
rraron. Sin embargo, hoy se encuentran en la posición contra- 
ria, porque quieren construir un ferrocarril privado con una lo- 
comotora que circule a cien kilómetros por hora. Por mi parte, 
les deseo buena suerte. Pero la ruta que se extiende desde 
Bella Unión a Artigas está destruida desde hace 15 años. Se la 
concedió a una empresa privada que ahora está en pleito con el 
Estado por haber abandonado la obra a medio camino. Se trata 
de la misma empresa que tiene la concesión para hacer la Ruta 
3, en el tramo comprendido entre Salto y Paysandú, que ha 
estado desde los últimos 15 años destruida, porque nunca fue 
terminada. 


Por concesión privada se le dio la Ruta 1 entre el kilómetro 
67 y Santa Lucía a una empresa privada llamada Consorcio 
Ruta 1, para que se hiciera cargo del peaje. Le garantizo al 
señor Ministro que, precisamente, hoy transité por allí y com- 
probé que en auto se puede galopar, porque no hay cosa peor 
construida. El auto galopa, salta en esa ruta dada en concesión 
a una empresa privada. 
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No me voy a referir a lo que sucede en la Ruta 5 entre 
Rivera y Tacuarembó, donde las huellas de los camiones han 
hundido el piso casi quince centímetros. Sí puedo agregar que 
estuve en la entrada de Young y también ocurre lo mismo. 
Insisto en que estas obras fueron realizadas por privados; ya el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas no se ocupa más de 
esas tareas. Me parece que esta Cartera no controla bien lo que 
hacen los privados. Señor Ministro: no siempre los privados 
hacen bien las cosas; por el contrario, muchas veces las hacen 
muy mal y, en general, no reciben la sanción que el Estado 
debería aplicar. 


Creo que este asunto está teóricamente y desde el punto de 
vista de la relación de fuerzas, prácticamente liquidado. Segura- 
mente, el señor Ministro va a salir de aquí avalado por la coali- 
ción de Gobierno. De todas maneras, estoy seguro de que esto 
no está bien hecho. 


Tengo una duda que quiero manifestar, porque seguramen- 
te me la responderán muy bien. Lo primero que me pregunté 
cuando vi el plano del espejo de agua es si el Puerto puede 
disponer de él, si el Presidente de la República, por medio de 
un decreto, puede decir: “Apruébase el Anexo en el cual se 
concede el área del espejo de agua que va a utilizar la empresa 
concesionaria”, etcétera. No sé si jurídicamente esto está bien 
o mal y si el Poder Ejecutivo puede o no hacerlo. Se me podrá 
decir que como administra el Puerto, puede disponer de él; a mi 
entender, no puede hacerlo como quiera y lo digo con toda 
sinceridad. No creo que jurídicamente pueda disponer como 
quiera ni que el Presidente de la República pueda decir que se 
otorga la concesión de la parte del espejo de agua del Puerto 
de Montevideo a una empresa privada, para poder extender la 
playa de contenedores hasta donde se le antoje. Esto no me 
funciona jurídicamente; no me cierra. Claro, yo soy sólo un 
estudiante de cuarto año de la Facultad de Derecho; no soy un 
docto en Derecho Administrativo. De todas maneras, con los 
pocos conocimientos que tengo, repito, que no me cierra. Creo 
que en este punto se exageró y que hay un punto de legalidad 
que vamos a tener que estudiar, porque se otorga la concesión 
de una cosa muy importante. 


Adelanto que estoy absolutamente de acuerdo con la pro- 
yección hacia el futuro. Ojalá se extendiera la playa por toda 
esa zona, se movilizaran 500.000 contenedores más y el puerto 
tuviera alcance regional de distribución y demás, porque ello 
nos alegraría a todos. Deberíamos estudiar si ello no lo puede 
llevar a cabo una sociedad mixta donde el Estado tenga una 
intervención muy importante. Lo que el señor Ministro y el 
Gobierno están llevando adelante lo debatimos hace cuatro años 
cuando propusimos que el Estado y los privados, en combina- 
ción y por partes iguales, se hicieran cargo de la gestión. Inclu- 
sive, el sindicato discutió el tema, pero el Gobierno no lo acep- 
tó; ha optado por dar exclusivamente la gestión a un sector 
privado específico, tal como lo planteé en mi intervención ante- 
rior. 


Me pareció importante decir esto, porque aquí se plantea- 
ron muchas ideas filosóficas, de concepción y de modelo, y 
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alguna “entrada” hay que hacer, por lo menos para distraer al 
personal un ratito. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos Julio Pereyra).- Puede 
continuar la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Quiero terminar mi exposición plan- 
teando dos preguntas y haciendo alguna sugerencia. 


La primera interrogante tiene que ver con las proyecciones 
que se hacen en cuanto al personal del Puerto en general, por- 
que en muchas oportunidades y en varios medios de prensa - 
pero también en una comparecencia a la Comisión de Transpor- 
te y Obras Públicas- el Directorio de la ANP ha manifestado 
cómo ha ido abatiendo la plantilla de personal. Pero también 
hay objetivos que tienen que ver con los incentivos, con este 
sistema de U$S 600 mensuales. En este sentido, me resultó muy 
interesante esa afirmación de que es U$S 1.200 el promedio de 
retribuciones y vamos a chequear esto -porque, en todo caso, 
significaría un descenso muy importante para muchos- y cuán- 
tos trabajadores quedaron en la situación anterior en el caso de 
los otros emprendimientos en los que se sedujo a empresarios, 
miniempresarios y cooperativistas. 


(Ocupa la Presidencia don Luis Hierro López) 


-La otra pregunta tiene que ver con estos festejos tan im- 
portantes que se han hecho, lo cual no supone un tema menor, 
aunque pienso que se podría haber celebrado de otra manera y 
no precisamente en medio de esta situación, opinión que no 
necesariamente se debe compartir. Hemos visto un despliegue 
interesante y pensamos que es una inversión que redunda en 
la imagen del Puerto que queremos dar, pero que no coincide 
con la visión de austeridad que se quiere dar. En definitiva, lo 
que quiero saber es cuánto abarcó todo esto. 


La sugerencia que quería plantear tiene que ver con la pro- 
ducción de azúcar y el hecho de traerla a nuestro país para 
refinarla, a los efectos de desarrollar determinadas zonas del 
país en un momento que, por cierto, no es el más feliz. Como 
hemos señalado, este proyecto de país ha dado como resulta- 
do el quince y tanto por ciento de desocupación, por lo que se 
necesita modificar el rumbo, ya que el camino que se está tran- 
sitando inexorablemente no se condice con esa descripción so- 
ñadora que hacía el señor Ministro Cáceres, que con gusto 
compartiríamos y también con gusto nos haríamos la autocríti- 
ca por haberle creído la versión veinte. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Me permite, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿Me permite, una inte- 
rrupción señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 
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SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- No sé si no convendría 
-lo dejo a decisión del señor Ministro- por una economía del 
debate, para no inflacionarlo demasiado, y en razón de que 
estoy anotado para hacer uso de la palabra después de la se- 
ñora Senadora Arismendi y de que me han ido recortando la 
cantidad de preguntas que quería realizar, que el señor Minis- 
tro respondiera todo junto. 


SEÑOR MINISTRO.- De acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Quiero comenzar dicien- 
do -ya que se hizo una referencia a Holanda- una frase del 
novelista políticamente blanco Enrique Estrázulas, quien du- 
rante un viaje que realizó a Holanda señaló: “Viendo a Holanda 
uno se da cuenta de lo trabajadores que son los indonesios”. 
No hay que olvidar que Holanda no es solamente un puerto -y 
esa es la diferencia que existe entre ese país y nosotros- sino 
también un pequeño país industrial, con grandes talleres, fábri- 
cas y cosas por el estilo. También comentaba que si tuviera 
que elegir en Europa, preferiría Alemania, que tiene un formida- 
ble puerto como el de Hamburgo subsidiado, entre otros, por la 
ciudad, por el Land y por el Gobierno Federal contra la opinión 
de toda la Unión Europea. Pero como los alemanes nunca fue- 
ron bobos subsidian estatalmente sus puertos. Si nos pusieran 
a elegir modelos, podríamos elegir ese para el Puerto de Monte- 
video, dado que si lo que nos preocupa es ganar comercio de 
tránsito -donde si no me equivoco cada contenedor deja un 
valor agregado de U$S 2.150 en casa- buen negocio sería para 
el Uruguay y para el Estado subsidiar algunas actividades de 
ese puerto tan dinamizador del resto de la economía.. 


Esto no quiere decir que quien habla sea estatalista, estoy 
en la línea del señor Senador Gargano, sino que simplemente 
hace punterías en torno al país que tenemos. 


Quiero decir también, señor Presidente, que me siento có- 
modo porque he reflexionado mucho cuando a través de la 
prensa y aquí mismo se dijo que teníamos pésimas intenciones 
al proponer esta interpelación. Lo hice tratando de ver si mis 
adversarios tenían razón y si fuera necesario hacer una autocrí- 
tica. En tal sentido, me siento cómodo porque llegué a la con- 
clusión de que no la tenían en ese sentido. Recuerdo que cuan- 
do discutimos acá la Ley de Urgencia y este tema específico, le 
pedí permiso al señor Presidente para referirme también a la 
terminal de contenedores de AFE. En tal sentido, no podía dis- 
cutir por separado estos temas que venían en dos artículos 
diferentes, dado que en mi cabeza no entraba la separación de 
ambas cosas, ni siquiera puedo imaginar por separado al puer- 
to de las carreteras, de los aeropuertos, de las hidrovías, de los 
ferrocarriles y tampoco de la ciudad de Montevideo. En aquella 
oportunidad fuimos derrotados. Clamé en este Senado, supli- 
qué que se desglosara ese asunto por considerar que en aque- 
lla ley de urgencia, donde discutíamos entreverado “chorizo 
con velocidad”, como decía recién el señor Senador de Boisme- 
nú, asuntos de suma importancia con otros de no tanta. Me 
cito a mí mismo de memoria cuando dije que estamos tocando 
el mapa de la patria y lo estamos tocando por muchos años. 
Las consecuencias de la decisión que vayamos a tomar la van 
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a disfrutar o a sufrir nuestros hijos y nuestros nietos, más que 
nosotros mismos. Este es un tema de Estado, de esos que se 
denominan de Estado como no debe de haber muchos de los 
que van entrando en la agenda del debate en este Senado. No 
muchos deben ser tan importantes. El día que su Majestad el 
Rey de España puso un dedo aquí, como no podía ponerlo en 
otro lado, y dijo que quería un puerto acá y así fundó el más 
formidable bastión de la Armada española, el imperio más gran- 
de del mundo en ese momento, en este rincón del planeta, defi- 
nió el nacimiento dolorido y doloroso de esta patria que quedó 
reducida territorialmente porque fue, sencillamente, una manza- 
na de la discordia, por su puerto -no fue solamente Colonia la 
manzana de la discordia- y porque era marca fronteriza entre los 
dos imperios más colosales del planeta en ese momento. Pien- 
so que la historia se repite porque es de tanta importancia el 
puerto que nos dio origen, que no puede más que repetirse la 
historia. Hace no mucho rato el propio señor Ministro decía 
que como en el siglo XIX volvemos a ser un país de comercio- 
tránsito y es lógico, por el puerto. La naturaleza puso ahí uno 
de los mejores puertos del mundo, tenemos un “puertazo”, no 
cabe dudas. Cuando el señor Ministro pone a volar su sueño 
de hinterland portuario, pugnando por hacerlo llegar a 1.600 
kilómetros de radio, no se está equivocando, ese es el sueño, 
debía ser incluso, más ambicioso todavía, porque el sueño no 
es un sueño mal cifrado, está apoyado sobre reglas de la geopo- 
lítica . Por la naturaleza de este puerto es posible eso. ¡Claro 
que sí! Y es harto evidente que la vocación anfibia de nuestro 
país, marítima, portuaria, tiene que ser para la región porque el 
puerto lo amerita. Y ese es un desafío estratégico para este 
país, por eso esta cuestión es tan de Estado y tan del transpor- 
te, no del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, sino de 
todo lo que dicha Cartera expresaría o expresa cuando habla- 
mos de transporte; nudo gordiano de un destino para el Uru- 
guay, pero no es el único, debería ser coadyuvante con otros 
que nuestro país tiene. Entonces, me siento cómodo porque no 
es la voluntad de molestar cuando hay una subasta, es el senti- 
miento que uno tiene de que estamos tomando, tal vez, las 
decisiones más graves que es dable tomar en este país y ameri- 
tan este debate que, hasta ahora ha sido de altura. No creo que 
ningún inversor extranjero serio que haya escuchado este de- 
bate o lo esté haciendo ahora se alarme, porque estas son las 
cosas que discuten los parlamentos serios del mundo. ¿Qué 
otras cosas tienen para discutir? ¿Para qué estamos todos acá 
sino para discutir este tipo de cosas? Entonces, nosotros per- 
dimos. Dimos una pelea y yo terminé enfermo debido a esta 
lucha por juntar más de 500.000 firmas y perdimos. Bueno, en- 
tonces nosotros no tenemos más remedio, a partir de ese febre- 
ro, que empezar a reflexionar en el marco de esas leyes de juego 
acerca de la autorización que el Poder Ejecutivo tiene por esa 
ley para llamar a una subasta. No, este debate no significa 
volver a rediscutir la ley de urgencia, sería estúpido y totalmen- 
te desubicado. Lo alarmante para nosotros -por lo menos para 
mí, aunque creo que también para toda la Bancada del Frente 
Amplio - Encuentro Progresista- es algo así como si hubiéra- 
mos perdido un debate en torno -lo digo con todo respeto- a la 
venta de la Plaza Independencia y cuando se va a hacer la 
subasta nos enteramos que ésta, además, abarca a gran parte 
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de la Ciudad Vieja, hasta la calle Río Branco. Esto no fue lo que 
discutimos ni siquiera cuando perdimos. Uno es descendiente 
de españoles y con todo respeto, como decía un abuelo: la 
locura de los italianos es que le llaman formaggio al queso 
cuando el queso es queso. Entonces, discutí acerca de la termi- 
nal de contenedores en base a unos planos que todo el país 
conocía y a unos proyectos de ampliación que estaban dados 
por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero ahora, 
cuando se va a hacer la subasta me encuentro con que es otra 
cosa. No se va a poder pescar roncaderas en la escollera Saran- 
dí. Como bien dijo el ingeniero Aguerre la Intendencia tiene un 
sueño bucólico de hacer un gran jardín, allí donde estaba Nep- 
tuno, y cuando los señores Senadores visitaron el puerto, el 
ingeniero les dijo que ese proyecto va a quedar fenómeno, 
pero lástima que él desea que todo esto quede tapado por un 
infierno de contenedores. Si miramos el mapa de la concesión 
parados en la escollera Sarandí serían, prácticamente, ocho cua- 
dras de contenedores. La escollera Sarandí tiene 900 metros y 
el punto está 120 metros antes de que ella termine. Si le aplica- 
mos índice CONEAT -el señor Senador de Boismenu me podrá 
asesorar- esta chacra de 45 hectáreas, equivaldría a una estan- 
cia de 100.000 hectáreas. Entonces, ahí nos cambia el asunto, 
no sólo la simple dimensión territorial de esa formidable expla- 
nada -recordemos que todo el puerto tiene hoy 65 hectáreas- 
sino las consecuencias que se van a derivar. 


Para ser gráfico, saqué una cuenta de almacenero -no la 
tomen en serio- y a esas 45 hectáreas les calculé el canon de 
U$S 10 por contenedor, como 100.000 es el mínimo que se pide, 
me da un “palo verde”, más el otro canon por consolidar y 
desconsolidar y lo dividí y el alquiler de cada una de esas 
hectáreas me da U$S 2.000 por mes. 


El local del MPP que abandonamos hace poco en la calle 
Río Negro y Uruguay nos costaba U$S 1.000 mensuales y era 
bastante malo. Entonces, teniendo en cuenta el tamaño, la en- 
vergadura y las consecuencias que ello va a tener desde el 
punto de vista estratégico sobre nuestro puerto, el problema 
está en lo barato del asunto, en la sensación de lo excesiva- 
mente fácil, casi regalado del precio que se le cobra a la provi- 
soriamente empresa mixta, de acuerdo con las declaraciones 
que acaba de hacer el señor Ministro. ¿Por qué? Desde que se 
reconoce aquí que las acciones de categoría A se pueden ven- 
der, será empresa mixta, hasta que se venda y si se vende; no 
quiero suponer. Pero como la voluntad de los hombres es muy 
veleidosa y como dijo aquel que todos conocemos, lo que im- 
porta son las garantías del contrato, en el contrato no queda 
claro que no se puedan vender sino que, por el contrario, se ha 
dicho aquí explícitamente que sí se pueden vender. 


Nosotros estamos discutiendo una cuestión de Estado, un 
asunto importantísimo, incluso, para nuestros nietos y lo hace- 
mos como aquella vez: el Gobierno viene como Jack el Destri- 
pador, nos dice que discutamos por partes y nosotros, los de 
la oposición, entramos en esa dinámica y nos comportamos 
como el doctor Frankestein, especializándonos en meñiques, 
en pies izquierdos y en codos y lo que surge del debate, en el 
mejor de los casos, es un monstruo entre lo que hace el Gobier- 
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no y la forma en que reacciona la oposición. Como decía Kis- 
singer cuando el dibujo del caballo es discutido por un comité, 
por lo general, resulta un camello consensuado. Estos temas, 
indudablemente, no se pueden discutir por partes. 


El señor Ministro hace volar su imaginación, ve el ferroca- 
rril rumbo a Rivera y luego se pelea con el señor Senador Ru- 
bio, diciéndole que no va a haber problemas con el ingreso del 
ferrocarril a la escollera Sarandí. Ya tenemos problemas con el 
ingreso del ferrocarril no a la escollera Sarandí, sino al Puerto, 
ya que existe uno noctámbulo que sólo puede atravesar la ram- 
bla mamarrachesca que alguien construyó en mala hora un día, 
rompiendo el Puerto, de noche porque, de lo contrario, ocasio- 
naría un gran atolladero de tránsito. Esto se agravaría si se lo 
hiciera entrar a la escollera Sarandí, porque es inconcebible esa 
monumental playa de contenedores sin un ferrocarril que lle- 
gue hasta ella, ni carreteras que lleguen hasta allí. El señor 
Ministro, refiriéndose a este problema dice que está muy bien 
ubicado, inmejorablemente, en la entrada del Puerto, en la vere- 
da del canal de acceso al Puerto. Esto es así porque la mayoría 
de los contenedores se irán por la vía marítima. Aquí tengo un 
libro cuyo título es “Seminario Uruguay País de Tránsito”, en 
el que un especialista como es el señor Ruben Azar Scarone 
nos habla de cuál sería el comportamiento del 50% de los con- 
tenedores que hoy movemos. Si recuerdo bien, el ingeniero 
Aguerre nos informó que la mitad de los contenedores que hoy 
se están moviendo se van, es decir, es comercio de tránsito. No 
sé si el comportamiento de la otra mitad es el mismo, pero de 
acuerdo con este estudio, por vía área se van 2.920; por vía 
marítima, 13.462 y por vía terrestre, 78.852. Tanto los que salen 
de zona franca como desde depósitos portuarios, por vía aérea 
se van 117, por vía marítima 4.423 y por vía terrestre 8.996. Si se 
los mira por depósito de almacenamiento, también salidos del 
recinto portuario, por reembarco en el puerto, tenemos 34.237; 
por vía terrestre, 62.095. Es decir que no es como dijo el señor 
Ministro porque en los contenedores que queremos capturar 
estratégicamente, que son los que van al comercio en tránsito, 
la vía terrestre es la principal y la escollera Sarandí no es una 
buena ubicación. 


Por otro lado, como soy miembro de la Comisión de Defen- 
sa Nacional, puedo decir que sé que es correcto que la Armada 
no puede tener su Base allí. Eso lo piensa la Armada y también 
lo dice el sentido común, por lo que hay que buscar ese empla- 
zamiento en otro lugar. El ingeniero Aguerre nos informaba al 
respecto -aclaro que estoy citando de memoria y puedo equi- 
vocarme- que el costo de trasladar ese atracadero es de 
U$S 20:000.000. El mismo 25 de abril cuando se estaba firmando 
el decreto él soñaba -y se lo comunicó a los señores Senado- 
res- con llevar los cruceros turísticos hasta allí y cobrarles un 
canon, como es lógico. De ese modo, esa ganancia financiaría 
los gastos de emplazamiento de la Armada Nacional en una 
nueva locación, que podría ser Capurro u otro lugar. Con ese 
dinero, por lo menos, se amortizaban los gastos de un emprés- 
tito para el traslado de la Armada. Frente a esto, pregunto al 
señor Ministro ¿y ahora qué? En este libro que mencionaba se 
habla de la eventual expansión del área de la terminal y quizá 
esta es otra eventual expansión aparte de la de la estancia. 
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Aquí se dice que “en el área anexa a la terminal sobre la dárse- 
na fluvial se encuentran los depósitos A y B ocupados, a la 
fecha de aprobación de este régimen, por la Armada Nacional. 
En caso de desafectarse esa área de su actual destino” -evi- 
dentemente no hay compromiso, pero aquí sí lo hay- “se incor- 
porará la gestión integral de esas áreas a la terminal como am- 
pliación del contrato inicial”. Es decir que aquí hay un compro- 
miso. Ante eso, pregunto, en ese caso hipotético, para el cual 
no hay compromiso, si se desafecta, cuando se incorpore, para 
lo que sí hay compromiso, ¿esto se incluye en el costo actual o 
se cobrará por esto, como soñaba el ingeniero Aguerre el 25 de 
abril, un canon aparte para financiar las obras de traslado de la 
Armada Nacional? ¿O también tendremos que hacer la inver- 
sión por cuenta del Estado para el traslado de la Armada Na- 
cional, para que ese formidable muelle que, lógicamente, sería 
ideal para la terminal de contenedores -parece nacido para eso- 
lo disfrute con sus depósitos incluidos, la empresa por ahora 
mixta -quien sabe hasta cuando- con mayoría privada? 


El ingeniero Aguerre también nos decía que cuando se lla- 
mara a licitación por esa parte -el señor Senador Rubio expresó 
que la licitación ya se produjo porque está aquí incluida sin 
ella- la iba a ganar la misma empresa, porque está al lado. No 
soy abogado, porque no llegué a cuarto año de facultad, ya 
que me surgió una changa para hacer otras cosas en esa época 
y tuve que abandonar la Universidad. Pero, quisiera saber si en 
caso de que se hiciera una licitación, ¿la llamaría la Administra- 
ción Nacional de Puertos y la otorgaría ella misma? 


Pero la Administración Nacional de Puertos, a su vez, es 
parte interesada; es juez y parte porque ya forma parte de la 
empresa competidora que va a participar en la licitación. Esta 
pregunta se me extiende a todo lo demás. Si de ahora en ade- 
lante la Administración Nacional de Puertos va a ser una em- 
presa de competitividad privada, competidora de todas las de- 
más que se desenvuelven en lo que se entiende es el Puerto de 
Montevideo, que abarca desde Punta Carretas hasta Punta Ye- 
guas, incluidas las 98 hectáreas de la secta Moon en Puntas de 
Sayago, cuando tenga que dar o negar una concesión a sus 
competidores, por lo menos -no voy a dudar de la objetividad 
de los gobernantes- puede ser recusada como juez y parte del 
negocio. No me quiero meter en esta honda perplejidad jurídi- 
ca, porque puedo quedar hemipléjico, pero las consecuencias 
que pueda tener en el futuro este tipo de cosas me generan una 
esquizofrenia cerebral. 


A continuación, voy a citar las palabras que pronunciara el 
señor Ministro en el acto de clausura del seminario “Uruguay, 
país de tránsito”, que figuran en el libro mencionado. Antes, 
quiero decir que el comercio de tránsito es muy tentador; hizo 
furor en el siglo XIX y depende de soberanías ajenas a las 
nuestras. ¡No nos olvidemos nunca de eso! Depende de lo que 
decidan Brasil, Paraguay y Argentina. ¡No estemos abriendo 
ya las 7.000 carnicerías en Estados Unidos, porque puede venir 
la aftosa y nos podemos quedar sin vender la carne! Entonces, 
no apostemos a un único modelo, como si esta fuera la gran 
panacea que nos va a resolver todos los problemas, olvidando 
que es muy veleidosa la voluntad de los hombres. Tal como 
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señaló el señor Senador Atchugarry, el MERCOSUR ha venido 
dando pasos para atrás; entonces, el comercio de tránsito tam- 
bién puede dar pasos para atrás por razones únicamente políti- 
cas. Esto también ha pasado históricamente. Aquí hubo empre- 
sas florecientes en el siglo XIX y que, a raíz del comercio de 
tránsito, se fundieron de la noche a la mañana. 


De manera que también hay problemas de soberanía nacio- 
nal. Creo que el quid de la cuestión es el siguiente. Todos 
tenemos el derecho a las utopías; bienaventurado el hombre 
que las tenga porque no me imagino un ser humano sin ellas. 
Esta frase que pronunció el señor Ministro en ese acto de clau- 
sura, explica bien dónde están las discrepancias de fondo que 
tenemos; si pudiera, las escribiría en letras góticas en el frontis- 
picio del Partenón de las discrepancias. El señor Ministro ex- 
presó: “Nosotros no pensamos hoy en los hijos de la sociedad 
uruguaya como trabajadores manuales del campo, ni pensamos 
tampoco como trabajadores manuales de la industria. Hoy pen- 
samos de nuestros hijos -y de los hijos, yo diría, no solamente 
de los que estamos acá, que tal vez no somos representativos 
del total de la sociedad- diría que en todas partes el ideal de un 
hijo es estar en el mundo de los servicios y, por lo tanto, creo 
que tenemos que hacer todo lo posible para que eso, que iden- 
tificamos como una oportunidad probable y como un ideal por 
otro, se concrete”. 


Mi modelo de país, que no desprecia los servicios, quiere 
que este país tenga industria; quiero que mis hijos sean traba- 
jadores manuales de la industria y que mis estudiantes también 
sean ingenieros de la industria. Quiero que haya trabajadores y 
productores en el campo. Esa es la gran discrepancia que está 
en el fondo y que explica estos desencuentros que tenemos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MINISTRO.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Hemos acumulado una gran cantidad 
de preguntas. 


En primer lugar, voy a responder las inquietudes plantea- 
das por la señora Senadora Arismendi. 


La mayor área surge de la diferencia entre la versión que 
teníamos y la final; eso responde a las motivaciones que aca- 
bamos de señalar en Sala. Nos parece que ese lugar sirve para 
ser ganado al mar; no hay otra posibilidad. Es un terreno roco- 
so y no hay viabilidad para construir otra cosa. Es el área con- 
tigua natural entre la escollera Sarandí y la terminal de contene- 
dores, y no parecería razonable que allí se realizara otro tipo de 
emprendimiento. En algún momento, una consultora japonesa 
analizó la posibilidad de levantar una instalación de graneles, 
pero se descartó hasta por razones ambientales. Parece natural 
la extensión de una pequeña área adicional de tierra, que real- 
mente no tiene ninguna utilidad. 
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Insisto -voy a responder en parte una de las preguntas del 
señor Senador Fernández Huidobro- en que aquí se va a poder 
acceder a eso en la medida en que se utilice como área de tierra. 
Por lo tanto, en este caso no se trata de la concesión del álveo 
de agua, que es una potestad del Poder Ejecutivo que ya ha 
utilizado en otros proyectos privados como, por ejemplo, Bopi- 
cuá o Nueva Palmira. El texto que regula esa materia es el Códi- 
go de Aguas. Este caso es distinto porque va avanzando la 
tierra sobre el agua. Además, se ha determinado que el álveo 
portuario de Montevideo forma parte del dominio de la Admi- 
nistración Nacional de Puertos. 


Con relación a la grúa Inta Eimar, creo que no ha habido 
cambios; es la misma. En cuanto a los desgastes, debemos 
tener en cuenta que si presto algo y después me lo van a 
devolver, es bastante difícil verificar y ponernos de acuerdo 
que lo regresen en las mismas condiciones en que fue entrega- 
do. Es una grúa que ha sido más que noble. Hace más de trein- 
ta años que está prestando servicios y, seguramente, continua- 
rá haciéndolo por más tiempo. Con certeza, llegarán más grúas: 
dos en forma inmediata, tres en una etapa posterior y cinco 
después. Cada tantos miles de contenedores -no recuerdo exac- 
tamente el número- se irá incorporando una nueva grúa hasta 
que, en determinado momento, se plantee la congestión en el 
uso de muelles y pueda, incluso, ameritar su extensión. Decía 
que, con respecto a la grúa, la situación sigue siendo la misma, 
con alguna diferencia en la condición de recepción. Hoy tene- 
mos problemas en uno de esos equipos que ya tienen muchos 
años. Pensemos que cuando lo devuelvan va a tener tantos 
años más que lo haría comparable con lo que en la actualidad 
sería un Ford “T”. Por algo, hay un período de amortización y 
de vida útil de las cosas. Creo que lo que había era un inconve- 
niente vinculado con la reglamentación de la Ley de Puertos 
que establecía que no se podía entregar, lo cual hubiera sido la 
situación más lógica. Lo más lógico parece ser que cuando se 
hacen concesiones se entreguen los equipos disponibles, a fin 
de no generar después otros problemas. 


Lo mismo ocurre con las instalaciones eléctricas. Lo más 
probable es que en una concesión de treinta años se vayan a 
hacer varias instalaciones eléctricas y quedarán obsoletas; las 
actuales quedarán así más rápidas que ninguna otra. Por lo 
tanto, acerca de si las entregan o no en las mismas condicio- 
nes, lo seguro es que si alguien está operando va a querer 
tener energía eléctrica. En consecuencia, el día que tenga que 
entregar la concesión, lo hará operándola. De lo contrario, se 
hará otra negociación, con la cual se pedirán otras cosas. Hoy 
pedimos inversión; mañana veremos qué pide quien se encuen- 
tre en esa instancia. 


Reitero que hoy pedimos inversión y captación de tráfico. 


En cuanto a la diferencia de los miembros, simplemente que- 
ríamos que la mitad más uno fuera un número entero. Entonces, 
si eran 5 miembros ¿cuánto es la mitad más uno? ¿3.5? Lo ideal 
era que fueran 4, porque era el número entero más próximo y el 
problema radicaba en que era 4 más 1. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-123 


Por otro lado, no ocultamos que realmente queremos que 
quien va a hacer la inversión y se va a jugar el pellejo de captar 
el tránsito, pueda decidir. La idea es hacerlo decidir, permitir 
que decida y si posteriormente la decisión es equivocada, le 
llamaremos la atención. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Senado- 
ra. 


SEÑORA ARISMENDI.- Nadie está pensando en partir a 
uno de los miembros de la Dirección. El problema es otro. La 
diferencia radica en que cuando eran cinco integrantes, dos de 
ellos, o sea los representantes de la Serie B -precisamente los 
que el señor Ministro señaló que iban a controlar la actividad- 
integraban un colectivo de tres miembros de la Serie A y las 
decisiones se adoptaban por la mayoría de integrantes. En el 
caso de que fueran seis, siguen siendo los mismos dos y cua- 
tro por la Serie B y se decide por mayoría de presentes y no de 
integrantes. Creo que la diferencia es sustancial. Incluso, puse 
el ejemplo de que sólo pueden estar los cuatro miembros de la 
Serie A y decidir. 


SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, a ese punto me refería 
cuando mencioné que nosotros no ocultamos que es nuestro 
deseo que quien es responsable tenga la capacidad de decidir; 
queremos que sea así. De lo contrario, nadie vendría a invertir, 
porque no es conveniente hacerlo en un lugar donde decide 
otro o donde se corre el riesgo de que el que no invierte tenga 
veto sobre las acciones del que se está jugando la billetera. 


En consecuencia, creemos que debemos dar esa posibili- 
dad. De todos modos, si luego resulta que los representantes 
del Estado no concurren, estaremos frente a un pecado de omi- 
sión y habrá que tomar las medidas correspondientes. Por algo 
están los representantes e, incluso, hay un síndico; en conse- 
cuencia, hay otros agentes de control, más allá de los miem- 
bros del Directorio. 


En cuanto al tema de la draga de Livorno, creo que es algo 
que no tiene nada que ver con la terminal y seguramente está 
relacionado con el dragado. Se trata de una draga que habrá 
que ver cómo se termina de procesar. De todos modos, ya 
manifesté cuál era mi opinión sobre esos equipos usados, vie- 
jos y con dificultades de funcionamiento. 


A propósito del tema de los trabajadores, quiero decir que 
no se trata de que se pague; aquí hay una confusión, lo que 
ocurre es que se deja de recibir. 


SEÑOR RUBIO.- Es lo mismo. 


SEÑOR MINISTRO.- No es lo mismo; no es lo mismo pa- 
gar que dejar de recibir. Podría parecer que se piensa pagar 
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U$S 600 a la persona pero, en realidad, ésta ganará lo estipula- 
do en el acuerdo, puede ser U$S 1.200 o U$S 2.000, no lo sé. Lo 
que sí va a existir es una ayuda de U$S 600, tal como se esta- 
blece en el artículo 49 que reglamenta las condiciones en que 
eso se va a concretar. Esta disposición señala que en caso de 
que el contratista empleara un número mayor de funcionarios 
de la ANP por cada empleado que exceda la cantidad de treinta, 
se reducirá el monto total del canon según se indica en los 
numerales 4 a 10, mientras se mantenga la respectiva relación 
laboral y hasta un máximo de diez años. 


Con relación a qué suerte han tenido las reconversiones 
laborales, por lo menos en el área nuestra que es la que cono- 
cemos, la verdad es que ha sido buena. No tenemos ningún 
caso de una empresa que, trabajando correctamente, no haya 
sido exitosa. Concretamente, tenemos dieciocho empresas, de 
las cuales dieciséis han sido francamente exitosas, una regular- 
mente exitosa y una razonablemente mala, que es la vinculada 
al tema de dragado. 


Con respecto a la proyección de personal de la ANP, en 
general creo que es un tema que tendríamos que tratar en otra 
instancia; pero durante todos estos años, en el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas pasamos de 7.800 empleados a 
3.800. ¿Eso fue bueno? Fue una de las razones por las cuales 
no tuvo que contraerse más la obra pública. Debemos decir 
que existe una especie de discriminación favorable hacia el fun- 
cionario público en detrimento del funcionario privado, simple- 
mente porque existe, de intermediario, un contratista y una lici- 
tación y la persona se puede quedar sin trabajo. Sin embargo, 
resulta que el funcionario público no se puede quedar sin em- 
pleo. Creo que esa discriminación que hacemos en la sociedad 
podría ser comentada en algún momento. 


En este momento y para tranquilidad del señor Senador, 
debo decir que el señor Presidente de la Administración Nacio- 
nal de Puertos me informa que la totalidad de los festejos tuvo 
un costo de U$S 60.000. 


Con relación a lo planteado por el señor Senador Gargano, 
creo que de todas las obras que él mencionó, ninguna es una 
concesión, sino que son contratos, lo que avala lo que él seña- 
ló, en el sentido de que el Estado no controla bien. Puede ser 
que tenga razón; en eso estamos y por ese motivo estamos 
contratando una auditoría técnica que permita poner un poco 
de “cincha” a todo este tema. 


Pido excusas, porque hace un momento dije que lo del es- 
pejo de agua lo había dicho el señor Senador Fernández Huido- 
bro, pero fue el señor Senador Gargano. 


Respecto a lo mencionado por el señor Senador Fernández 
Huidobro, cabe señalar que el Puerto de Rotterdam sólo repre- 
senta el 10 % del PBI de Holanda. Además, si al modelo ale- 
mán, subsidiado, lo pusiéramos en el Uruguay, cabría pregun- 
tarse qué sucedería, porque si hemos tenido tanto escándalo 
por las determinaciones moderadas que hemos tomado, habría 
que ver qué pasaría si le dijéramos a la nación que vamos a 
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pagar, por ejemplo, U$S 500:000.000 para que se instale una 
fábrica de microchips. Reitero que me gustaría saber qué pasa- 
ría acá si dijéramos que vamos a pagar esa cifra por una instala- 
ción que es uno de los tantos casos de la ex República Demo- 
crática Alemana. 


SEÑOR MICHELINI.- Al Ministro Bensión le daría un ata- 
que. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que le daría un ataque al Minis- 
tro Bensión y a todos, porque de esos ejemplos son de los que 
tenemos que aprender. Se trata de modelos que existen y son 
válidos, pero hay que saber cómo son realmente. La realidad es 
que el Estado alemán pone dinero, no da ninguna exoneración 
impositiva y saca el cálculo de que representa un buen negocio 
hacer esa inversión, porque posteriormente a través de los im- 
puestos la va a recuperar. Esos son modelos fantásticos pero, 
s1 hoy se los explicáramos a la población, ésta no podría enten- 
der que el Estado ponga dinero para atraer empresas, porque 
luego va a recuperar esa inversión a través de los impuestos. 


Sin duda, este es un tema de Estado y en eso estamos de 
acuerdo con la señora Senadora, a pesar de tener opiniones 
diferentes. Evidentemente, es un área diferente de la inicial, 
pero para que el uso pueda ser ejercido, hay que poner el dine- 
ro arriba de la mesa, salir de los dos metros de agua o haber 
terraplenado o transformado y, a la vez, si lo transformamos, los 
números ya serían más altos. Además, los números que se men- 
cionaron son los números de la Administración Nacional de Puer- 
tos, porque son los que se extraen del cálculo del canon. 


En mi opinión, se debe observar los números del país y no 
los del Organismo. Digo esto, porque muchas veces estamos 
como enfermos, pues miramos el número de la chacra, en lugar 
de atender a los de la estancia grande, que es todo el país. 


Para terminar, quisiera referirme a los accesos ciudadanos. 
Precisamente, ¿cuáles son los mercados nuevos? Son los que 
no están. ¿Cuáles son los que no están? Aquellos en los cua- 
les somos menos competitivos y en los que podemos llegar a 
ser más. Por ejemplo, en la actualidad no estamos transportan- 
do carga “contenerizada” al interior del Brasil, en distancias 
largas; lo que hacemos es llevar cargas “contenerizadas” des- 
de Montevideo hasta la frontera y allí lo toma un camión de 
cabotaje interno de ese país y lo lleva a su destino final. Pienso 
que tenemos que cambiar esa situación y llegar a esos otros 
mercados. Aquí se engancha el tema al que hacía referencia 
cuando hablaba de que si tuviera la posibilidad, compraría pe- 
queños puertos, porque así se aumentaría el “hinterland”; des- 
pués, la mercadería iría en camión o en ferrocarril a un puerto 
del Brasil o de la Argentina; pero, en todo caso, siempre para 
adelante. Esos tránsitos son fundamentales. Si no fuera así, 
¿cuál sería el mercado adicional que capta el camión? El de más 
valor agregado, porque es el que soporta más flete. Si en ese 
proceso podemos incorporar a ese mayor valor agregado otros 
elementos como, por ejemplo, armado, etiquetado -servicios de 
valor agregado en general- etcétera, será algo muy positivo 
para el país. 
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En cuanto al planteo de trabajo de la ZAL, avala lo que 
acabo de decir y allí está la confirmación de los números a los 
que hacía referencia con relación a la exportación de servicios. 
En ese sentido, en lo personal no descarto ningún sector, pero 
tengo claro que en la actualidad, en cualquier área en la que se 
esté actuando, el trabajo cada vez más tiene un componente 
mayor de servicios. Seguramente, si se trabaja en el agro hay 
una parte de servicios, por ejemplo, la genética y los micro- 
chips que se van a empezar a utilizar. Cosas que nunca pensá- 
bamos que iban a formar parte del área de los servicios, hoy 
pertenecen a ella. Cabe agregar, en este mismo sentido, el tema 
de la trazabilidad de las raciones como un elemento que tam- 
bién se ha ido incorporando a los servicios. ¿Los servicios son 
malos? No; son buenos; son los instrumentos de los cuales 
viven los países que tiene mayor prosperidad. La verdad, que 
en lo que me es personal quiero poseer esa prosperidad para 
poder tener después la equidad que ha sido algo que el país ha 
tenido. 


Finalmente, señor Senador, sería bueno que algún día con- 
versáramos sobre los modelos de país, pero me parece que ese 
es un tema que excede a la convocatoria de hoy. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de las mociones llega- 
das a la Mesa. 


(Se da de la siguientes: ) 


“Oídas las explicaciones del señor Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas, el Senado declara que las mis- 
mas son satisfactorias acerca del alcance y justificación 
de las bases de la subasta del 80% del paquete acciona- 
rio de la Sociedad para la administración, construcción, 
conservación y explotación de una terminal de contene- 
dores en el Puerto de Montevideo. Firman los señores 
Senadores Singer, de Boismenu, Fau, Virgili, Scarpa, Co- 
rrea Freitas, Sanabria, Brause, Riesgo, Atchugarry y el 
señor Presidente del Senado, Hierro López.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de la otra moción. 
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(Se da de la siguiente:) 


“Oídas las explicaciones del señor Ministro de Trans- 
porte y Obras Públicas, ingeniero Lucio Cáceres, sobre 
el alcance y justificación de las bases de la subasta pú- 
blica del 80% del paquete accionario de la sociedad anó- 
nima creada entre la Administración Nacional de Puer- 
tos y la Corporación Nacional para el Desarrollo para la 
explotación de la terminal de contenedores del Puerto 
de Montevideo, la Cámara de Senadores declara insatis- 
factorias las mismas. Firman: las señoras Senadoras Goi- 
tiño, Xavier, Arismendi y Dalmás y los señores Senado- 
res Rubio, Couriel, Korzeniak, Núñez, Fernández Huido- 
bro, Dubra y Lescano.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la primera moción llegada a la mesa. 


(Se vota: ) 
-17 en 30. Afirmativa. 
10) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a consi- 
derar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 22 y 46 minutos, presidiendo el señor 
Luis Hierro López, y estando presentes los señores Senado- 
res Arismendi, Atchugarry, Borsari, Brause, Correa Freitas, 
Couriel, Dalmás, de Boismenu, Dubra, Fau, Fernández Huido- 
bro, Garat, Gargano, Goitiño, Heber, Korzeniak, Larrañaga, 
Lescano, Michelini, Núñez, Pereyra, Pou, Riesgo, Rubio, Sa- 
nabria, Scarpa, Singer, Virgili y Xavier.) 
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